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Resumen y Abstract VII 
 
 
Resumen 
La importancia que ha adquirido el Mecanismo de Monitoreo y Presentación de Informes 
creado en virtud de la Resolución 1612 (2005) del Consejo de Seguridad, referido a 
violaciones de los derechos de los niños en el marco de los conflictos armados, su 
aplicación en Colombia y la definición de los Planes de Acción por el Secretario General 
de Naciones Unidas como la herramienta principal para la eliminación de estas violaciones, 
especialmente el reclutamiento y la utilización de niños, hacen necesario un análisis desde 
la teoría jurídica del lugar que ocupan el Mecanismo y los Planes de Acción en el sistema 
de fuentes en el derecho internacional de derechos humanos , para comprender; luego de 
revisar su origen, fundamento, lógica de funcionamiento y su relevancia para Colombia; 
su carácter  vinculante o no, sus consecuencias prácticas y el papel que podrían tener de 
cara al actual proceso de paz. 
 
 
Palabras clave: Derechos del niño, Conflicto armado, Niños soldado, Consejo de 
Seguridad, Mecanismo de Monitoreo y Presentación de Informes –MRM–, Resolución 
1612. 
 
 
Abstract 
 
In order to analyze the binding or non-binding character of Monitoring and Reporting 
Mechanism -MRM- established by Security Council Resolution 1612 (2005) –on violations 
committed against children in armed conflict and the Action Plans–, as well as its practical 
consequences and its value in the current peace process, is necessary an analysis from 
the legal theory. For that, taking into account the great importance of that Mechanism and 
the interest of the Secretary-General in the Action Plans as the main tool to put end to 
recruitment and use of child soldiers, it is reviewed the origins of the MRM, its place in the 
system of sources in international human rights law, its basis, its operating logic and 
relevance for Colombia. 
 
Keywords: Rights of the child, armed conflict, Child soldiers, Security Council, Monitoring 
and Reporting Mechanism –MRM–, Resolution 1612. 
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Introducción 
La suscripción de “planes de acción” como una alternativa para evitar de manera definitiva 
la vinculación de niños, niñas y adolescentes a grupos armados y a fuerzas militares en 
los casos en los que aún éstas reclutan personas menores de 18 años y, lograr su 
liberación y desincorporación de las filas o cualquier otro rol que se les haya asignado en 
dichos grupos o fuerzas, ha sido una recomendación constante del Consejo de Seguridad 
de Naciones Unidas dirigida a diversos Estados, incluido Colombia. En efecto, el Grupo de 
Trabajo del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas para la cuestión de los niños y los 
conflictos armados, creado en el marco del Mecanismo de Supervisión y Presentación de 
Informes sobre niños y conflictos armados (MRM, por su sigla en inglés) aprobado 
mediante la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) ha considerado que la 
implementación de esta herramienta puede generar resultados positivos en la cesación de 
las violaciones graves cometidas contra los niños y las niñas. 
 
Los planes de acción han sido entendidos, básicamente como acuerdos suscritos entre 
Naciones Unidas –especialmente la Representante Especial del Secretario General para 
la cuestión de los niños y los conflictos armados o el Fondo de Naciones Unidas para la 
Infancia (UNICEF, por su sigla en inglés)– y los representantes de los grupos o fuerzas 
amadas de que se trate, con miras a que éstos además de liberar a los niños y niñas que 
integren esos grupos, se comprometan a detener esta práctica y en consecuencia, se 
abstengan de cometer actos violatorios de los derechos de los niños. 
 
Pese a que no se cuenta con un análisis desde la teoría jurídica, sobre el carácter o no 
vinculante de la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) y de las resoluciones 
subsiguientes que hacen parte del entramado que da forma al MRM en relación con las 
facultades y atribuciones del Consejo de Seguridad y dentro del universo de fuentes del 
derecho internacional e incluso de los resultados en la práctica de la suscripción e 
implementación de los planes de acción dependiendo del contexto en el que el 
reclutamiento y utilización de personas menores de 18 años tenga lugar o del autor de 
dicha violación; tanto las Naciones Unidas, como las organizaciones dedicadas a la 
defensa de los derechos humanos conceden al MRM y a los planes de acción un carácter 
obligatorio a priori.  
 
Como lo sostiene Luis Manuel Castro Novoa, a algunos internacionalistas y, agrego, 
especialmente a aquellos dedicados al estudio del Derecho Internacional de Derechos 
Humanos, las discusiones sobre teoría jurídica nos les interesa mucho, “haciendo del 
Derecho Internacional una materia donde simplemente se describen procedimientos e 
instituciones (Castro Novoa, pág. 17). Esto es especialmente evidente cuando se hace 
referencia al MRM, el cual ha sido invocado como un mecanismo de activismo o abogacía 
cuya naturaleza y alcance no se discute o no es “bien visto” discutir.  
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En ese sentido, como se señalaba líneas arriba tampoco se ha revisado si la respuesta 
práctica en el terreno al MRM y concretamente, a los planes de acción, hace de estos una 
herramienta que pueda exigirse de manera general a cualquier Estado en el que se 
presente alguna de las violaciones a las que hace referencia, particularmente, al 
reclutamiento y utilización de niños y niñas en los conflictos armados. En esa perspectiva, 
se omite hacer alusión, por ejemplo, a la diferencia, si es que la hay, en el acatamiento de 
estos planes por parte de los Estados u organizaciones con quienes se suscribe. Parece 
evidente pero no por ello automáticamente cierto, que un compromiso asumido ante 
Naciones Unidas por un Estado que persiste en la incorporación de niños a las filas de sus 
fuerzas militares y de policía tendría mayor grado de exigibilidad y de efectividad, que un 
acuerdo que se suscriba en los mismos términos con un grupo armado que por definición 
actúa en la ilegalidad.  
 
Luego de la aceptación voluntaria que hiciera el Estado Colombiano del Mecanismo de 
Supervisión que contempla la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005), el MRM ha 
venido siendo aplicado en Colombia desde el año 2009, único país del continente, valga 
mencionarlo, por lo que, resulta necesario entrar a examinar cuál es el lugar dentro del 
sistema de fuentes del derecho internacional del MRM y por supuesto de la Resolución 
1612 (Consejo de Seguridad, 2005) y de los planes de acción para luego detenerse sobre 
si la suscripción de este tipo de acuerdos directamente por las Naciones Unidas, en el 
contexto actual, contribuiría en Colombia a que los grupos armados, Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC) y el Ejército de Liberación Nacional (ELN) 
principalmente, eliminen la práctica del reclutamiento y utilización de niñas y niños y liberen 
de sus filas a todas las personas menores de 18 años que las integran. O por el contrario, 
podría llegar a deslegitimar las negociaciones iniciadas por estos grupos con el Estado y 
el papel mismo del Estado como responsable primario de la garantía de los derechos de 
los niños, las niñas y los adolescentes a ser protegidos contra el reclutamiento y la 
utilización. 
 
Hasta el momento, el Secretario General de Naciones Unidas ha presentado ante el Grupo 
de Trabajo del Consejo de Seguridad, dos informes sobre Colombia en relación con la 
implementación del MRM, en los cuales ha incluido recomendaciones dirigidas a la 
exhortación de dar inicio a la elaboración de planes de acción. Aunque el grupo de Trabajo 
del Consejo de Seguridad no ha formulado recomendación en el mismo sentido, sí le ha 
señalado al Estado Colombiano la importancia de lograr un compromiso de estas 
características. 
 
El Consejo de Seguridad, desde la década de los años noventa, principalmente, ha venido 
reaccionado de manera creciente ante casos de violaciones masivas de derechos 
humanos que, por lo general, han significado igualmente violaciones al Derecho 
Internacional Humanitario, este es el caso de la cuestión de los niños y las niñas afectados 
por los conflictos armados, respecto de quienes el Consejo además de condenar los 
hechos, ha generado un mecanismo específico para dar seguimiento a las partes 
involucradas y emitir recomendaciones, una de las cuales y quizá la que considera de 
mayor valor, son precisamente los planes de acción. 
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Así las cosas, sin desconocer la realidad multicausal del fenómeno del reclutamiento y la 
utilización de niños y niñas en Colombia1 y sin desconocer los esfuerzos adelantados por 
el Estado y la sociedad civil para hacerles frente, este trabajo se ocupará de revisar a la 
luz de las funciones que contempla la Carta de Naciones Unidas para el Consejo de 
Seguridad, la naturaleza de la Resolución 1612 (2005) y en consecuencia del MRM 
siguiendo la idea de una “jerarquía enmarañada” del derecho internacional de los derechos 
humanos, para pasar a revisar el carácter o no vinculante de los planes de acción además 
de examinar si estos contribuirían de manera decisiva al propósito de dar fin a estas 
violaciones de los derechos de la infancia y la adolescencia en Colombia. Este trabajo 
entonces no se detendrá en analizar la respuesta estatal frente al reclutamiento y a la 
utilización ni en términos de prevención, ni de atención ni de judicialización, ni tiene mucho 
menos como propósito, revisar las características del reclutamiento en Colombia o hacer 
un análisis jurídico sobre los elementos del tipo penal y los delitos conexos que involucra2, 
sino detenerse en un Mecanismo que se ha popularizado en el lenguaje y la acción de 
muchas organizaciones y entidades dedicadas al trabajo en favor de los derechos de la 
infancia y adolescencia de una manera que podría denominarse acrítica y sumisa. 
 
En ese sentido, es preciso de una parte, siguiendo a François Ost y Michel van de 
Kerchove detenerse en el análisis del lugar del Consejo de Seguridad y de la Resolución 
1612 (Consejo de Seguridad, 2005) en la “jerarquía enmarañada” del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, para pasar a revisar a la luz de las fuente de 
derecho el “soft power” con la que se han referido algunos autores a las resoluciones 
adoptadas por el Consejo de Seguridad en desarrollo del Capítulo VI de la Carta de 
Naciones Unidas y, consecuentemente, en el papel del soft law en el desarrollo y alcance 
el Mecanismo.  
 
Pero para ello y considerando lo poco, salvo en círculos especializados y a un nivel más 
bien superficial, que se conoce de esta Resolución es preciso detenerse en el objeto y 
alcance del MRM; además de la lógica de su funcionamiento, así como en las 
recomendaciones y decisiones adoptadas por el Grupo de Trabajo y, de otra, revisar a 
                                               
 
1 Aunque el reclutamiento es por naturaleza forzado. Varios estudios demuestran que gran parte de los 
niños y niñas que son vinculados a los conflictos armados, lo hacen movidos por una serie de factores 
que facilitan la labor del reclutador. Sobre el particular, se pueden revisar entre otros trabajos, el de 
“Jóvenes Soldados y combatientes ¿Por qué van a luchar? (Brett & Specht, 2005) que empleó entrevistas 
a varios de estos jóvenes en diez situaciones incluida Colombia (Afganistán, Colombia, República del 
Congo, República Democrática del Congo, Paquistán, Sierra Leona, Sudáfrica, Sri Lanka, Reino Unido 
e Irlanda del Norte. Igualmente en Colombia, se puede revisar la caracterización que en el año 2006 
realizó la Defensoría del Pueblo sobre los niños que fueron separados de estos grupos y atendidos por 
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (Defensoría del Pueblo, 2006) o los factores de riesgo que 
fueron identificados en el documento CONPES 3673 de 2010 (Consejo Nacional de Política Económica 
y Social, Departamento Nacional de Planeación, 2010) que corresponde a la Política de Prevención de 
reclutamiento asumida por el Estado colombiano. 
2 Para un análisis de estas características, puede revisarse, desde la perspectiva del Estado, el 
documento CONPES 3673 de 2010 (Consejo Nacional de Política Económica y Social, Departamento 
Nacional de Planeación, 2010), que examina de un lado, los factores de riesgo que hacen a los niños y 
a las niñas más vulnerables y del otro, las actividades a las que son obligados los niños y las niñas 
durante su pertenencia al grupo, así como las vulneraciones de las que son víctimas, como la violencia 
sexual que aunque no se comete exclusivamente en contra de las niñas, sí las afecta en una mayor 
proporción. Las organizaciones de la sociedad civil también se han ocupado del asunto (COALICO, 
Comisión Colombiana de Juristas, 2014), quienes además han señalado con claridad la diferencia entre 
el reclutamiento y la trata de personas por las especificidades del primero. 
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cuáles países les ha sido recomendada la elaboración de Planes de Acción, en cuántos se 
han suscrito y si sus resultados han sido evaluados por la Oficina de la Representante 
Especial del Secretario General. Lo anterior, permitirá plantear de manera preliminar 
algunos elementos para examinar si en el contexto colombiano los planes de acción serían 
prima facie una alternativa para que los grupos armados, especialmente FARC y ELN 
liberen a las personas menores de 18 años que integran sus filas. 
 
En esa perspectiva, este trabajo estará dividido en cuatro acápites, el primero referido al 
objeto y alcance de la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005), para lo cual se 
estudiarán los antecedentes que dieron lugar a la misma y perfilaron lo que hoy se conoce 
como el MRM, al por qué y cómo el Consejo se ha venido ocupando de la cuestión de los 
niños y las niñas en situaciones de conflicto armado y a la manera en la que funciona el 
Mecanismo y cómo se ha estructurado. 
 
Un segundo acápite revisará el lugar del Mecanismo de Supervisión y Presentación de 
Informes y de los planes de acción en el sistema de fuentes del Derecho Internacional, 
explorando las relaciones intrasistémicas que de la naturaleza del órgano que lo crea y de 
los fundamentos que le dan vida se derivan. 
 
Una tercer parte, se detendrá en los informes del Secretario General presentados ante el 
Consejo de Seguridad y las razones que explican el por qué este Mecanismo es relevante 
para Colombia. 
 
En el cuarto capítulo, partiendo del planteamiento de una definición de los planes de 
acción, se revisará en qué otros países además de Colombia se implementa el MRM, a 
cuáles de ellos se les ha recomendado la formulación de planes de acción y en cuáles se 
han suscrito con grupos armados enlistados en los Anexos al Informe periódico del 
Secretario General. 
 
Por último, como resultado de la investigación adelantada en los cuatro capítulos 
precedentes, se plantean una breves conclusiones finales sobre la naturaleza jurídica del 
Mecanismo y su lugar en el sistema de fuentes del derecho internacional; se responde la 
pregunta en torno a si la suscripción de planes de acción resulta un imperativo para 
Colombia y, se dejarán planteados algunos elementos para la revisión de la definición de 
una alternativa que podría emplear el Estado colombiano para generar compromisos que 
puedan impactar positivamente sobre la realidad de las niñas y los niños afectados por el 
conflicto armado.    
  
 
1. Objeto y alcance de la Resolución 1612 
(2005) del Consejo de Seguridad 
1.1 Antecedentes 
La generación de un Mecanismo de Supervisión y Presentación de Informes que involucre 
a los Estados en cuyos territorios se cometen graves violaciones de los derechos de los 
niños y las niñas en el desarrollo de los conflictos armados, resulta de la mayor 
trascendencia puesto que implica el establecimiento de una herramienta de alguna manera 
coercitiva que permite hacer efectivos los derechos humanos de la niñez leídos tanto desde 
la perspectiva del Derecho Internacional de los Derechos Humanos como desde la 
aplicación del Derecho Internacional Humanitario (DIH). Este, como veremos, es el origen 
de una de las aporías resultantes de la forma como el Consejo de Seguridad ha abordado 
el asunto, relativa a la forma como resuelve la distinción existente entre estos dos marcos 
normativos respecto de la edad mínima para participar en un conflicto armado3.  
 
El hecho de que una herramienta de las características que tiene este Mecanismo haya 
sido pensada fuera del ámbito de los Estados vía un tratado o instrumento similar, y por el 
contrario, al interior de un órgano como el Consejo de Seguridad que como veremos, no 
fue en principio concebido como un órgano de protección de derechos humanos, le da no 
sólo unos énfasis y unas consecuencias, sino que además tiene repercusiones directas 
sobre su naturaleza jurídica, sobre la cual nos detendremos en el capítulo siguiente.  
 
Para poder analizar este Mecanismo y sus implicaciones es preciso referirse a los 
antecedentes que le dieron origen y que permitieron que la cuestión de los “niños y los 
conflictos armados” haya sido abordada por el Consejo de Seguridad. En ese sentido, a 
continuación se revisarán los que he denominado, antecedentes remotos y próximos del 
MRM, así como algunos desarrollos posteriores que permitirán explicar no sólo el 
Mecanismo sino todo el andamiaje en el que el mismo se fundamenta. 
1.1.1 Antecedentes Remotos 
En relación con los antecedentes remotos del MRM es preciso referirse a tres tipos, el 
primero, relativo a la manera en la que el Consejo de Seguridad, de manera creciente, a 
inicios de la década de los noventa incorporó la protección de los derechos humanos como 
                                               
 
3 En un artículo anterior, me referí al hecho de que aunque el reclutamiento de niños y niñas en principio 
parecería ser un asunto del resorte del Derecho Internacional Humanitario, en la práctica la protección 
de los niños, las niñas y los adolescentes en los conflictos armados ha sobrepasado los límites del DIH 
(Ávila Rubiano, 2008). 
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un asunto de su interés, escenario sin el cual no hubiera sido posible que este órgano se 
ocupara de la cuestión de los niños y los conflicto armados. El segundo, a aquellos 
instrumentos que surgieron al interior del propio Consejo de Seguridad y de la Asamblea 
General que se ocupaban de manera específica de la situación de los niños soldados en 
los conflictos armados y el último, concerniente a una serie de instrumentos 
internacionales, tratados o convenios, aprobados por los Estados como normativa 
internacional que fueron perfilando unos mínimos internacionales en torno a la definición y 
alcance de la prohibición del reclutamiento y la utilización de niños y niñas en conflictos 
armados. 
 
 El impulso humanitario 
 
Thomas G. Weiss (The Humanitarian Impulse, 2004), explica como al finalizar la guerra 
fría a inicios de la década de los noventa del siglo pasado, el Consejo de Seguridad que 
años atrás había visto con cierta reticencia los derechos humanos, comienza a interesarse 
en las consecuencias humanitarias de los conflictos armados y en ese marco, en el drama 
humano que estos representan. 
 
Para Weiss, se trata de un momento en el que los intereses estratégicos coinciden, 
abriendo una ventana de oportunidad para que el Consejo desarrolle, lo que él denomina, 
su “impulso humanitario” (Weiss, 2004, pág. 37) que se caracteriza por no ser un 
imperativo4, sino una acción deseable en un contexto que demanda acciones inmediatas 
para prevenir o detener graves violaciones de derechos humanos5. 
 
El Consejo de Seguridad no ha sido concebido como un órgano de derechos humanos. 
Con todo, a partir de ese momento, comienza a abordar la afectación de las víctimas en 
los conflictos, particularmente en aquellos con carácter no internacional, interés que antes 
no era prioritario y, adicionalmente, partiendo de una definición menos rígida de la que se 
tenía hasta entonces de la soberanía de los Estados, establece un gran número de 
medidas coercitivas que incluyen sanciones y embargos, persecución penal y uso de la 
fuerza, todo esto por cuenta de proteger a las víctimas y prevenir las violaciones en contra 
de las personas más vulnerables. 
 
Como lo apunta Weiss, entre estas medidas se encuentra la creación del Tribunal Penal 
para la Antigua Yugoslavia y el Tribunal para Ruanda, además de las resoluciones 687 
(1991) y 688 (1991) respecto de Iraq. Sobre el particular, Joanna Weschler (Weschler, 
2004) califica precisamente a la Resolución 688 (1991) como el momento cumbre de 
incorporación de los derechos humanos en el trabajo del Consejo de Seguridad. En esta 
resolución el Consejo de Seguridad condenó la represión ejercida sobre la población civil 
iraquí y se refirió a sus consecuencias en la paz y seguridad de la región. Esta es pues, 
                                               
 
4 De acuerdo con Weiss, dadas las características de la acción humanitaria, no es dable hablar de 
un “imperativo” sino de un impulso humanitario. Para él “(t)he humanitarian impulse is the maximum 
to which the community of states can aspire” (Weiss, 2004, pág. 38) 
5 Las consecuencias del cambio de la esfera de acción del Consejo de Seguridad es un asunto que 
escapa al objeto de este trabajo, pero que Weiss analiza detenidamente respecto de tres ángulos 
distintos: ético, retórico y militar. 
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como lo señala Weschler, la primera ocasión en la que el Consejo de Seguridad 
explícitamente alude a que la represión y las acciones contra la población civil constituyen 
amenazas contra la paz y la seguridad. 
 
Es en este escenario, en el que el Consejo de Seguridad comienza a incluir repetidas 
referencias a las violaciones de los derechos de las poblaciones mayormente afectadas 
por los conflictos armados como amenazas a la paz y a la seguridad y en consecuencia, 
incorpora demandas concretas para que se respete el derecho internacional humanitario, 
es que tienen lugar los desarrollos a los que se hace referencia más adelante y que 
constituyen el germen del diseño de un mecanismo de monitoreo sobre la situación de los 
niños afectados por los conflictos armados. 
 
 Responsabilidad de Proteger 
 
Como resultado de este impulso humanitario del Consejo de Seguridad y en cierta manera 
como una manera de justificarlo desde las obligaciones que le competen a los Estados, 
surge la Responsabilidad de Proteger.  
 
Este concepto apareció por primera vez en 2001 en el informe de la Comisión Internacional 
sobre la Intervención y la Soberanía del Estado establecida por el Gobierno del Canadá, 
atendiendo a una pregunta del entonces Secretario General de Naciones Unidas, Kofi 
Annan sobre si la humanidad debía intervenir con fines humanitarios (Weschler, 2004). En 
este informe se llegó a la conclusión de que la soberanía no solo era una prerrogativa de 
los Estados, sino que adicionalmente implicaba para ellos una responsabilidad, la 
“responsabilidad primordial” de proteger a la población dentro de su territorio. 
 
El concepto de responsabilidad de proteger fue delineado posteriormente por los Estados 
en la Cumbre Mundial de 2005, en la que reconocieron expresamente su obligación 
primordial de proteger a su población de crímenes atroces como el genocidio, los crímenes 
de guerra, la depuración étnica y los crímenes de lesa humanidad. Esa responsabilidad 
conlleva la prevención de dichos crímenes y de la incitación a su comisión, mediante la 
adopción de las medidas apropiadas y necesarias. En ese mismo año, como se verá más 
adelante, el Consejo de Seguridad aprobaba la creación de un mecanismo de seguimiento 
a los países y situaciones en las que se violan los derechos de los niños y las niñas como 
resultado de conflictos armados.  
 
El 28 de abril de 2006, el Consejo de Seguridad adoptó la resolución 1674 (Consejo de 
Seguridad, 2006) sobre la protección de civiles en conflictos armados, en la que además 
de reafirmar las normas pertinentes que todas las partes en conflicto deben observar y 
respetar, plasmó por primera vez una referencia a la responsabilidad de proteger. 
 
Y desde entonces este concepto se ha venido perfilando gracias, entre otros desarrollos a 
los informes que el Secretario General ha producido sobre el particular. Aunque el Consejo 
de Seguridad en la resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) no se refirió 
directamente a este concepto, sí señaló que “la protección de los niños en los conflictos 
armados debe ser considerada un aspecto importante de toda estrategia general para la 
solución de un conflicto”. 
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Desde 2009, el Secretario General de Naciones Unidas ha publicado siete informes sobre 
el progreso y desarrollo del concepto y su aplicación: 
 
1. El primer informe, sobre cómo hacer efectiva la responsabilidad de proteger (Secretario 
General de Naciones Unidas, 2009), estableció una estrategia de tres pilares para la 
aplicación del concepto. El primer pilar se refiere a la responsabilidad que incumbe a cada 
Estado de proteger a su población de crímenes atroces de conformidad con sus 
obligaciones nacionales e internacionales. El segundo alude al compromiso paralelo de la 
comunidad internacional de alentar y ayudar a los Estados a cumplir su responsabilidad. 
Y, el tercero pone de relieve la gama de instrumentos disponibles en virtud de los Capítulos 
VI, VII y VIII de la Carta de las Naciones Unidas para la respuesta oportuna y decisiva 
cuando es evidente que los Estados no cumplen sus obligaciones. 
 
2. El segundo informe, publicado en 2010, se centró en la alerta temprana, la evaluación y 
la responsabilidad de proteger (Secretario General de Naciones Unidas, 2010). 
 
3. El tercero, publicado en 2011, examina la función de los mecanismos regionales y 
subregionales para hacer efectiva la responsabilidad de proteger (Secretario General de 
Naciones Unidas, 2011).  
 
4. El cuarto informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2012), hace un balance de 
los instrumentos basados en la Carta que podrían utilizarse para responder a situaciones 
preocupantes y las asociaciones que podían utilizarse, así como los modos de proteger 
responsablemente. 
 
5. El quinto informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2013) del 9 de julio de 2013 
se centra en las acciones que los Estados y la comunidad internacional en general pueden 
adoptar con el propósito de prevenir el genocidio, crímenes de guerra, limpieza étnica y 
crímenes contra la humanidad.  
 
6. El sexto informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2014) recuerda que el 
segundo pilar de la responsabilidad de proteger tiene por objeto reforzar la soberanía de 
los Estados y no debilitarla. 
 
7. El séptimo y más reciente informe de 13 de julio de 2015 (Secretario General de 
Naciones Unidas, 2015) constituye un balance a diez años de formulada la 
Responsabilidad de Proteger en el que se incluyen algunas prácticas de los Estados en la 
implementación de esta. 
 
El Informe habla igualmente del importante papel de la Corte Penal Internacional en 
términos de la responsabilidad de proteger al referirse a la prevención de la repetición de 
crímenes atroces en dos sentidos: (i) investigando y castigando a los responsables y, (ii) a 
través del apoyo prestado a las jurisdicciones nacionales bajo el principio de 
“complementariedad positiva”. 
 
Al final del documento el Secretario General establece seis prioridades para la próxima 
década: (i) Demostración de compromiso político en los niveles regional, nacional y global 
en aras de proteger a la población de crímenes atroces; (ii) elevar la prevención a un 
aspecto central de la responsabilidad de proteger; (iii) Aclarar y ampliar las opciones para 
una respuesta oportuna y decisiva; (iv) abordar el riesgo de repetición; (v) Mejorar la acción 
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regional para prevenir y responder a los crímenes atroces y (vi) Fortalecer las redes 
internacionales dedicadas a la prevención del genocidio y a la responsabilidad de proteger. 
 
Aunque este trabajo no pretende hacer un análisis detallado de la responsabilidad de 
proteger y su impacto en el trabajo del Consejo de Seguridad, sobre todo en términos de 
las competencias que contempla el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, sí 
puede resultar un concepto interesante a la luz de las medidas adoptadas por el Consejo 
para abordar cada vez con mayor interés, como ser verá a continuación, la afectación de 
los derechos de los niños por cuenta de los conflictos armados. 
 
 Informe Graça Machel 
 
Este documento titulado “Repercusiones de los conflictos armados sobre los niños” 
(Asamblea General de las Naciones Unidas, 1996) es el primer informe especializado 
sobre el impacto de los conflictos armados en los niños, encargado por las Naciones 
Unidas a la experta independiente Graça Machel, antigua Ministra de Educación en 
Mozambique. 
 
El Informe, entre otras cosas, identifica grupos de riesgo que tienen mayores posibilidades 
de ser víctimas de reclutamiento o de alistamiento en grupos o fuerzas armados; entre 
ellos, los jóvenes separados de sus familias, especialmente los desplazados, los niños, 
niñas y jóvenes con poca o ninguna formación académica, los que provienen de los 
sectores más pobres de la sociedad o de entornos familiares rotos o los que provienen de 
zonas de guerra. 
 
Frente a esta situación y a los hallazgos del informe, se formulan una serie de 
recomendaciones entre las que se pueden destacar la realización de una campaña mundial 
para poner fin al reclutamiento de niños soldados6; la prohibición de las minas terrestres y 
del envío de armas a zonas en conflicto; el desarrollo de campañas de capacitación con el 
fin de evitar la violencia relacionada con el género en tiempos de guerra; la ratificación sin 
reservas del Protocolo Facultativo a la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a 
la participación de los niños y niñas en los conflictos armados (Asamblea General de 
Naciones Unidas, 2000), junto con su aplicación e incorporación a la legislación interna de 
los Estados. 
 
 
 
 
 
 
                                               
 
6 De acuerdo con los Principios de Paris (Principios y Directrices sobre los niños asociados a fuerzas 
armadas o grupos armados, 2007), se entiende por niño soldado todo menor de 18 años de edad que 
está vinculado con una fuerza armada o un grupo armado que haya sido reclutado o utilizado, tanto niños 
como niñas, aunque sin limitarse a aquellos utilizados como combatientes, cocineros, cargadores, espías 
o para fines sexuales.  
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 Mandato del Representante Especial encargado de la cuestión de las repercusiones de 
los conflictos armados sobre los niños 
 
La figura del Representante Especial del Secretario General7 encargado de la cuestión de 
las repercusiones de los conflictos armados sobre la niñez, fue creada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas mediante la Resolución A/RES/51/77 (Asamblea General 
de Naciones Unidas, 1997), inicialmente por un período de tres años. Sin embargo, la 
Asamblea ha prorrogado ese mandato sucesivamente desde entonces.  
 
Este Representante fue recomendado por la Asamblea General precisamente, tomando 
nota del Informe Graça Machel (Asamblea General de las Naciones Unidas, 1996) y se le 
solicitó la elaboración de un informe anual para consideración de la Asamblea General. Se 
le asignaron igualmente, entre otras (párrafo resolutivo 36), las funciones de evaluar los 
progresos, las medidas adoptadas y las dificultades en el fortalecimiento de la protección 
de los niños en situaciones de conflicto armado, así como promover mayor conciencia y la 
recolección de información acerca de las afectaciones de los niños en los conflictos 
armados y la creación de redes de cooperación. 
 
 Declaración del Presidente del Consejo de Seguridad S/PRST/1998/18 
 
Tanto el informe Graça Machel (Asamblea General de las Naciones Unidas, 1996) como 
el inicio del mandato del Representante Especial marcaron un hito al interior de las 
Naciones Unidas en relación con el tratamiento de los niños y niñas afectados por los 
conflictos armados y tuvieron un papel determinante en el inicio del tratamiento y la 
práctica8 que ha establecido el Consejo de Seguridad alrededor de esta cuestión.  
 
En efecto, en junio de 1998, apenas un año después de la creación del mandato del 
Representante Especial, el Consejo de Seguridad por primera vez, expresó de manera 
específica su preocupación por las repercusiones de los conflictos armados en los niños a 
nivel de Declaración Presidencial, mediante la Declaración S/PRST/1998/18 (Consejo de 
Seguridad, 1998)9.  
 
En ella, el Presidente, en nombre del Consejo de Seguridad, condenó el reclutamiento y la 
utilización de niños en las hostilidades, manifestó su voluntad de considerar cuando 
resultara procedente, los medios para asistir a la población civil en peligro, en particular a 
las mujeres y a los niños; y apoyar los esfuerzos dirigidos a obtener la suscripción de 
                                               
 
7 Como lo señala Villán Durán (2002, pág. 584), la Asamblea General de las Naciones Unidas ha sido 
pionera en la creación de mecanismos especiales para la protección de los Derechos Humanos. Ese es 
el caso de los Representantes Especiales del Secretario General con mandatos temáticos como el de la 
cuestión de los niños y los conflictos armados, que constituyen mecanismos extraconvencionales por no 
encontrarse en un tratado o convenio internacional, sino por derivar de una resolución. 
8 Sobre este asunto volveremos en el capítulo siguiente. 
9El Presidente del Consejo de Seguridad puede realizar este tipo de declaraciones en el caso de que 
encuentre consenso. Estas declaraciones no tienen el carácter de resoluciones. 
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compromisos10 para poner fin al reclutamiento y la utilización de niños en los conflictos en 
violación del derecho internacional.  
 
Igualmente, anunció que al aplicar sanciones conforme el artículo 41 de la Carta de 
Naciones Unidas (Naciones Unidas, 1945) tendría presente las necesidades de los niños11 
y destacó la importancia del Representante Especial. 
 
 Declaración del Presidente del Consejo de Seguridad S/PRST/1999/21 
 
En julio de 1999, todavía en el nivel de Declaración Presidencial (Consejo de Seguridad, 
1999), el Presidente del Consejo de Seguridad, refiriéndose al “Mantenimiento de la paz y 
la seguridad y consolidación de la paz después de los conflictos”, señaló la importancia del 
desarme, la desmovilización y la reintegración para resolver los conflictos y construir la 
paz. En esa perspectiva, subrayó la necesidad de atender de manera especial y adecuada 
las necesidades de los niños y niñas que han sido reclutados o utilizados en las 
hostilidades.  
 
 Resolución 1261 (Consejo de Seguridad, 1999) 
 
Posteriormente, el 30 de agosto de 1999, el Consejo de Seguridad emitió su primera 
Resolución sobre la cuestión de los niños y su afectación por los conflictos armados.  
 
Ésta, la Resolución 1261 (Consejo de Seguridad, 1999) es uno de los hitos más 
importantes en el tratamiento que el Consejo de Seguridad ha dado al tema, además, llegó 
a unirse y retomó la normativa internacional que hasta el momento se había pronunciado 
contra el reclutamiento de niños mediante el Convenio 182 de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) adoptado apenas meses atrás, en junio del mismo año 
(Organización Internacional del Trabajo, 1999) y en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional (Naciones Unidas, 1998)12 .  
 
Mediante esta Resolución, el Consejo de Seguridad se comprometió a adoptar medidas 
encaminadas a promover la paz y la seguridad, y a prestar especial atención a la 
protección, el bienestar y los derechos de los niños. En ese contexto, solicitó al Secretario 
General la presentación de un informe completo sobre su cumplimiento. 
 
                                               
 
10 En esta Declaración Presidencial, el Consejo de Seguridad ya daba las primeras puntadas para lo que 
luego fue denominado como “planes de acción”. 
11 El artículo 41 de la Carta de las Naciones Unidas, pertenece al Capítulo VII de dicho instrumento, que 
se refiere a las medidas que puede adoptar el Consejo de Seguridad, con carácter vinculante, en caso 
de amenazas a la paz o actos de agresión. Este artículo alude a aquellas medidas que no implican el uso 
de la fuerza como la interrupción total o parcial de relaciones económicas y de comunicaciones aéreas, 
ferroviarias y marítimas, o de cualquier otro medio de comunicación, así como la ruptura de relaciones 
diplomáticas. 
12El Estatuto de Roma fue aprobado el 17 de julio de 1998 y; entró en vigencia el primero de julio de 
2002.  
12 Los Planes de Acción en el marco del Mecanismo de Supervisión y Presentación de Informes contemplado en la 
Resolución 1612 (2005) del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, y su pertinencia para el caso colombiano 
 
 
Desde entonces, el Secretario General ha presentado trece informes periódicos y en todos 
ellos ha mencionado diversas situaciones en las que siempre ha sido incluida Colombia13. 
 
Posteriormente, el Consejo de Seguridad, a través de las Resoluciones 1314 (Consejo de 
Seguridad, 2000), 1379 (Consejo de Seguridad, 2001) y 1460 (Consejo de Seguridad, 
2003) continuó ocupándose del tema, instando a los Estados a adoptar medidas para 
proteger a los niños y las niñas y solicitando al Secretario General informes sobre la 
situación.  
 
 Resolución 1379 (Consejo de Seguridad, 2001) 
 
La Resolución 1379 (Consejo de Seguridad, 2001), merece una mención especial pues es 
mediante este instrumento que el Consejo pide al Secretario General que a su informe 
periódico agregue un listado de las partes que en los diversos conflictos armados recluten 
o utilicen niños14. En esta Resolución se le pide igualmente al Secretario General, que 
incluya tanto a aquellas situaciones que figuran en el programa del Consejo de Seguridad 
como a aquellas otras que a pesar de no estar en la agenda del Consejo, deban ser de 
interés del mismo15.  
 
Ahora bien, en relación con los antecedentes remotos relativos a los instrumentos 
internacionales aprobados por fuera del Consejo de Seguridad que perfilaron la definición 
y alcance de la prohibición del reclutamiento y la utilización deben destacarse tres 
principalmente, el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (Naciones Unidas, 
1998), el Convenio 182 (Organización Internacional del Trabajo, 1999) y el Protocolo 
Facultativo a la Convención de los Derechos del niño sobre la participación de los niños 
en los conflictos armados (Asamblea General de Naciones Unidas, 2000). 
 
 Estatuto de la Corte Penal Internacional 
 
El Estatuto de la Corte Penal Internacional (Naciones Unidas, 1998) en su artículo 8, señala 
como crimen de guerra tanto en el marco de un conflicto armado internacional como en 
uno no internacional, el reclutar o alistar a personas menores de 15 años en las fuerzas 
armadas o en los grupos, o utilizarlos para participar activamente en las hostilidades 
(artículos 8.b).xxvi) y 8.d).vii)). Esto es, a la luz del derecho penal internacional 
contemplado en dicho Estatuto, tal conducta, cuando se trate de personas menores de 15 
años y se cometa como parte de un plan o política o como parte de la comisión en gran 
escala, constituye un crimen de guerra de su competencia. 
 
                                               
 
13 Sobre este punto se ampliará en el Capítulo 3 referido al por qué el Mecanismo de Supervisión y 
Presentación de Informes es relevante para Colombia. 
14 La importancia de estos listados en el caso colombiano será revisada más adelante. 
15 De conformidad con el artículo 99 de la Carta de las Naciones Unidas (Naciones Unidas, 1945), el 
Secretario General puede llamar la atención del Consejo sobre situaciones que a su juicio puedan 
amenazar al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales; sin perjuicio de que éstas no se 
encuentren en la agenda del Consejo. 
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Así las cosas, para el Estatuto sólo se habla de un crimen de guerra cuando el 
reclutamiento de niños y niñas involucra a personas menores de 15 años de edad16. Lo 
anterior, con fundamento en las normas del DIH, específicamente los Convenios de 
Ginebra de 1949, que prohíben el alistamiento y la participación directa en las hostilidades 
de los menores de 15 años de edad, no así de quienes tengan entre 15 y 18 años17. 
 
En efecto, el numeral 2 del artículo 77 del Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra 
de 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados 
internacionales (Protocolo I) (Comité Internacional de la Cruz Roja, 2012) dispone que “Las 
Partes en conflicto tomarán todas las medidas posibles para que los niños menores de 
quince años no participen directamente en las hostilidades, especialmente absteniéndose 
de reclutarlos para sus fuerzas armadas”.  
 
En ese mismo sentido, el literal c del numeral 3, del artículo 4 del Protocolo II Adicional a 
los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas 
de los conflictos armados sin carácter internacional o conflictos internos como el 
colombiano (Protocolo II) (Comité Internacional de la Cruz Roja, 2012) señala que “los 
niños menores de quince años no serán reclutados en las fuerzas o grupos armados y no 
se permitirá que participen en las hostilidades”. 
 
Lo propio ocurre con la Convención sobre los Derechos del Niño (Asamblea General de 
Naciones Unidas, 1989)18 que pese a que en su artículo primero establece que por niño se 
entiende todo ser humano menor de 18 años, en su artículo 38 protege del reclutamiento 
y la utilización únicamente a los menores de 15 años de edad. 
 
Artículo 38 
1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar por que se 
respeten las normas del derecho internacional humanitario que les sean 
aplicables en los conflictos armados y que sean pertinentes para el niño. 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar 
que las personas que aún no hayan cumplido los 15 años de edad no 
participen directamente en las hostilidades. 
3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas a 
las personas que no hayan cumplido los 15 años de edad. Si reclutan 
personas que hayan cumplido 15 años, pero que sean menores de 18, los 
Estados Partes procurarán dar prioridad a los de más edad. 
4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho internacional 
humanitario de proteger a la población civil durante los conflictos armados, 
los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar la 
protección y el cuidado de los niños afectados por un conflicto armado. 
                                               
 
16 En efecto, los Elementos de los Crímenes (Asamblea de los Estados Partes en el Estatuto de Roma 
de la Corte Penal Internacional, 2002) establecen en ambos tipos penales como condiciones para su 
configuración, que las víctimas hayan sido menores de 15 años y que el autor haya sabido o debiera 
haber conocido tal condición.  
17 Sobre las dificultades que genera esta diferencia en los límites de edad que protege el DIH y a los que 
se refieren otros instrumentos internacionales de Derechos Humanos, me referí en un artículo anterior 
(Ávila Rubiano, 2008). 
18 La Convención sobre los Derechos del Niño (Asamblea General de Naciones Unidas, 1989) fue 
adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su Resolución 44/25, de 20 de 
noviembre de 1989 y entró en vigor el 2 de septiembre de 1990. 
14 Los Planes de Acción en el marco del Mecanismo de Supervisión y Presentación de Informes contemplado en la 
Resolución 1612 (2005) del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, y su pertinencia para el caso colombiano 
 
 
 
Este consenso sobre la edad hasta la cual existiría una protección internacional de los 
niños y las niñas contra el reclutamiento por parte de fuerzas armadas nacionales o grupos 
armados, ha venido siendo revaluado desde el punto de vista del Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos. En efecto, tanto el Convenio 182 (Organización Internacional 
del Trabajo, 1999) como el Protocolo Facultativo a la Convención de los Derechos del niño 
sobre la participación de los niños en los conflictos armados (Asamblea General de 
Naciones Unidas, 2000) han venido abriendo el camino para que esta protección se 
predique de igual forma respecto de los niños, niñas y adolescentes que se encuentren 
entre los 15 y los 18 años de edad. Por lo demás, el mismo Consejo de Seguridad ha 
tomado partido por estos últimos, pese a que el MRM en principio se dirige a situaciones 
de conflicto armado en las cuales, la norma aplicable sería el DIH. Así, el Consejo de 
Seguridad se ha apartado del crimen de guerra como lo consagra el Estatuto de Roma 
para ocuparse del reclutamiento de toda persona menor de 18 años, saliéndose del 
concepto de responsabilidad de proteger que llama a los Estados a proteger a las personas 
en su territorio de, entre otros, los crímenes de guerra; para saltar al campo de los derechos 
humanos.  
 
Esta aporía sobre la que no pretende profundizar este trabajo, es evidente en el cuarto 
informe del Secretario General de Naciones Unidas (Secretario General de Naciones 
Unidas, 2012) sobre responsabilidad de proteger que aludiendo a las diferentes 
competencias del Consejo de Seguridad para hacerla efectiva, menciona brevemente a la 
resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) pero sólo en cuanto se ocupa del 
reclutamiento de personas menores de 15 años de edad, el cual es considerado, como se 
dijo, un crimen de guerra en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (Naciones 
Unidas, 1998). 
 
Existen estudios según los cuales “(e)l análisis de las legislaciones nacionales [10] 
demuestra que una gran mayoría (alrededor de un 70%) de los Estados tomados en 
consideración han adoptado la edad mínima de 18 años, e incluso una edad superior, para 
el reclutamiento obligatorio” (Jeannet & Mermet, 1998), lo que podría significar que existe 
una práctica creciente que podría llevar en un futuro, a una norma consuetudinaria que 
prohíba el reclutamiento forzado de niños y niñas menores de 18 años de edad. 
 
En el marco del DIH, sin embargo, el límite de edad continúa. En el estudio que sobre el 
derecho internacional humanitario consuetudinario adelantó el Comité Internacional de la 
Cruz Roja (Henckaerts & Doswald-Beck, 2007) se señala en la “Norma 136. Las fuerzas 
armadas o los grupos armados no deberán reclutar niños” que “(a)unque todavía no hay 
una práctica uniforme con respecto a la edad mínima de reclutamiento, existe consenso 
acerca del hecho de que no debe ser inferior a quince años” (págs. 548 - 549). 
 
 Convenio 182 
 
El Convenio 182 (Organización Internacional del Trabajo, 1999) cataloga como unas de 
las peores formas de trabajo infantil al “reclutamiento forzoso u obligatorio de niños para 
utilizarlos en conflictos armados” y a “la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños 
para la realización de actividades ilícitas, en particular la producción y el tráfico de 
estupefacientes” (artículo 3) e insta a todos los Estados a adoptar medidas eficaces e 
inmediatas dirigidas a la prohibición y eliminación de estas prácticas. 
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En dicho Convenio, anterior apenas un par de meses a la Resolución 1261 (Consejo de 
Seguridad, 1999), no se encuentra diferenciación alguna entre la protección brindada a los 
niños menores de 15 años frente a los que han superado dicha edad. El único artículo 
(artículo 2) que se refiere a límite de edad lo hace para definir a quiénes entiende como 
niños y niñas y por lo tanto, como sujetos de los derechos allí consagrados que son quienes 
no hayan alcanzado los 18 años de edad.  
 
Así, conforme el Convenio 182 (Organización Internacional del Trabajo, 1999), el 
reclutamiento y la utilización de personas menores de 18 años, constituye una de las 
peores formas de trabajo infantil respecto de la cual es obligación de los Estados 
implementar acciones dirigidas a su prevención, las cuales incluyen por supuesto, su 
prohibición, penalización y sanción. 
 
 Protocolo Facultativo a la Convención de los Derechos del Niño  
 
En el mismo sentido y con el propósito de superar lo contemplado por la Convención sobre 
los Derechos del Niño (Asamblea General de Naciones Unidas, 1989), el Protocolo 
Facultativo relativo a la participación de niños en los conflictos armados (Asamblea General 
de Naciones Unidas, 2000) elevó la edad de protección a los 18 años (artículos 2 y 4). 
 
Entre las consideraciones que tuvo en cuenta la Asamblea General de Naciones Unidas 
para el aumento de la protección de los niños, niñas y adolescentes se encuentra 
precisamente el Convenio 182 (Organización Internacional del Trabajo, 1999) y una 
recomendación formulada en una Conferencia Internacional de la Cruz Roja y de la Media 
Luna Roja.  En efecto, en la parte considerativa del Protocolo Facultativo se lee lo 
siguiente: 
 
Considerando en consecuencia que para seguir promoviendo la realización 
de los derechos reconocidos en la Convención sobre los Derechos del Niño 
es necesario aumentar la protección de los niños con miras a evitar que 
participen en conflictos armados, 
 
Observando que el artículo 1 de la Convención sobre los Derechos del Niño 
precisa que, para los efectos de esa Convención, se entiende por niño todo 
ser humano menor de 18 años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le 
sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad, 
 
Convencidos de que un protocolo facultativo de la Convención por el que se 
eleve la edad mínima para el posible reclutamiento de personas en las 
fuerzas armadas y su participación en las hostilidades contribuirá 
eficazmente a la aplicación del principio de que el interés superior del niño 
ha de ser una consideración primordial en todas las decisiones que le 
conciernan, 
 
Tomando nota de que en diciembre de 1995 la XXVI Conferencia 
Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja recomendó, entre otras 
cosas, que las partes en conflicto que tomaran todas las medidas viables 
para que los niños menores de 18 años no participaran en hostilidades, 
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Tomando nota con satisfacción de la aprobación unánime, en junio de 1999, 
del Convenio No. 182 de la Organización Internacional del Trabajo sobre la 
prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para 
su eliminación, en el que se prohíbe, entre otros, el reclutamiento forzoso u 
obligatorio de niños para utilizarlos en conflictos armados (Asamblea General 
de Naciones Unidas, 2000). 
 
La Resoluciones del Consejo de Seguridad retoman esta protección y tampoco hacen 
ningún tipo de distinción al referirse al rango de edad en el cual serían sujetos de protección 
los niños y las niñas. De manera que tienen como fundamento los desarrollos que se han 
alcanzado en el marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, no así en el 
Derecho Internacional Humanitario o en el Estatuto de la Corte Penal Internacional que 
retoma a este último, por lo que este trabajo no se ocupará de los desarrollos alcanzados 
en dicha instancia respecto del reclutamiento forzado19. 
1.1.2 Antecedentes Próximos 
Por antecedentes próximos entendemos las decisiones adoptadas por el Consejo de 
Seguridad tendientes a establecer un mecanismo formal que le permitiera, más allá de 
formular llamamientos generales a los Estados para prevenir el reclutamiento y castigar a 
los responsables, hacer un seguimiento puntual a aquellos países en los cuales tanto sus 
fuerzas armadas como grupos armados incurren en prácticas violatorias de los derechos 
de los niños y las niñas, que tienen lugar en el marco de cualquier clase de conflicto armado 
e incluso hacer seguimiento directo a aquellos grupos o partes identificados en los países 
objeto de monitoreo. 
 
Sin embargo, es preciso señalar que el Consejo de Seguridad ha venido enfocándose más 
en las violaciones cometidas contra los niños y las niñas y en los derechos afectados que 
en el contexto en que dichas violaciones se desarrollan, lo cual significa que aunque el 
MRM se refiere a situaciones de conflicto armado, en la actualidad el Consejo de Seguridad 
ha señalado que no le compete establecer jurídicamente la existencia o no de un conflicto 
o la naturaleza de los contendientes para proceder a hacer seguimiento a situaciones en 
las que se presenten ciertas violaciones de los derechos de los niños y las niñas. Esta es 
una distinción que en ocasiones puede ser difícil de entender por la naturaleza misma de 
las violaciones de las que se ocupa el MRM. No obstante, el Consejo la ha empleado sobre 
todo para no entrar en discusión sobre el reconocimiento o no en muchos Estados, de la 
calidad de actores en un conflicto, de grupos armados que actúan por fuera de la legalidad. 
 
 Resolución 1539 
 
La Resolución 1539 (Consejo de Seguridad, 2004), es el antecedente más próximo del 
Mecanismo de Supervisión. Mediante esta Resolución, el Consejo de Seguridad 
                                               
 
19 Para consultar sobre este aspecto y contar con un análisis sobre la primera sentencia proferida 
por la Corte Penal Internacional que precisamente se refiere al reclutamiento de personas menores 
de 15 años se puede revisar el texto editado por el Programa Estado de Derecho para Latinoamérica 
de la Fundación Konrad Adenauer (Ambos, Malarino, & Steiner, 2014). 
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retomando expresamente el Estatuto de Roma (Naciones Unidas, 1998) y el Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de los 
niños en los conflictos armados (Asamblea General de Naciones Unidas, 2000) y luego de 
haber examinado el Cuarto Informe Periódico sobre la cuestión de los niños y los conflictos 
armados (Secretario General de Naciones Unidas, 2003), presentado hasta ese momento 
por el Secretario General, manifiesta su profunda preocupación por el hecho de que las 
partes en los conflictos armados continuaban infringiendo los derechos de los niños y las 
niñas pese a los avances normativos existentes. 
 
En consecuencia, y con el propósito de contar con una herramienta mucho más efectiva, 
el Consejo de Seguridad encargó al Secretario General preparar  
 
un plan de acción para un mecanismo sistemático y general de vigilancia y 
presentación de informes (…) con objeto de proporcionar información 
oportuna, objetiva, exacta y fidedigna sobre el reclutamiento y la utilización 
de niños soldados en contravención del derecho internacional aplicable y 
sobre las demás infracciones y abusos cometidos contra niños afectados por 
conflictos armados (Párrafo resolutivo 2).  
 
 Quinto Informe del Secretario General 
 
Atendiendo el mandato de la Resolución 1539 (Consejo de Seguridad, 2004), en su Quinto 
Informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2005), el Secretario General presentó un 
plan de acción para el establecimiento de un mecanismo dirigido a la supervisión de las 
partes y las violaciones contra los niños y las niñas cometidas en el medio de conflictos 
armados.  
 
En dicho plan, el Secretario General se refirió principalmente a siete puntos que configuran 
lo que es hoy el MRM, a saber: las infracciones objeto de vigilancia, el marco normativo, 
las partes objeto de vigilancia, la manera de compilar la información en los países, el 
examen y la preparación de informes del mecanismo y los órganos a los que compete dar 
seguimiento a los informes. 
 
Así mismo, aclaró, como se anotaba atrás una de las principales aporías del MRM y es 
que no tendrá en cuenta una definición universal de conflicto armado o un análisis jurídico 
de si se presentan o no los elementos necesarios para definir que una situación constituye 
o no un conflicto armado. Sobre el particular, el Secretario afirmó que el enfoque a adoptar 
es un enfoque “pragmático y cooperativo, centrándose más en obtener una protección 
amplia y eficaz de los niños expuestos a situaciones conflictivas que en llegar a una 
definición de ‘conflicto armado’” (párrafo 96). 
 
 Resolución 1612 
 
Una vez recibido y analizado el plan de acción encargado al Secretario General, el Consejo 
de Seguridad, mediante la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) pidió ponerlo 
en marcha sin demora (párrafo resolutivo 3) y es precisamente este mandato del Consejo 
de Seguridad el que da fundamento al MRM. 
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1.2 Contenido y alcance del Mecanismo de Supervisión 
La Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) recuerda a los Estados su 
responsabilidad de proteger y socorrer a los niños afectados por los conflictos armados, 
poner fin a la impunidad y llevar ante la justicia a los responsables de genocidio, crímenes 
de lesa humanidad, crímenes de guerra y otros crímenes atroces perpetrados contra los 
niños. En ese marco, pide al Secretario General que comience la implementación del 
mecanismo de supervisión cuyo diseño se le había encargado y el cual había quedado 
plasmado en su Quinto Informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2005). Así las 
cosas, los elementos centrales del MRM se encuentran en el plan de acción diseñado por 
el Secretario General, en la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) y en los 
desarrollos posteriores del Consejo, los cuales incluyen varias resoluciones, que han ido 
delimitando el Mecanismo. 
1.2.1 Violaciones objeto de vigilancia 
El objetivo del MRM, de acuerdo con su Plan de Acción (Secretario General de Naciones 
Unidas, 2005) es  
 
promover la recopilación sistemática de información objetiva, concreta y 
fidedigna sobre las infracciones graves de que son objeto los niños en las 
situaciones de conflictos armados, que conduzca a una respuesta 
concertada, eficaz y con conocimiento de causa para asegurar el 
cumplimiento de las normas locales e internacionales que protegen a los 
niños afectados por los conflictos armados (párrafo 65). 
 
Para cumplir este propósito, lo primero que delimita el MRM son las violaciones de los 
derechos de los niños que son objeto de monitoreo, para lo cual se refiere a seis conductas 
específicas, que denomina “infracciones graves” a saber (párrafo 68): 
 
a) El asesinato o la mutilación de niños; 
b) El reclutamiento y la utilización de niños soldados; 
c) Los ataques contra escuelas y hospitales; 
d) La violación de niños y su sometimiento a otros actos graves de violencia 
sexual; 
e) El secuestro de niños; 
f) La denegación de acceso a la asistencia humanitaria para los niños. 
 
Aunque este listado es cerrado y como veremos más adelante, delimita igualmente, las 
partes o situaciones que son objeto de observación, no significa que el Secretario General 
y el Grupo de Trabajo del Consejo de Seguridad no se ocupen en sus informes de otras 
conductas que en medio de los conflictos armados puedan afectar a los niños y las niñas 
o contribuyan a exacerbar cualquiera de las violaciones graves de las que se ocupa el 
MRM, como lo es, por ejemplo, el desplazamiento forzado20.  
                                               
 
20 Por ejemplo, en el informe periódico del Secretario General de 2014 sobre la situación de los niños y 
los conflictos armados, se denuncia el desplazamiento forzado de personas menores de 18 años en 
situaciones como las de la República Centroafricana, la República Democrática del Congo y Sudán del 
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Sin embargo, es preciso señalar que entre estas seis violaciones graves, el MRM inició 
con un fuerte énfasis en la prevención y protección respecto del reclutamiento y la 
utilización21 y con el paso de los años ha venido ocupándose un poco más de otras 
violaciones, como la violencia sexual y el asesinato. Considerando el propósito de este 
trabajo los capítulos siguientes se referirán especialmente al reclutamiento y a la utilización 
de niños y niñas. 
1.2.2 Partes y situaciones objeto de vigilancia 
Uno de los aspectos centrales del MRM y por el que ha sido considerado un hito, es 
precisamente por el hecho de que no sólo se ocupa de la supervisión a Estados sino a 
partes, grupos o fuerzas armadas que cometen de manera generalizada las seis 
violaciones graves que ha considerado. Efectivamente, el MRM se dirige a los grupos o 
fuerzas que cometen las infracciones objeto de vigilancia, tanto en Estados que se 
encuentran en la agenda del Consejo de Seguridad por amenazar la paz y la seguridad 
mundiales, como en otros Estados cuya situación pueda considerarse de atención del 
Grupo de Trabajo del Consejo de Seguridad. Estas partes, vienen siendo incluidas en los 
informes del Secretario General desde el año 2002 y a ellas se aplica el mecanismo de 
supervisión. 
 
Al respecto, es importante mencionar que el Consejo de Seguridad ha ido endureciendo 
su posición frente a estas partes, con miras a dotar de un efecto disuasivo mucho mayor a 
los listados. En efecto, en una Resolución relativamente reciente, 2068 (Consejo de 
Seguridad, 2012) además de reiterar su condena y llamamiento a los Estados para adoptar 
medidas eficaces, manifestó su disposición de endurecer su respuesta frente a las partes 
persistentes adoptando medidas selectivas y graduales. Al mismo tiempo que señaló, en 
relación con aquellas partes que han cesado tales prácticas, que los resultados de los 
avances alcanzados deben expresarse en su supresión de dichas listas. 
 
La primera vez que el Secretario General de Naciones Unidas presentó al Consejo de 
Seguridad un listado de las partes que serían responsables de una de estas violaciones, 
concretamente, de reclutamiento y utilización, lo hizo con fundamento en el mandato que 
para el efecto le otorgó el mismo Consejo, mediante la Resolución 1379 (Consejo de 
Seguridad, 2001). 
 
                                               
 
Sur, países en los que opera el Ejército de Resistencia del Señor, en Nigeria y en Colombia (Secretario 
General de Naciones Unidas, 2014). Adicionalmente, el Secretario General ha formulado 
recomendaciones concretas a los Estados para atender y proteger a los niños internamente desplazados, 
como lo hiciera en el informe periódico presentado en año 2010, en el que recordó a los Estados su 
responsabilidad de hacer frente al desplazamiento interno y proteger y asistir a las personas víctimas de 
desplazamiento, especialmente a los niños (Secretario General de Naciones Unidas, 2010). 
21 Sobre la atención preferente que el MRM le ha prestado al reclutamiento y a la utilización y sobre la 
necesidad de dar la misma importancia a todas las violaciones graves, se puede leer la recomendación 
formulada en el Informe de seguimiento para la educación para todos del año 2011 de la UNESCO 
(UNESCO, 2011) en el que se recomienda ampliar el Mecanismo de Supervisión y Presentación de 
Informes (MRM) “estableciendo un anexo diferente para cada una [de las violaciones] en el que se 
mencione a cada uno de los responsables de cada categoría” (UNESCO, pág. 220) 
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En efecto, en su tercer informe periódico (Secretario General de Naciones Unidas, 2002), 
el Secretario incluyó un primer listado de los grupos o fuerzas responsables de reclutar o 
utilizar personas menores de 18 años que operaban en Estados que se encontraban en la 
agenda del Consejo de Seguridad por ser constitutivas de una amenaza al mantenimiento 
de la paz y la seguridad internacionales. Los Estados incluidos fueron Afganistán, Burundi, 
Liberia, la República Democrática del Congo y Somalia. 
 
Un año más tarde, en el cuarto informe periódico del Secretario General (Secretario 
General de Naciones Unidas, 2003), apareció por primera vez un segundo anexo en el que 
se incluyeron las partes de Estados que sin ser figurar en el programa del Consejo de 
Seguridad eran consideradas “objeto de preocupación”.  
 
Los dos listados persisten hasta la actualidad y han sido considerados como “listados de 
la vergüenza”, en la medida en que visibilizan y exponen públicamente a los actores 
responsables de las violaciones de los derechos de los niños22. 
 
Aunque inicialmente, se incluían solo los responsables del reclutamiento y la utilización, 
resoluciones posteriores del Consejo de Seguridad han ampliado las facultades del 
Secretario General para que los anexos también tengan en cuenta a los responsables de 
otras de las violaciones de las que dice ocuparse el MRM. 
 
Así, luego del Octavo Informe periódico presentado por el Secretario General (Secretario 
General de Naciones Unidas, 2009), el Consejo de Seguridad profirió la Resolución 1882 
(Consejo de Seguridad, 2009), solicitándole que en los listados anexos a sus informes, 
incluyera además de las partes que reclutan o utilizan niños de conformidad con la 
Resolución 1379 (Consejo de Seguridad, 2001), a aquellas partes que practiquen 
habitualmente actos dirigidos a causar la muerte y la mutilación de niños, así como actos 
de violación y otros actos de violencia sexual.  
 
Dos años después, el Consejo de Seguridad, mediante la Resolución 1998 (Consejo de 
Seguridad, 2011) solicitó al Secretario General que en los anexos de sus informes 
incluyera además a aquellas partes que ejecuten ataques recurrentes contra escuelas u 
hospitales y ataques o amenazas de ataques recurrentes contra personas protegidas 
relacionadas con estos bienes protegidos. 
 
En ese sentido, en la actualidad, en los anexos al informe del Secretario General se 
incluyen las partes que cometen cuatro de las seis violaciones de las que se ocupa el 
MRM, cuales son el asesinato o la mutilación de niños, reclutamiento y utilización, ataques 
contra escuelas y hospitales y actos de violencia sexual. 
 
 
                                               
 
22 La misma Oficina de la Representante Especial del Secretario General, denomina así a estos listados 
en su página web en un acápite que titula “La práctica de citar por el nombre con el propósito de 
avergonzar” (Oficina de la Representante Especial del Secretario General). 
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1.2.3 Recopilación y examen de información 
El MRM opera principalmente en dos niveles, uno de recopilación de información y 
elaboración del informe dirigido al Grupo de Trabajo del Consejo de Seguridad y otro 
relativo al análisis que realiza el Grupo de Trabajo y a las consecuentes recomendaciones 
que adopta. 
 
El primer nivel del procedimiento que contempla el MRM está a su vez dividido en dos, el 
que corresponde a la recolección de información en terreno y el relativo a la elaboración 
propiamente dicha del informe específico que el Secretario General presenta a 
consideración del Consejo de Seguridad. 
 
El acopio de información veraz y fiable en el terreno sobre las violaciones cometidas contra 
los niños y las niñas corresponde a los equipos especiales de vigilancia y presentación de 
informes que deben conformarse en cada país, en el que operen grupos o fuerzas que 
hayan sido incluidos en los listados del Secretario General. De acuerdo con el quinto 
informe periódico del Secretario General (Secretario General de Naciones Unidas, 2005), 
estos equipos constituyen “el principal centro de acción” (párrafo 80) del MRM, son 
presididos por el Coordinador Residente de Naciones Unidas y/o el Representante de 
Unicef, según corresponda, y son conformados por los miembros de la red de protección 
de infancia local (ONG locales, agencias de Naciones Unidas y otros actores pertinentes). 
 
La información que estos equipos recolectan debe ser enviada al Coordinador Residente 
de las Naciones Unidas en el país que se trate, para que éste la remita luego a la Oficina 
del Representante Especial del Secretario General para la cuestión de los niños y los 
conflictos armados. Esta información no sólo alimenta los informes que el Secretario 
General presenta de manera detallada por cada situación en el marco de la aplicación del 
MRM, sino además, el aparte correspondiente a cada país que es incluido en el informe 
periódico que sobre la cuestión de los niños y los conflictos presenta el Secretario General. 
En efecto, a los equipos de vigilancia les corresponde preparar informes anuales sobre los 
países, informes mensuales sobre acontecimientos importantes e informes de alerta 
cuando la situación así lo precise (párrafo 87). 
 
La Oficina del Representante Especial del Secretario General coordina la preparación de 
los informes del mecanismo y preside el Equipo Especial para la cuestión de los niños y 
los conflictos armados integrado por las oficinas competentes de Naciones Unidas que es 
el órgano encargado de examinar la información enviada e integrarla en un informe que 
luego de ser revisado por su Representante Especial y el Secretario General, se convierte 
en el documento que finalmente es puesto en consideración del Grupo de Trabajo del 
Consejo de Seguridad. 
 
El Consejo de Seguridad se ha dividido, de acuerdo con diversos mandatos derivados 
entre otros instrumentos, de sus resoluciones, en varios grupos de trabajo (Consejo de 
Seguridad), entre estos, se encuentra precisamente el Grupo de Trabajo sobre los niños y 
los conflictos armados, cuyo origen se encuentra en la Resolución 1612 (párrafo resolutivo 
8). Se trata de un cuerpo político, compuesto por representantes gubernamentales, cuyo 
encargo es estudiar y dar seguimiento a los informes que sobre la implementación del 
MRM presente el Secretario General.  
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En ese sentido, el Grupo de Trabajo del Consejo de Seguridad una vez examina los 
informes que el Secretario General pone a su consideración, formula recomendaciones a 
los Estados y a las partes que cometen violaciones graves de los derechos de los niños; 
dirige solicitudes, cuando proceda, a otros órganos de la ONU para que tomen medidas 
que resulten pertinentes y puede, según corresponda tomar medidas directamente 
conforme la Carta de las Naciones Unidas (Naciones Unidas, 1945).  
 
  
 
2. De las jerarquías enmarañadas a la 
Resolución 1612 (2005)  
A continuación, siguiendo a François Ost y Michel van de Kerchove (Ost & Kerchove, 
2001), quienes desde su “Teoría dialéctica del derecho” acuden a la metáfora de la red 
para referirse al entramado de relaciones que implica el Derecho y, partiendo de la base 
de la existencia, al que se refiere Castro Novoa (Castro Novoa, 2014) de una 
fragmentación del derecho internacional y especialmente del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, este capítulo pretende responder la pregunta por el lugar que ocupa 
el MRM en el sistema de fuentes del derecho internacional, es decir, su jerarquía y el 
compromiso y obligatoriedad de los instrumentos jurídicos que le dieron vida, esto es, su 
carácter o no vinculante para los Estados y específicamente para Colombia. 
2.1 De la fragmentación a las jerarquías enmarañadas 
El derecho internacional y, especialmente el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, ha tenido un desarrollo vertiginoso desde mediados del siglo pasado que ha 
venido aumentando progresivamente bajo la reivindicación de diversos derechos e 
interpretaciones de los hasta ahora reconocidos en los instrumentos internacionales. Esto 
ha generado adicionalmente, sobre todo respecto de algunos de estos derechos o de los 
grupos poblaciones acreedores de tales, que no siempre sea fácil delimitarlo frente a otros 
sistemas o explicar las relaciones que sostiene con ellos, como por ejemplo con el Derecho 
Internacional Humanitario y el Derecho Penal Internacional. El reclutamiento y la utilización 
de niños soldados y el tratamiento del Consejo de Seguridad a este asunto es un ejemplo 
patente.  
 
Intentar explicar el lugar que ocupa la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) en 
el sistema de fuentes del derecho internacional, o es más adscribirla como parte del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos no resulta una tarea fácil y ubicar este 
lugar resulta un punto de partida para determinar, si es que ello es posible, no solo su 
jerarquía, sino también su grado de obligatoriedad. 
2.1.1 Fragmentación del Derecho Internacional 
En el año 2002, la Comisión de Derecho Internacional de Naciones Unidas decidió incluir 
el tema "Riesgos resultantes de la fragmentación del derecho internacional" en su 
programa de trabajo y estableció un Grupo de Estudio que se ocupara de las dificultades 
derivadas de la diversificación y expansión del derecho internacional, expansión ésta 
debida, entre otras razones, a los cambios que ha tenido el Estado-Nación, al fenómeno 
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de la globalización y por supuesto al relieve que se le ha dado a los derechos humanos y 
a la multiplicidad de sistemas de protección, órganos e instrumentos que ha generado. 
 
En efecto, como lo señala Onuma Yasuaki (Onuma, 2006), los dos elementos que resultan 
indispensables para caracterizar el orden jurídico global, la legitimidad y el poder están 
intimamente ligados con los derechos humanos, pues, en este ámbito, éstos y su respeto 
y garantía se han constituido en un elemento fundamental para legitimar el poder (Onuma, 
1997). Así, como lo señala Jean D’Aspremont (D’Aspremont, 2008-2009) son la forma en 
que la comunidad internacional ha buscado regular su ejercicio lo que, por lo demás, ha 
dado cabida a una serie de instituciones y documentos que de alguna manera dan la idea 
de un cierto caos de instrumentos usados al arbitrio de diferentes actores, dependiendo de 
muchos intereses. El Consejo de Seguridad como parte de este orden jurídico global, como 
lo veíamos al referirnos a los antecedentes remotos del MRM, pese a no ser un órgano de 
derechos humanos, ha venido incorporando, luego de la finalización de la guerra fría, un 
discurso y una serie de medidas alrededor de los derechos humanos. 
 
En ese escenario, como lo describre Castro Novoa la fragmentación del derecho 
corresponde entonces a “la proliferación de una multiplicidad y diversidad de normas e 
instituciones que han generado incertidumbre sobre la forma en que se debe proceder en 
el derecho internacional como sistema, ante la presencia de eventuales tensiones o 
contradicciones” (Castro Novoa, pág. 37), la que se ve exacerbada por la ausencia de un 
legislador internacional único y por supuesto de un órgano de cierre que intente darle lógica 
en cuanto sistema.  
 
Pero, el fenómeno va mucho más allá, pues incluye “parámetros normativos” que “dadas 
sus carácterísticas de creación, no son suceptibles de ser catalogados dentro de las 
fuentes clásicas descritas en el artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de 
Justicia”, bien por su grado de obligatoriedad o bien por las competencias en virtud de las 
cuales serían formulados, como sería el caso de los instrumentos del soft law, o la noción 
de soft power, sobre la cual nos detendremos más adelante para referinos al Consejo de 
Seguridad. De lo anterior se colige que esta fragmentación no sólo incluiría diversidad de 
normas sino de jerarquías tanto de los instrumentos, como de las instituciones que los 
producen y si ello es así, las relaciones entre unas y otras no parecen poder explicarse 
facilmente. 
2.1.2 Las jerarquías enmarañadas del Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos 
Claro, la noción de fragmentación del derecho internacional y, por contera del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos nos muestra la fotografía del caos pero no explica 
necesariamente cómo darle coherencia o más allá de eso, si es posible atribuirsela. 
Evidentemente la idea de una representación jerárquica y lineal se revela insuficiente. Para 
ello, François Ost y Michel van de Kerchove (Ost & Kerchove, 2001) acuden al paradigma 
de la complejidad retomando a Henri Atlan, según el cual, la complejidad es “un desorden 
aparente en el que razonablemente se puede suponer un orden oculto”. 
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De acuerdo con Hans Kelsen (Kelsen, 2009) el ordenamiento jurídico puede explicarse 
como un sistema jerárquico y escalonado, cuya representación gráfica es una pirámide en 
la que la validez de toda norma depende de una norma superior y en el que las relaciones 
son igualmente escalonadas y lineales. La fragmentación del derecho internacional prima 
facie se enfrenta a esta concepción de manera que resulta preciso acudir a otra 
explicación, pues, por lo demás, como lo señalabamos, no sólo se trata de la multiplicidad 
de órganos e instrumentos, sino de la diversidad de relaciones que pueden establecerse 
entre unos y otros, en tanto, no se trata de relaciones reciprocas o de control sino de 
relaciones paradójicas que François Ost y Michel van de Kerchove desarrollan alrededor 
de la idea del “rizo extraño” definido como la “interacción entre niveles en la que el nivel 
superior vuelve a descender hacia el nivel inferior e influye sobre él, siendo a la vez él 
mismos determinado por el nivel inferior” (Ost & Kerchove, pág. 135). 
 
En esa perspectiva, el derecho internacional se representaría como una red compuesta a 
su vez por varias redes que se interrelacionan mediante “rizos estraños”. El sistema 
internacional constituye entonces un sistema complejo constituido por varios subsistemas 
que se relacionan entre sí tanto con las partes como con el todo, caracterizado por la 
fragmentación de normas de diferentes jerarquías y de órganos de jerarquías distintas 
también dependiendo del ámbito de sus mandatos y de la manera como se relacionan  
intra e intersistemicamente con otros órganos,  y con diferentes categorías de Estados. 
Este útlimo punto hace referencia, en el caso del MRM a la diferenciación existente entre 
la relación del Consejo con países que se encuentran en su agennda respecto de aquellos 
con los países que, como Colombia, son materia de preocupación sin estar en dicha 
agenda. 
 
Este punto de partida facilita entender cómo y por qué el Consejo de Seguridad, haciendo 
parte de esa red de jerarquías enmarañadas ocupa un lugar respecto del mantenimiento 
de la paz mundial que resulta ser el papel tradicional que se le ha asignado y otro en 
relación con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario que usualmente no es identificado en los manuales ni en la práctica misma 
del Consejo; trayendo consigo aporías, como la de ocuparse de conductas cometidas en 
conflictos armados, sin preocuparse por una definición de conflicto, o lo que es más, 
rechazando cualquier intento por tenerla o el hecho de ocuparse del reclutamiento y la 
utilización de niños, tomando partido por el límite de edad consagrado en el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y no en el Derecho Internacional Humanitario que 
es la lex specialis, que retoma el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. 
2.2 El soft power y el soft law 
En este escenario de fragmentación cuyo desorden aparente intenta ser salvado con la 
idea de las jerarquías enmarañadas y de los rizos extraños, se encuentra el Consejo de 
Seguridad. Un órgano encargado del mantenimiento de la paz y la seguridad mundial que 
no es identificado usualmente en los manuales como garante de la protección de los 
Derechos Humanos ni mucho menos como guardián del Derecho Internacional 
Humanitario, al cual se le han atribuido dos tipos de funciones, en virtud de las cuales 
emitiría tanto instrumentos vinculantes como documentos de recomendación o de llamado 
a los Estados que no tendrían la misma categoría. Es decir, a un mismo órgano, se le ha 
atribuido, en virtud de un tratado internacional, dos facultades distintas que engendran dos 
tipos de compromisos igualmente diversos. 
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Aunado a lo anterior, al revisar las diversas normas que contemplan la prohibición del 
reclutamiento y utilización de la niñez en conflictos armados, es claro que no puede 
ubicarse al Consejo de Seguridad jerárquicamente ni por encima ni por debajo de la 
voluntad de los Estados plasmada en la Convención de los Derechos del Niño o en su 
Protocolo facultativo relativo a la participación de niños en los conflictos armados (Comité 
de los Derechos del Niño, 2009)  o incluso del Comité de los Derechos del Niño, 
mecanismo convencional creado con la expresa finalidad de dar seguimiento a la 
Convención y a sus Protocolos y lo propio por supuesto, ocurre con las resoluciones que 
emite el Consejo.  
 
Ante esta aparente confusión, la división entre las nociones de soft y hard power para 
referirse a las facultades del Consejo de Seguridad permite desenmarañar la naturaleza 
de las funciones que dieron origen al MRM y por lo tanto el carácter no vinculante de la 
Resolución 1612 y, en consecuencia, de los Planes de Acción como herramienta 
concebida en el desarrollo de la aplicación de este Mecanismo. 
2.2.1 El soft power del Consejo de Seguridad 
 
 Atribuciones del Consejo de Seguridad 
 
El Consejo de Seguridad tiene dos tipos de atribuciones, dependiendo de que las mismas 
dimanen del Capítulo VI o del Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas (Naciones 
Unidas, 1945). 
 
En virtud del Capítulo VII “Acción en caso de amenazas a la paz, quebrantamientos de la 
paz o actos de agresión” (artículos 39 a 51), se le han asignado al Consejo, entre otras 
funciones, la responsabilidad del mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales. 
En ese sentido, las decisiones que se tomen en virtud de este capítulo son obligatorias 
para los Estados Miembros de las Naciones Unidas, quienes han asumido el compromiso 
de “aceptar y cumplir las decisiones del Consejo” (artículo 25). Éste es el único órgano de 
la Organización de las Naciones Unidas –ONU– que tiene esta atribución. 
 
El Consejo tiene el poder de tomar medidas para hacer cumplir sus decisiones (artículos 
40 y ss.) como la imposición de embargos o sanciones económicas, o autorizar el uso de 
la fuerza. El Consejo igualmente, tiene la facultad de establecer tribunales penales 
internacionales para enjuiciar a personas acusadas de violaciones graves del derecho 
humanitario como el caso del Tribunal Internacional para la antigua Yugoslavia.  
 
El Capítulo VI (artículos 33 a 38) alude, en cambio, al arreglo pacífico de controversias, 
conforme el cual el Consejo de Seguridad puede investigar cualquier situación de 
violaciones masivas de derechos humanos que afecte la paz y la seguridad 
internacionales, instar o proferir recomendaciones a las partes responsables con miras a 
alcanzar soluciones pacíficas y adoptar medidas no coactivas de mantenimiento de la paz 
(prevención de conflictos armados o de su perpetuación).  
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Este, pese a no ser considerado por antonomasia un mecanismo efectivo para alcanzar el 
respeto y garantía de los derechos humanos es el fundamento jurídico para la adopción 
del MRM23.  
 
La Carta de las Naciones Unidas (Naciones Unidas, 1945) reafirma la fe de los Estados 
“en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona 
humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones grandes y 
pequeñas”, lo que ha llevado a autores como Villán Durán, a afirmar que la Carta reconoce 
una “estrecha interdependencia (…) entre la paz, el desarrollo y el respeto a los derechos 
humanos, como ámbitos sobre los que debe gravitar la cooperación internacional de 
manera armoniosa, para conseguir el Propósito principal de la Carta, esto es, el 
mantenimiento de la Paz y la seguridad internacionales” (Villán Durán, págs. 601-602). Lo 
que significaría, bajo la idea gráfica del sistema de jerarquías enmarañadas, que todos los 
órganos de las Naciones Unidas incluso aquellos que no han sido creados de manera 
especializada para la protección de algún derecho o población vulnerable, tendrían un 
mandato en materia de derechos humanos. 
 
Villán Durán (2002, págs. 829-843) es partidario de tal aseveración, por lo que refiere la 
práctica desarrollada por el Consejo de Seguridad en materia de derechos humanos, en 
virtud del Capítulo VI de la Carta (Naciones Unidas, 1945), la cual divide en cuatro 
categorías: (i) protección de los derechos humanos referentes a individuos en particular, 
(ii) supervisión de procesos electorales o del ejercicio del derecho de los pueblos a la libre 
determinación, (iii) misiones de verificación en materia de derechos humanos y (iv) 
investigación de ciertas violaciones de derechos humanos y del Derecho Internacional 
Humanitario. 
 
En relación con la protección de individuos en particular, que se encuentren en un territorio 
especifico o compartan características que pueden hacerlos vulnerables a cierto tipo de 
violaciones en su contra, pueden citarse varios ejemplos de resoluciones o declaraciones 
presidenciales emitidas por el Consejo de Seguridad, como la Resolución 1286 (Consejo 
de Seguridad, 2000) que condenó los actos de barbarie cometidos en Burundi, citada por 
Villán Durán (2002, pág. 831), la Resolución 1325 (Consejo de Seguridad, 2000) sobre 
mujer, paz y seguridad y, por supuesto, las Resoluciones sobre la cuestión de los niños y 
los conflictos a las que nos hemos referido en los antecedentes remotos y próximos del 
MRM.  
 
Sin embargo, si se revisan los antecedentes que existen en relación con pronunciamientos 
del Consejo de Seguridad dirigidos a proteger o a llamar la atención respecto de un grupo 
de individuos en particular que por alguna razón se considera en estado de vulnerabilidad, 
es posible encontrar que a diferencia de lo que ocurrió con los niños y las niñas, en los 
demás pronunciamientos, el Consejo no ha creado mecanismos de seguimiento que le 
permitan monitorear a diversas situaciones cuyo referente común sean precisamente las 
vulneraciones a dicho grupo de personas o ha tomado algún tiempo para crear una medida 
semejante.  
                                               
 
23 Debe considerarse además que al Consejo de Seguridad sólo acuden los Estados y no los 
individuos o las organizaciones de la sociedad civil –ONG–como sí lo permiten los mecanismos 
internacionales de protección de los derechos humanos. 
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En efecto, si se revisa la Resolución 1325 (Consejo de Seguridad, 2000) no se encuentra 
un mecanismo similar sino hasta finales del año 2010 cuando fue aprobada la Resolución  
1960 (Consejo de Seguridad, 2010) que toma el MRM de la Resolución 1612 (Consejo de 
Seguridad, 2000) y lo adapta para monitorear las partes en los conflictos armados que 
cometan actos de violación y otras formas de violencia sexual contra la mujer24. 
 
Así las cosas, el MRM implica un paso adelante en la práctica del Consejo de Seguridad 
que va más allá de condenar las vulneraciones de los derechos de los niños y las niñas en 
los conflictos armados e instar in genere a los Estados para remediarlas hacia una forma 
de hacer seguimiento una a una, a las situaciones (Estados) y partes (grupos o fuerzas) 
que han venido apareciendo en los informes del Secretario General por ser responsables 
de dichas vulneraciones. En ese sentido, tomando como base las categorías a las que se 
refiere Villán Durán, podría afirmarse que el MRM además de representar un llamamiento 
por la protección de los derechos de los niños y las niñas, incluye una suerte de misión de 
verificación de dicha protección. Esta última parte adquirirá mayor sentido cuando 
revisemos la manera en la que opera el mecanismo y los órganos que contempla. 
 
 El Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Consejo de Seguridad 
 
Por mucho tiempo los derechos humanos fueron considerados un asunto interno de los 
Estados fuera de la esfera del Consejo de Seguridad. Así, pese a que como lo señala Villán 
Durán (Villán Durán, 2002), el Consejo de Seguridad virtualmente podía desarrollar un 
mandato en relación con los derechos humanos, esto solo fue posible al finalizar la guerra 
fría, con el desarrollo de lo que Weiss (Weiss, 2004) denomina el impulso humanitario del 
Consejo, a partir del cual comenzó la incorporación gradual de los derechos humanos en 
su trabajo bajo la idea de que la paz y la seguridad no podían desligarse del respeto y 
protección de los derechos humanos.  
 
Del Consejo de Seguridad entonces ha venido emergiendo una fuerte relación explicada 
en un rizo extraño con los derechos humanos25 bajo la idea de que la protección y en 
ocasiones la prevención de algunas violaciones, tiene efectos directos en el mantenimiento 
de la paz. Esta relación y el papel creciente del Consejo en la protección de algunos 
derechos humanos ha sido desarrollada tanto en virtud del Capítulo VII26 como del Capítulo 
                                               
 
24 Varias fueron las demandas para que se hiciera un seguimiento concreto de cumplimiento a la 
Resolución 1325. Sobre el particular puede revisarse el análisis realizado en el caso colombiano por la 
Corporación Humanas (Corporación Humanas - Centro Regional de Derechos Humanos y Justicia de 
Género, 2010), que recomienda entre otras cosas “incidir para que desde el Consejo de Seguridad de 
Naciones Unidas se emita una resolución que pueda generar un mecanismo de seguimiento a la 
Resolución 1325” (pág. 12).  
25 En The United Nations Security Council in the Age of Human Rights, Stagno Ugarte y Genser, entre 
otros autores, hacen una revisión detallada de la evolución del Consejo de Seguridad frente a los 
derechos humanos concluyendo que en el posicionamiento de lo que denominan la “era de los derechos 
humanos” el Consejo de Seguridad tendrá un papel cada vez más predominante (Stagno Ugarte, y otros, 
2014).  
26 Para profundizar sobre la manera en que este impulso humanitario se ha visto reflejado en las 
medidas adoptadas por el Consejo de Seguridad en virtud del Capítulo VII de la Carta de Naciones 
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VI de la Carta de Naciones Unidas (Naciones Unidas, 1945). Sin embargo, atendiendo que 
la situación de los niños y los conflictos armados ha sido abordada por el Consejo desde 
la perspectiva del Capítulo VI, que representa una dimensión de lo que podría catalogarse 
como el “soft power” del Consejo, este trabajo se ocupará de esta dimensión para efectos 
de explicar el lugar de la resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) y del MRM en el 
sistema de fuentes del derecho internacional.  
 
Al hablar de soft y hard power, es indispensable referirse a la definición que sobre “soft 
power” construyó Joseph Nye (Nye Jr., 2005), retomada por Happold (Happold, 2012) al 
caracterizar al MRM y en The Security as Global Legislator (Popovski, y otros, 2014) como 
punto de partida para aludir a varias medidas, entre ellas la Resolución 1612 (Consejo de 
Seguridad, 2005) adoptadas por el Consejo fuera de las competencias contenidas en el 
Capítulo VII de la Carta (Naciones Unidas, 1945). 
 
De acuerdo con Nye, citado por Happold (págs. 370-371), es usual asociar el poder con 
las medidas coactivas, cuyo cumplimiento es imperativo, no así, con otros ejercicios 
dirigidos a atraer la voluntad y el compromiso del otro sin que medie la coacción. Sostiene 
Nye, cuya interpretación puede aplicarse fácilmente al Consejo de Seguridad, lo siguiente: 
 
Everyone is familiar with hard power. We know that military and economic 
might often get others to change their positions. Hard power can rest on 
inducements (“carrots”) or threats (“sticks”). But sometimes you can get the 
outcomes you want without tangible threats or payoffs. ... A country may 
obtain the outcomes it wants in world politics because other countries – 
admiring its values, emulating its example, aspiring to its level of prosperity 
and openness – want to follow it. In this sense, it is also important to set the 
agenda and attract others in world politics, and not only to force them to 
change by threatening military force or economic sanctions. This soft power 
– getting others to want the outcomes that you want – co-opts people rather 
than coerces them (Happold, págs. 370-371). 
 
Así, el “soft power” se contrapone al poder coercitivo o “hard power”. Este último, por 
definición es ejercido de manera unilateral e impuesta sobre los Estados, quienes en virtud 
de la Carta de Naciones Unidas se han sometido a dicho régimen. El ejercicio del Consejo 
de Seguridad históricamente ha sido identificado con este tipo de medidas de carácter 
imperativo contempladas en el Capítulo VII de la Carta (Naciones Unidas, 1945). Sin 
embargo, esta no es la única forma que ha encontrado el Consejo de Seguridad para lograr 
el objetivo de unificar un marco normativo que permita el mantenimiento de la paz según 
su encargo. 
 
El MRM es sin duda, una muestra de cómo una medida concertada con los Estados por 
fuera de los mecanismos tradicionales asociados al sistema que representaría el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, ha logrado tal nivel de incidencia que en la 
actualidad puede considerarse como el único mecanismo de vigilancia que no sólo se 
dirige a verificar que los Estados cumplan las obligaciones internacionales contempladas 
en los convenios y tratados aplicables, sino a entidades no estatales como los grupos 
                                               
 
Unidas se pueden revisar los antecedentes que incluyen Weiss (Weiss, 2004) y Weschler 
(Weschler, 2004), alusivos en su mayoría a situaciones de países. 
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armados organizados, respecto de quienes el marco jurídico no es tan claro o por lo menos 
no automáticamente aplicable (Happold, pág. 374). 
 
No obstante lo anterior, el MRM no resulta aplicable de igual manera a los Estados, puesto 
que pese a ser expresión del soft power del Consejo de Seguridad, su relación es distinta 
dependiendo de la categoría de Estado a la que se aplique (depende de si el Estado está 
o no incluido en la agenda del Consejo de Seguridad), esto es, hay diferentes niveles de 
rizos extraños dependiendo del destinatario del Mecanismo. 
 
En esa perspectiva, cuando el MRM se aplica a países que están incluidos en la agenda 
del Consejo de Seguridad, la voluntad de los Estados para ser objeto de monitoreo no 
representa un factor predominante y, podría decirse que por derecho propio, precisamente 
en virtud del “hard power” que el Capítulo VII le otorga, podría tomar medidas coercitivas 
dirigidas a detener violaciones como el reclutamiento y la utilización. Sin embargo, solo 
hay dos antecedentes, de todas las partes listadas en los informes del Secretario General, 
en las que el Consejo haya adoptado algún tipo de medidas directas. En los demás casos, 
ha acudido a exhortación a la suscripción de compromisos como los planes de acción para 
lograr el compromiso y la voluntad de las partes listadas, bajo la recompensa de su 
eliminación de los Anexos al Informe del Secretario General. 
 
En efecto, solo respecto de Costa de Marfil (situación, retirada del Anexo I) y de Congo, 
cuyas fuerzas armadas suscribieron un plan de acción en 2012 (Tabla 4-4), el Consejo de 
Seguridad ha adoptado resoluciones específicas dirigidas a señalar a los responsables del 
reclutamiento de niños (Happold, pág. 369).  Luego, el Consejo podría ejercer su “hard 
power” en contra de aquellas situaciones incluidas en su agenda y, por lo tanto, en el Anexo 
I, lo que implica otro nivel de relación con esas situaciones.  
 
En tanto que respecto de aquellos países que como Colombia están en el Anexo II dicho 
ejercicio no sería posible mientras continúen por fuera de la agenda del Consejo pues, ese 
tipo de sanciones solo podrían usarse, conforme la Carta de Naciones Unidas (Naciones 
Unidas, 1945), para mantener o restaurar la paz y la seguridad internacionales (artículo 
39), adicionalmente, el consentimiento y la voluntad de los Estados es indispensable, en 
el caso del Anexo II para la implementación del MRM27, esta es una diferencia significativa 
resultado del origen del Mecanismo (órgano y facultad) como de su característica de soft 
law como lo veremos más adelante, a lo que viene a sumarse su naturaleza no adversarial 
y no coercitiva. 
 
Esta relación sin embargo y como parte de un sistema con jerarquías enmarañadas no fue 
pacífica en el inicio de la aplicación del MRM. En efecto, una vez fue aprobada la 
Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) se dio inicio a la implementación del MRM 
respecto de los países que para ese momento fueron incluidos en el Anexo I del Informe 
del Secretario General (Secretario General de Naciones Unidas, 2005), esto es, aquellos 
países que se encontraban en la agenda del Consejo de Seguridad y una vez terminada 
esa fase, se iniciaría la implementación en los países que se encontraban en el Anexo II. 
                                               
 
27 Esta es la razón por la cual en el punto 3.2 de este trabajo nos referimos a la aceptación voluntaria 
del MRM por Colombia, como punto de partida para el inicio de su aplicación respecto de la situación 
colombiana. 
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Para ese momento, doce países hacían parte del listado del Secretario General, seis por 
cada anexo (Secretario General de Naciones Unidas, 2005). Del Anexo I hacían parte 
Burundi, Costa De Marfil, República Democrática del Congo, Sudán, Somalia y Myanmar 
y del Anexo II, Chad, Filipinas, Uganda, Nepal, Sri Lanka y Colombia, este último el único 
de América que ha sido incluido en estos listados. 
 
Para julio de 2006, con el propósito de dinamizar la implementación del MRM de manera 
que se aplicara de manera simultánea a los países y partes que se encontraban en los dos 
Anexos, Francia, que por ese entonces presidía el Grupo de Trabajo del Consejo de 
Seguridad, citó a un debate sobre la situación de los niños en los conflictos armados. 
Durante dicho debate, la Representación Permanente de Colombia ante las Naciones 
Unidas en la ciudad de Nueva York manifestó: 
 
Felicitamos al Consejo por la implementación de la resolución 1612 (2005), 
que ha empezado a mostrar los primeros resultados. Colombia como país 
afectado, reitera su voluntad de colaboración y le da la bienvenida al 
mecanismo de supervisión cuando éste le corresponda a los países del 
anexo II, una vez que se haya realizado el ejercicio en los países 
programados por el Consejo (anexo I), acompañado por la revisión 
independiente estipulada en la resolución (Consejo de Seguridad, 2006). 
 
Colombia insistió en su posición. Sin embargo, resultado de esa relación de rizos extraños 
con y desde los Estados, para diciembre de 2006, tanto los países del Anexo II como los 
del Anexo I habían aceptado la implementación del MRM y para ese momento, el 
Secretario General ya había puesto a consideración del Consejo de Seguridad cuatro de 
los seis informes que correspondería al Anexo I (Burundi, Costa de Marfil, República 
Democrática del Congo y Sudán) y dos de los contenidos en el Anexo II (Nepal y Sri Lanka), 
pero a esto nos referiremos en el siguiente capítulo. 
 
Lo anterior evidencia el papel del Consejo de Seguridad en la creación, implementación y 
seguimiento de este Mecanismo y como la única manera de tratar de explicar el lugar que 
ocupa en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, es partiendo de la idea de 
un sistema de red con relaciones complejas. En el fondo, como señala Happold (Happold, 
2012), el MRM más que un sistema de sanción internacional que imponga medidas que 
deban ser automáticamente asumidas por los Estados, constituye un “non-compliance 
mechanism” dirigido a obtener el compromiso de las partes, sean o no estatales, para evitar 
las violaciones a las que hace referencial el MRM, con especial énfasis en el reclutamiento 
y la utilización.  
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2.2.2 El MRM y su lugar en el sistema de fuentes del Derecho 
Internacional 
Tradicionalmente se identifica al artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de 
Justicia como la referencia básica de las distintas fuentes del derecho internacional. El 
numeral 1 del artículo 38 señala lo siguiente: 
 
 
1. La Corte, cuya función es decidir conforme al derecho internacional las 
controversias que le sean sometidas, deberá aplicar: 
 
 
 
a. las convenciones internacionales, sean generales o particulares, que 
establecen reglas expresamente reconocidas por los Estados litigantes; 
 
 
 
b. la costumbre internacional como prueba de una práctica generalmente 
aceptada como derecho; 
 
 
 
c. los principios generales de derecho reconocidos por las naciones 
civilizadas; 
 
 
 
d. las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor 
competencia de las distintas naciones, como medio auxiliar para la 
determinación de las reglas de derecho, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
Artículo 59. 
 
 
Sin embargo, existen instrumentos que han sido generados en el marco de la 
fragmentación del derecho internacional que no son susceptibles de ser encuadrados en 
las categorías incluidas allí. Son estos instrumentos a los que puede denominarse como 
soft law. 
 
No resulta sencillo, sin embargo, precisar el significado de la expresión soft law. Este 
término es usualmente empleado para describir principios, reglas, estándares o directrices 
que carecen de efecto vinculante aunque no dejan por ello de producir determinados 
efectos jurídicos como sería el caso de la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005). 
En efecto este fenómeno se refiere una amplia gama de instrumentos internacionales como 
declaraciones y resoluciones de organizaciones internacionales, recomendaciones e 
informes adoptados por organismos internacionales y programas de acción, entre otros. 
 
Con todo, no todos estos instrumentos resultan en principio documentos de soft law, por 
lo que para determinar si el entramado de resoluciones y decisiones que da vida al MRM; 
pertenecen a esta gama de instrumentos, partiremos de las características que les atribuye 
Castro Novoa (Castro Novoa, págs. 97-98) según las cuales los instrumentos de soft law 
“son aquellos que: (i) no reúnan las condiciones estructurales en sus procesos de 
formación y contenido para ser considerados como una de las fuentes descritas en el 
artículo 38 del E-CIJ; (ii) han sido proferidos por organismos internacionales (…); y por 
último, (iii) que tienen relevancia jurídica, que se representa en una clara e inequívoca 
vocación axiológica o normativa general”. 
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En primer lugar, la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) y las resoluciones 
posteriores que ha proferido el Consejo de Seguridad en virtud del soft power que le asigna 
el Capítulo VI de la Carta de Naciones Unidas no reúnen las condiciones para ser 
catalogadas como uno de los instrumentos a los que se refiere el artículo 38 del Estatuto 
de la Corte Internacional de Justicia. En efecto, no se trata de tratados o convenciones 
internacionales en las que converja la voluntad de los Estados en aras de adquirir 
compromisos y obligaciones. Tampoco hacen parte de la costumbre internacional que, 
conforme el artículo 53 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados se 
refiere a “una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en 
su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que solo puede ser 
modificada por una norma ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo 
carácter” y mucho menos se trata de decisiones judiciales o de doctrinas que sirvan de 
medio auxiliar a las reglas de derecho. 
 
Encontrado lo anterior, es preciso continuar con el análisis relativo al órgano productor que 
no presenta mayor dificultad en este caso. Como se revisaba supra, el Consejo de 
Seguridad es efectivamente un órgano internacional que hace parte del Sistema de 
Naciones Unidas y que fue creado con funciones específicas en virtud de la Carta de 
Naciones Unidas.  
 
Quedaría entonces el último de los requisitos que no puede predicarse en todos los casos, 
según el cual los documentos deben tener una vocación normativa y cierto grado de 
relevancia jurídica. Sobre el particular el MRM y todo el engranaje creado alrededor del 
mismo, con el establecimiento de estructuras de recolección de información con 
responsabilidades claras, características y elementos de dicha información, delimitación 
del objeto de análisis, la definición e individualización de sujetos pasivos de las reglas 
establecidas (Anexos al informe del Secretario General), demuestran claramente dicha 
vocación. Por lo demás, el MRM intenta ampliar el contenido del derecho de los niños a 
ser protegidos pero lo restringe respecto de seis violaciones específicas y adicionalmente 
dirige su acción a destinatarios directos ubicados en espacios geográficos concretos, 
generando consecuencias jurídicas y estableciendo relaciones de rizos extraños con otros 
instrumentos y órganos de derechos humanos a quienes en principio, se creería 
especializados en la protección de los derechos de los niños, abriendo campo para la 
generación de compromisos por parte de Estados e incluso de particulares (grupos 
armados). 
 
Así las cosas, es claro que el MRM hace parte de un entramado de normas de soft law 
proferidas en virtud de unas competencias específicas y restringidas del Consejo de 
Seguridad conocidas como soft power que además de no tener carácter vinculante, tienen 
consecuencias jurídicas distintas dependiendo del país al que se aplique (partes o no en 
la agenda del Consejo de Seguridad) 
 
En ese sentido, considerando tanto el poder de donde emana el Mecanismo, esto es el 
soft power como el lugar en el sistema de fuentes del derecho internacional del mismo 
como un instrumento de soft law, resulta claro además que las recomendaciones que 
adopta el Grupo de Trabajo del Consejo de Seguridad y que dirige tanto a los Estados 
como a las partes en conflicto, son efectivamente recomendaciones y no decisiones con 
carácter coercitivo que obliguen ciegamente su estricto cumplimiento.  
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Teniendo claro este escenario, pasaremos a estudiar entonces, porqué es relevante este  
Mecanismo en Colombia y si los Planes de Acción que éste contemplan resultan un 
imperativo para Colombia. 
 
 
 
  
 
 
3. Aplicación del MRM en Colombia 
3.1 Informes Periódicos del Secretario General sobre la 
cuestión de los niños y los conflictos armados 
Desde la Resolución 1261 (Consejo de Seguridad, 1999) que solicitó al Secretario General 
por primera vez un informe sobre la situación de los niños afectados por los conflictos 
armados hasta hoy, el Secretario ha presentado a consideración del Consejo de Seguridad 
y de la Asamblea General trece informes periódicos. En todos ellos, ha hecho referencia a 
la situación colombiana y a grupos armados que cometen violaciones de los derechos de 
los niños en el marco del conflicto armado que enfrenta el país. A continuación se hará 
referencia a cada uno de ellos, con el propósito de mostrar su evolución e ilustrar las 
razones por las cuales el MRM es aplicable en Colombia. 
 
 Primer Informe 
 
En su Primer Informe, el Secretario General (Secretario General de Naciones Unidas, 
2000)manifiesta que en los últimos dos años su Representante Especial ha trabajado con 
los equipos de la ONU en varios países, particularmente con los Coordinadores Residentes 
y los representantes de UNICEF, para lograr sistemáticamente que los dirigentes de 
grupos armados en particular en Burundi, Colombia, la República Democrática del Congo, 
Sierra leona, Sri Lanka y Sudán, se comprometan a no seleccionar como blanco a la 
población civil, a no impedir el acceso a la población en peligro en las zonas bajo su control, 
a no obstaculizar la distribución de suministros de socorro, a observar las cesaciones del 
fuego con fines humanitarios para llevar a cabo vacunaciones o proporcionar suministros 
de socorro, a no atacar escuelas ni hospitales, a no usar minas terrestres y a no reclutar a 
niños ni utilizarlos como soldados. 
 
Da cuenta además, de estudios especiales sobre niños desplazados en Sri Lanka y 
Colombia elaborados por la UNICEF y del compromiso de los gobiernos y de grupos 
amados de Burundi, Colombia, Sierra Leona y el Sudán de incluir los derechos y la 
protección de los niños en los programas de los procesos de paz en curso. En este primer 
informe, el Secretario General hace una división temática de acuerdo con las vulneraciones 
encontradas a los derechos de los niños, los países son mencionados indistintamente, sin 
que se detallen en cada uno las partes responsables o sin que se incluyan acápites 
específicos dirigidos a los territorios o a los grupos o fuerzas responsables. 
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 Segundo Informe 
 
Al año siguiente, en su Segundo Informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2001) 
el Secretario General consigna como dato positivo respecto de Colombia el aumento a 18 
años de la edad de incorporación en las fuerzas armadas y la desvinculación de una serie 
de soldados menores de esa edad que para ese momento hacían parte de la fuerza 
pública. En efecto, los artículos 13 de la Ley 418 de 1997 (Congreso de la República, 1997) 
y 2 de la Ley 548 de 1999 (Congreso de la República, 1999) prohíben el reclutamiento de 
personas menores de 18 años y la segunda de las leyes citadas eliminó incluso, la opción 
de que una persona menor de edad, de manera voluntaria y previamente autorizada por 
sus padres, cumpliese el servicio militar. 
 
Adicionalmente, en el aparte sobre desmovilización y reintegración destaca actividades de 
desvinculación de niños soldados en Colombia, la República Democrática del Congo, 
Sierra Leona, Sri Lanka y el Sudán.   
 
Este informe igual que el anterior, contempla una división temática en la que no se 
destacan los países y las partes que cometen violaciones sino que se aborda desde el 
punto de vista de las violaciones cometidas en contra de los niños y las niñas y las medidas 
existentes así como las recomendaciones sugeridas. 
 
 Tercer Informe 
 
En el Tercer Informe de 2002 (Secretario General de Naciones Unidas, 2002), figura por 
primera vez como Anexo una lista de países cuya situación se encuentra incluida en la 
Agenda del Consejo de Seguridad (Afganistán, Burundi, Congo, Liberia y Somalia) en 
donde las partes en conflictos armados reclutan o utilizan niños soldados. El Secretario 
General incluyó 23 partes que reclutaban y/o utilizaban niños en dichos territorios. 
 
Adicionalmente, señala que su Representante Especial ha conseguido importantes 
compromisos para asegurar la protección y el bienestar de los niños durante y después de 
los conflictos, así como el cumplimiento de las obligaciones emanadas del derecho 
internacional, en países como Colombia, la República Democrática del Congo, Ruanda, 
Sierra Leona, Sri Lanka, el Sudán y otros.  
 
En lo atinente a situaciones de conflicto que no figuran en el programa de trabajo del 
Consejo de Seguridad, el Secretario General se refirió a Colombia, Irlanda del Norte, la 
República de Chechenia, la Federación Rusa, Myanmar, Nepal, Filipinas, Sudán, Uganda 
y Sri Lanka. En el caso de Colombia, señaló que los grupos armados (FARC, ELN, 
Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), Autodefensas Unidas del Sur del Casanare 
(AUSC) y Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU)) continuaban con sus 
prácticas que se remontaban a varios decenios, de reclutamiento de niños y niñas para 
utilizarlos en combate (párrafo 41). 
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 Cuarto Informe 
 
En el Cuarto Informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2003) aparece por primera 
vez el Anexo II y con ello se institucionaliza la práctica, que persiste hasta hoy, de incluir 
dos Anexos. El Anexo I, que se refiere a los países cuya situación se encuentra en la 
Agenda del Consejo de Seguridad, agregó Costa de Marfil a Afganistán, Burundi, Congo, 
Liberia y Somalia que ya habían sido incluidos en el Informe anterior. En el Anexo II, relativo 
a otros países, cuya situación no forma parte del programa del Consejo de Seguridad, pero 
en los cuales existen conflictos armados en los que las partes reclutan o utilizan niños 
figuraron Rusia, Colombia, Myanmar, Nepal, Filipinas, Irlanda del Norte, Sri Lanka, Sudán 
y Uganda. 
 
Las partes que aparecen listadas en el caso de Colombia incluían a las AUC, las AUSC, 
la ACU, el ELN y las FARC además de las Autodefensas del Magdalena Medio (ACMM) y 
las Autodefensas del Meta. El ELN y las FARC han aparecido en este anexo desde 
entonces. 
 
Así mismo, bajo el subtítulo Asesinato y Mutilación de Niños, se registró que en Colombia, 
un número creciente de niños habitantes de calle, muchos de ellos desplazados, habían 
sido víctimas de asesinatos arbitrarios (párrafo 25). En cuanto al secuestro de niños, 
registró que en Colombia, el ELN y las FARC habían secuestrado a miles de niños para 
exigir rescates y como medio de aterrorizar a la población civil (párrafo 34).Sobre Minas 
terrestres, manifestó que en Colombia, alrededor del 40% de las víctimas de las minas 
antipersonal durante el período 1990-2003 fueron niños y niñas (párrafo 44). 
 
Como dato positivo, expresó que en Colombia, en diciembre de 2002, las AUC declararon 
una cesación del fuego unilateral y manifestaron que licenciarían a todos los niños menores 
de 18 años (párrafo 54). Continuó señalando que, a pesar de los avances, unos 7.000 
niños participarían en milicias urbanas, muchas de las cuales estarían asociadas con los 
grupos armados. El informe destacó igualmente, que las FARC, el ELN y las AUC 
continuaban reclutando o utilizando niños como soldados y que el miedo al reclutamiento 
había hecho que muchas familias abandonaran sus hogares en las zonas rurales (párrafo 
55). 
 
 Quinto Informe 
 
En el Quinto Informe de 2005 (Secretario General de Naciones Unidas, 2005), continúan 
figurando los Anexos I y II con ciertas modificaciones. En él se excluye Afganistán respecto 
del cual se señala que la utilización de niños soldados ha disminuido considerablemente y 
del II salen Rusia e Irlanda del Norte, respecto de los cuales no se evidencia disminución 
alguna del recurso a estas prácticas sino la ausencia de información fidedigna y la falta de 
compromiso de los grupos armados para cesarlas (párrafos 44 y 47). Aun así ambos 
países son excluidos del Anexo y no volverán a aparecer en el mismo. 
 
El Quinto informe modifica además el título del Anexo II al que ahora se denomina: “Lista 
de las partes que reclutan o utilizan niños en situaciones de conflicto armado que no figuran 
entre los temas de que se ocupa el Consejo de Seguridad o en otras situaciones que 
constituyen motivo de preocupación, teniendo presentes otras infracciones y abusos 
cometidos contra niños”. 
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El Informe aclaró como lo viene haciendo desde entonces, que en los anexos los países 
no figuran como tales y sólo se mencionan para ubicar el territorio o la situación en que las 
partes infractoras cometen las vulneraciones, y que el propósito de las listas es identificar 
a las partes en un conflicto que han cometido infracciones graves contra los niños y las 
niñas. 
 
El informe señaló que entre las medidas a adoptar, como consecuencia de lo evidenciado 
durante el período, podrían estar desde el llamamiento para que se cumplan los 
compromisos hasta la condena, llegando incluso a la aplicación de medidas específicas 
(sanciones).  
 
Como en los anteriores Informes del Secretario General, Colombia aparece mencionada, 
esta vez, en un aparte especial bajo el título “Evolución de la Situación en Colombia” 
(párrafos 36 a 38),pues el informe pasa de tener una división principalmente temática, a 
una división por países y/o situaciones, que se mantiene hasta el momento.  
 
En el aparte relativo a Colombia se registran algunos avances en la supresión del 
reclutamiento y la utilización de niños por parte de grupos armados ilegales. Igualmente, 
se hace referencia a la labor del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y de la 
Organización Internacional para la Migraciones (OIM), en favor de niños y niñas 
desvinculados de grupos armados al margen de la ley. Al mismo tiempo que se señala a 
los grupos armados de ser responsables del asesinato, mutilación, secuestro, 
reclutamiento, utilización y diversas formas de violencia sexual contra los niños y las niñas 
en todo el territorio nacional. Así mismo, se destaca la negativa de los grupos armado de 
limitar el uso de minas antipersonal y otras municiones y artefactos explosivos que 
continúan causando heridas y muerte a muchos niños y niñas. 
 
Entre los grupos armados que aparecen en el Anexo II que operarían en Colombia, a los 
mencionados en el anterior informe se suman las Autodefensas Campesinas del Sur del 
Cesar (ACSC), las Autodefensas de Puerto Boyacá (APB), las Autodefensas de 
Cundinamarca (AC) y los bloques Centauros, Norte, Mineros y Pacífico de las AUC. 
 
 Sexto Informe 
 
En el Sexto Informe de octubre de 2006 (Secretario General de Naciones Unidas, 2006), 
la situación de Colombia es analizada como lo ha sido hasta hoy, en un acápite 
independiente titulado “Evolución de la Situación en Colombia” (párrafos 81 a 85), en el 
que el Secretario General asevera que contaba con información según la cual, las FARC 
seguían reclutando a niños y niñas. En relación con el ELN, el Secretario destacó que no 
tenía información que diera cuenta de que ese grupo seguía acudiendo al reclutamiento 
aunque sí contaba con información de niños desvinculados de dicho grupo que habían 
huido o habían sido recuperados por las autoridades entre noviembre de 2005 y 
septiembre de 2006. Según el informe, al menos 56 niños desvinculados durante dicho 
término, afirmaron formar parte del ELN. 
 
El Secretario General expresó además, que el reclutamiento de niños por parte de las 
Autodefensas Campesinas del Casanare y el Bloque Cacique Pipintá, no vinculados al 
proceso de desmovilización, continuaba, y que las FARC, el ELN y otros grupos no 
Capítulo 3 39 
 
 
integrados al proceso de desmovilización seguían cometiendo actos de violencia sexual 
contra las niñas en el país. Como otro autor de diversas formas de violencia sexual se 
mencionó a la Fuerza Pública que pese a no ser incluida en el Anexo al Informe del 
Secretario General ha sido mencionada en varios informes por incurrir en esta grave 
violación.  
 
El informe recalcó igualmente que el 30% de las víctimas civiles de las minas y las 
municiones sin explotar son niños y que, pese a que el desplazamiento forzado disminuyó, 
el 40% de las personas que aún sufren por este fenómeno son niños y niñas (párrafo 84). 
 
Como datos positivos señaló la disminución del número de secuestros de niños, el éxito 
en la desmovilización de los grupos de autodefensa, pese a que expresó su preocupación 
por su reagrupación en “bandas delictivas” y, finalmente destacó que desde 1999 a junio 
de 2006, el ICBF, en ejecución de un programa, “cuya calidad ha ido mejorando 
progresivamente”, había atendido 2.916 niños y niñas desvinculados, 440 de ellos, desde 
noviembre de 2005 a septiembre de 2006 (párrafo 85).  
 
Entre las preocupaciones del Secretario General para el momento, se encuentra la 
inquietud por el bajo número de niños y niñas oficialmente entregados por las AUC desde 
finales de 2004 (300), mientras los demás niños atendidos se habrían desvinculado 
individualmente o habían sido capturados. El Secretario General partió de la preocupación 
expresada para ese momento por el Procurador General de la Nación quien planteó “que 
probablemente ese grupo armado ilegal ha liberado sólo a una parte de los niños en sus 
filas” (párrafo 85). 
 
Los Anexos I y II sufrieron algunos cambios. A las partes y países que venían figurando en 
el Anexo I se unió Myanmar que hasta el informe anterior, se encontraba junto con 
Colombia, entre los países que sin figurar en la agenda del Consejo de Seguridad, eran 
objeto de interés. Myanmar fue incluido en la agenda del Consejo de Seguridad en 
septiembre del año 2006 luego del deterioro en la situación de derechos humanos en el 
país en el que las violaciones se atribuían por igual a las fuerzas nacionales como a grupos 
no estatales. A los países del Anexo II se agrega Chad y sale Myanmar que, como se dijo, 
pasa al Anexo I. 
 
Las partes que son listadas por Colombia disminuyen considerablemente respecto de las 
que aparecían en el informe anterior como consecuencia del proceso de desmovilización 
de las AUC. En ese sentido aparecen en listado el ELN, las FARC y dos grupos que no 
habrían participado en el proceso de desmovilización: las Autodefensas Unidas del 
Casanare y el Frente Cacique Pipintá. 
 
 Séptimo Informe 
 
En el Séptimo Informe, presentado a finales del año 2007 (Secretario General de Naciones 
Unidas, 2007), el Secretario General asevera, entre otros asuntos, la estrecha relación 
existente entre el reclutamiento de niños y el desplazamiento y para soportar su afirmación, 
se refiere a la situación que se presenta en Colombia (párrafo 6) donde, de un lado, las 
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familias se desplazan por miedo al reclutamiento y del otro, la población desplazada es 
vulnerable a muchas violaciones, incluidas el reclutamiento y la utilización28. 
 
Destacó igualmente el hecho de que los niños y las niñas durante los conflictos son blanco 
de diversas formas de violencia sexual y de género y señaló su preocupación por el 
aumento de los ataques sistemáticos y deliberados contra estudiantes, maestros y centros 
escolares en todo el mundo. 
 
Al referirse a los casos de detención de niños por su vinculación con grupos armados, el 
Secretario señaló que dichos eventos se presentaban en países como Burundi, Colombia, 
la República Democrática del Congo, el Iraq, Israel y Filipinas (párrafo 9). 
 
Adicionalmente, en el ya tradicional acápite sobre Colombia (párrafos 113 a 120), destacó 
que el ICBF, ha puesto en práctica iniciativas programáticas para impedir el reclutamiento 
de niños y reintegrar a los niños a sus comunidades. De otra parte, refirió que tanto las 
FARC como el ELN siguen reclutando y utilizando niños. Adicionalmente señaló que las 
“fuerzas armadas del Gobierno han utilizado niños con fines de inteligencia, a pesar de la 
política oficial del Gobierno en contra de ello” (párrafo 115).  
 
El documento expresó además, su preocupación por las denuncias de violaciones y 
abusos cometidos contra niños por “nuevos grupos armados ilegales organizados”. 
 
Como aspecto positivo, el informe destacó los esfuerzos del Gobierno para lograr la 
desmovilización de los grupos de autodefensas. Sin embargo, con respecto a dicho 
proceso expresó su temor por los niños que no fueron entregados oficialmente por estos 
grupos. 
 
De los dos anexos el que experimenta más cambios es el Anexo I pues a los países que 
venían apareciendo se suman Afganistán que había salido en el año 2005, República 
Centroafricana y Nepal que pasa del Anexo II al entrar en la agenda del Consejo de 
Seguridad y sale Costa de Marfil. Por último, la situación de Sudán se divide en dos, Sudán 
meridional y Darfur. El Anexo II salvo por la salida de Nepal continua igual. 
 
Las partes que de acuerdo con el informe del Secretario General, cometían graves 
violaciones en contra de los niños y las niñas en Colombia, son los mismos que aparecen 
listados en el informe anterior. 
 
 Octavo Informe 
 
En su Octavo Informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2009) presentado a finales 
del mes de abril de 2009, el Secretario alude, entre otras materias, a la adopción por parte 
                                               
 
28 La Corte Constitucional colombiana en el año 2008 mediante el Auto 251 de 6 de octubre (Corte 
Constitucional, 2008), también señaló la relación de doble vía que tendrían estas vulneraciones, al 
apuntar que el reclutamiento no solo es causa de desplazamiento, sino que se trata de una “causa 
directa” y que además los niños en situación de desplazamiento se encontrarían en un grado de 
desprotección tal que serían a su vez vulnerables al reclutamiento y a la utilización por grupos armados 
al margen de la ley.   
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de Colombia de una política amplia para evitar el reclutamiento y la utilización de niños por 
grupos armados ilegales, que incluyó la creación de una Comisión Intersectorial de alto 
nivel29.Adicionalmente, menciona que ha recibido información sobre el reclutamiento y la 
utilización de niños por las FARC en diversos departamentos como Antioquia, Arauca, 
Caquetá, Cauca, Chocó, Guaviare, Nariño, Putumayo, Santander, Sucre, Valle del Cauca 
y Vaupés, y por el ELN en Arauca, Cauca, Nariño y Norte de Santander. Además, que en 
muchos casos, estos grupos han torturado o asesinado a los niños por haberse resistido 
al reclutamiento o por intentar escapar luego de ser reclutados (párrafos 108 a 118). El 
Informe, menciona nuevamente que “(e)l reclutamiento con frecuencia lleva a las 
poblaciones afectadas a desplazarse para evitar que sus niños sean reclutados” (párrafo 
110).  
 
En línea con el Informe anterior, se expresa preocupación por cuanto el reclutamiento es 
también una práctica habitual de las agrupaciones surgidas con ocasión de la 
desmovilización de los grupos de autodefensa y se reitera que miembros de la fuerza 
pública han utilizado niños para fines de inteligencia, a pesar de que esto contraviene la 
política del Gobierno. De igual manera, se hace mención a la existencia de casos de 
ejecuciones extrajudiciales y violencia sexual contra los niños. 
 
Este informe incluye un acápite en el que se refiere además, al avance en la suscripción 
de planes de acción en el que se destaca la firma de este tipo de acuerdos con las Milicias 
Armadas afiliadas al bando presidencial y las Fuerzas Armadas de las Forces Nouvelles 
(FAFN) de Costa de Marfil (razón por la cual Costa de Marfil no aparece en los anexos 
desde el informe anterior); con el Movimiento y Ejército de Liberación del Pueblo Sudanés 
(SLA/M) (Minawi), con la Facción Karuna de Sri Lanka y con las Fuerzas armadas y 
unidades de defensa del Gobierno de Uganda. 
 
Chad pasa del Anexo II al Anexo I y además de los países que venían siendo incluidos en 
el Anexo I se incluye a Iraq. El Anexo II no experimenta cambios salvo la salida de Chad, 
de manera que el mismo queda encabezado por Colombia, seguido de Filipinas, Sri Lanka 
y Uganda. El informe destaca además a aquellas partes recurrentes que han permanecido 
en los listados por más de cuatro años, en el caso de Colombia, las FARC y el ELN son 
incluidas en ese exclusivo listado y se retira del anexo cualquier mención a otro grupo en 
el país. Desde entonces hasta la actualidad, estos dos grupos armados han sido 
mencionados en los listados no sólo por reclutar y utilizar niños y niñas, sino también por 
ser responsables de su asesinato, mutilación, violencia sexual y de ataques contra 
escuelas y hospitales. 
 
 Noveno Informe 
 
En su Noveno Informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2010) presentado en abril 
de 2010, el Secretario General hace referencia a diálogos de Naciones Unidas con grupos 
armados no estatales y menciona que el Gobierno colombiano ha expresado dudas al 
respecto. Destaca que en Colombia el ICBF continúa llevando adelante programas de 
                                               
 
29 Se refiere a la Comisión Intersectorial para la prevención del reclutamiento, utilización y violencia sexual 
contra niños, niñas y adolescentes por grupos armados al margen den la ley y grupos de delincuencia 
organizada creada por el Decreto 4690 de 2007 y modificada por el Decreto 0552 de 2012. 
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reintegración, recuperación de derechos y atención psicosocial para los niños separados 
de grupos ilegales armados. Igualmente, que el Gobierno de Colombia sigue aplicando 
una política integrada para evitar el reclutamiento y la utilización de niños por grupos 
armados ilegales.  
 
En el aparte relativo a Colombia (párrafos 126 a 134), el Secretario menciona que a su 
juicio, el reclutamiento y la utilización de niños por grupos armados ilegales y bandas 
criminales sigue constituyendo una práctica difundida, sistemática y habitual. Señala 
igualmente que las amenazas de reclutamiento son una causa de desplazamiento, 
especialmente en los departamentos del Putumayo, Vaupés y Nariño y destaca que los 
niños indígenas han sido objeto de reclutamiento cada vez en mayor medida. 
 
Alude también a información sobre la utilización de niños para fines de inteligencia y en 
actividades cívico-militares por miembros de las Fuerzas Armadas, pese a lo dispuesto en 
el Código de la Infancia y la Adolescencia que expresamente prohíbe este tipo de prácticas. 
 
Expresa que los niños son víctimas de ataques indiscriminados por grupos armados 
ilegales o quedan atrapados en enfrentamientos entre esos grupos o entre éstos y la fuerza 
pública. Señala igualmente que hay casos de violencia sexual cometidos contra los niños 
por los grupos armados ilegales y además documentó tres casos de violencia sexual 
cometidos por miembros de la fuerza pública (párrafo 131). 
 
Señala que la presencia de minas y los ataques contra misiones humanitarias cometidos 
por las FARC-EP, han limitado el acceso humanitario y el suministro de asistencia 
humanitaria en las zonas situadas en los departamentos de Arauca y Putumayo. 
 
Los Anexos I y II no sufren cambios sustanciales además de la salida de Burundi del Anexo 
I por haberse verificado la desvinculación de los niños que hacían parte de las fuerzas del 
Estado y de los grupos armados.  
 
El Anexo II continúa incluyendo a las FARC y al ELN. Así mismo, en un acápite referido a 
aquellas organizaciones que llevan en el anexo cinco años o más por violar los derechos 
de los niños y las niñas aparecen estos dos grupos. 
 
 Décimo Informe 
 
En su décimo informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2011), que cubre el 
período comprendido entre enero y diciembre de 2010, el Secretario General reporta la 
firma de nuevos planes de acción con el Ejército de Liberación del Sudán/Facción Libre 
Albedrío, el Ejército de Liberación del Sudán/Rama Principal (Abu Gasim) y el Gobierno 
del Afganistán, así como algunos avances respecto de los planes que se habrían firmado 
en periodos anteriores con el Gobierno de Nepal y el Partido Comunista Unificado de 
Nepal-Maoísta (UCPN-M), el Frente Islámico Moro de Liberación (MILF) y el Ejército de 
Liberación Popular Sudanés (SPLA) en 2009 y el Tamil MakkalViduthalaiPulikal (TMVP) 
en 2008. 
 
El Secretario General también se refiere a las situaciones en las que se han logrado la 
liberación de niños reclutados, bien esas liberaciones sean o no mediadas por planes de 
acción suscritos entre las Naciones Unidas y los responsables de las violaciones o se trate 
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del resultado de gestiones internas de los países y partes involucrados. Entre esas 
situaciones se destaca a Colombia, país en el que anualmente se reporta la desvinculación 
de niños de los grupos armados, bien sea por que los mismos se evaden de los grupos o 
son liberados o recuperados por acción de la fuerza pública o del concurso del Comité 
Internacional de la Cruz Roja –CICR–. 
 
Pese a lo anterior, se destaca que Colombia, al aceptar la aplicación del MRM, proceso en 
el que nos detendremos en el acápite siguiente, señaló que cualquier diálogo entre el 
Sistema de Naciones Unidas y los grupos amados sólo podría darse con la anuencia previa 
y explícita del Gobierno Nacional, lo que a juicio del Secretario “habría demorado el logro 
de progresos, en la aplicación de las resoluciones 1612 (2005) y 1822 (2009) del Consejo 
de Seguridad” (párrafo 32). 
 
En el espacio dedicado a Colombia (párrafos 151 a 164) el Secretario destaca la 
complejidad de la situación colombiana en la que el conflicto y la desigualdad confluyen 
permanentemente, adicionalmente subraya la continuación del “reclutamiento y la 
utilización generalizada y sistemática de niño por los grupos armados” (párrafo 153) y el 
uso de niños para poner explosivos aún a costa de sus propias vidas especialmente por 
parte de las FARC. Así mismo, destaca la muerte de niños y niñas en fuego cruzado 
producto de combates entre grupos armados o entre éstos y la fuerza pública, así como 
su mutilación y muerte por el uso de minas antipersonales, algunas de ellas sembradas en 
inmediaciones de centros educativos ocupados por estos grupos (párrafo 163). 
 
En el Informe el Secretario no oculta su inquietud por la violencia sexual que es ejercida 
en contra de las niñas que son involucradas en las filas de los grupos armados y por la 
falta de visibilización que ha tenido este fenómeno (párrafo 160)30. 
 
El Secretario continuó manifestando su preocupación por el uso de niños en actividades 
de inteligencia por para de las Fuerzas Armadas (párrafo 156) a quienes responsabilizó de 
ocupar centros educativos en algunas zonas rurales (párrafo 162), además de interrogar a 
niños y niñas desvinculados mientras los mantenía en su poder más de las 36 horas que 
prevé la ley para que sean entregados a las autoridades competentes en temas de niñez 
y adolescencia. El Secretario igualmente llamó la atención por el registro de ejecuciones 
extrajudiciales, fenómeno que en el país es conocido como “falsos positivos” en las que 
fueron involucradas varias personas menores de 18 años (párrafo 159) y por las denuncias 
por violación y otras formas de violencia sexual atribuidas a miembros de la fuerza pública 
(párrafo 161). 
 
Finalmente, el Secretario apuntó como avance la expedición del Conpes 3673 de 2010 
(Consejo Nacional de Política Económica y Social, Departamento Nacional de Planeación, 
2010) que contempla la Política intersectorial del Estado con miras a la prevención de 
reclutamiento y utilización de niños y niñas así como el interés de las entidades nacional 
de continuar desarrollando medidas para la prevención y atención de los niños víctima. 
                                               
 
30 A inicios del mes de septiembre de 2014 se instaló una comisión de género en el marco del proceso 
de paz que se adelanta entre el Gobierno y las FARC. Ante denuncias como las que incluye el Informe 
del Secretario General una declaración de este grupo armado negó estos señalamientos, señalando que 
son parte de “’campañas difamatorias’ y ‘manipulaciones’ que pretenden vincular las acciones de la 
guerrilla con prácticas de violencia sexual, abuso, trata o esclavitud” (Revista Semana, 2014) 
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En cada uno de los Anexos al Informe del Secretario General se incluyó una nueva 
situación, en el caso del Anexo I, además de los países que venían apareciendo, ahora se 
incorpora a la República Democrática del Congo y en el caso del Anexo II aparece Yemen 
que se suma a las cuatro situaciones, incluida Colombia, que venían siendo mencionadas 
en dicho anexo. 
 
 Décimo Primer Informe 
 
En su décimo primer informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2013), el Secretario 
manifiesta su preocupación por el “inaceptable elevado número de autores persistentes de 
violaciones graves de los derechos de los niños que figura en los anexos de mi informe” 
(párrafo 221). De acuerdo con el Secretario General, habría por los menos 32 partes (7 
correspondientes a fuerzas estatales y las restantes a grupos no estatales) que serían 
considerados autores persistentes por haber aparecido en sus informes, cuya información 
es recolectada por los equipos especiales en cada país (agencias de Naciones Unidas y 
sociedad civil principalmente), entre los cuales se encuentran, en el caso colombiano, las 
FARC y el ELN. 
 
En esa perspectiva, el Secretario demanda la adopción de medidas decisivas e inmediatas 
para detener estas violaciones y hacer que los autores rindan cuenta por estas 
vulneraciones. Al respecto destaca como un paso significativo la adopción de resoluciones 
por parte del Consejo de Seguridad en las que ha ampliado los criterios de designación de 
sanciones para que incluyan las violaciones graves a los derechos de los niños, como 
ocurrió en relación con Somalia, Costa De Marfil, República Democrática del Congo y 
Sudán (párrafo 219). En efecto, el Secretario sostiene: 
 
La amenaza de que se impongan sanciones envía un mensaje rotundo a las 
partes que cometen violaciones graves y ha contribuido a aumentar el grado 
de cumplimiento del programa del Consejo de Seguridad sobre los niños y 
los conflictos armados. Es necesario seguir trabajando para garantizar la 
imposición de sanciones contra los culpables. A este fin, aliento al Grupo de 
Trabajo del Consejo de Seguridad sobre los niños y los conflictos armados y 
a mi Representante Especial para la cuestión de los niños y los conflictos 
armados a que aumenten la transmisión de información específica sobre 
presuntos autores de delitos a los comités de sanciones que existen (párrafo 
220). 
 
El Secretario General destacó en ese mismo sentido, la primera sentencia proferida por la 
Corte Penal Internacional que precisamente condenó el reclutamiento de niños y niñas en 
relación con Thomas Lubanga Dyilo (Fiscal c. Thomas Luganga Dyilo, 2012).  
 
En relación con Colombia (párrafos 127 a 136) el Secretario subrayó como los niños 
afrocolombianos e indígenas se ven desproporcionadamente afectados por las 
consecuencias del conflicto en su contra, ente las que se encuentra el reclutamiento y la 
utilización “generalizados y sistemáticos” (párrafo 128) cometidas por las FARC y el ELN 
y los grupos pos desmovilización de las AUC; diversas formas de violencia sexual (párrafo 
132); ataques contra escuelas y hospitales (párrafo 133) y varios casos de secuestro, 
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además de la muerte en fuego cruzado producto de los diversos enfrentamientos 
sostenidos por estos estos grupos entre ellos o con las autoridades estatales. 
 
Al igual que en los informes anteriores, el Secretario se refirió a la utilización de niños con 
fines de inteligencia por parte del Ejército Nacional, así como en actividades cívico militares 
y a la ocupación de escuelas para fines militares que ponen en riesgo a los niños y las 
niñas (párrafo 134). 
 
Al resaltar los avances en la prevención de las graves violaciones en contra de los niños y 
niñas y con respecto a la liberación de niños y niñas víctimas de reclutamiento, el 
Secretario General resaltó la atención de más de 200 niños y niñas reclutados durante 
2011 por parte del ICBF. Sin embargo, señaló su preocupación pues el tratamiento que da 
el Estado colombiano varía según el autor de la violación, es decir, aquellos niños que son 
separados de las denominadas bandas criminales no son llevados siempre al ICBF sino 
que son responsabilizados penalmente y son incorporados al Sistema de Responsabilidad 
Penal Adolescente (párrafo 183). Subrayó igualmente la labor de la Comisión Intersectorial 
para adelantar planes regionales de sensibilización que incorporen a todos los niveles de 
la administración pública. Finalmente, destacó la sentencia proferida contra Fredy Rendón 
Herrera (alias “el alemán) por el reclutamiento de más de 300 víctimas (Sentencia contra 
Fredy Rendón Herrera, 2011). 
 
En este informe, el Secretario por primera vez, en virtud de la Resolución 1998 (Consejo 
de Seguridad, 2011), incorporó en los Anexos, a las partes que incurrían en ocupación de 
escuelas y hospitales, además de aquellas que reclutan, utilizan o son responsables de la 
muerte, mutilación y violencia sexual contra niños y niñas. Esto trajo consigo la inclusión 
de algunas partes en cada una de las situaciones además de otros territorios donde se 
presentan estas vulneraciones. En el caso del Anexo I Nepal fue retirado, se agregó a la 
República Árabe Siria y se incluyó el área de influencia del Ejército de Resistencia del 
Señor en África, esto es, República Centroafricana, República Democrática del Congo, 
Sudán del Sur y Uganda bajo el título de Región Centroafricana. Sin embargo, cada uno 
de estos países, salvo Uganda, siguió figurando de manera autónoma en el Anexo I. 
Uganda, en consecuencia pasó del Anexo II al I bajo este título de Región centroafricana 
y adicionalmente, Sri Lanka fue retirado de este Anexo, razón por la cual el Anexo II quedo 
compuesto por Colombia, Filipinas y Yemen. 
 
 Décimo Segundo Informe 
 
El penúltimo de los informes (Secretario General de Naciones Unidas, 2013) que el 
Secretario General ha venido presentando desde el año 2000 destaca la existencia de 
nuevas formas de violación de los derechos de los niños, que se presentan como 
consecuencia de la naturaleza cambiante de éstos, entre ellas menciona por ejemplo, las 
consecuencias sobre los niños del uso de aviones no tripulados en operaciones militares 
(párrafo 11). 
 
En relación con Colombia (párrafos 172 a 182) el Secretario siguió refiriéndose al 
reclutamiento y a la utilización como una práctica generalizada y sistemática cometida por 
los grupos armados no estatales (párrafo 173) FARC y ELN y a la que también recurren 
las denominadas bandas criminales. También responsabilizó a todos los grupos de 
cometer diversas formas de violencia sexual contra las niñas, tanto aquellas que son 
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vinculadas a estos grupos como otras que hacen parte de la comunidad (párrafo 176), 
emplear minas antipersona atribuidas especialmente a las FARC (párrafo 178), atentar 
contra escuelas y hospitales (párrafo 177). 
 
Como en informes anteriores, se refirió a quejas contra la fuerza pública por cometer actos 
de violencia sexual aunque destacó (párrafo 182) la presentación de un protocolo para 
enfrentar este fenómeno por parte de las Fuerzas Militares. 
 
Por último, el Secretario General se refirió al inicio de las conversaciones de paz entre el 
Gobierno Nacional y las FARC (párrafo 181), y subrayó la desvinculación y atención de 
niños por parte del ICBF aunque persiste la diferenciación entre los niños víctima de las 
FARC y el ELN y aquellos a quienes victimizaron las bandas criminales. 
 
Los cambios en los Anexos al Informe fueron principalmente en el Anexo I, pues a las 
situaciones que ya venían siendo registradas se sumaron Malí y Yemen, este último estaba 
antes en el Anexo II. El Anexo II quedó compuesto entonces por Colombia y Filipinas, 
cuyas partes (5 en total) son de aquellas calificadas como persistentes, por ser 
mencionadas, en el caso de las colombianas, en todos y cada uno de los informes del 
Secretario General y aparecer en el Anexo II desde sus inicios. 
 
 Décimo Tercer Informe 
 
En décimo tercer informe periódico del Secretario General (Secretario General de 
Naciones Unidas, 2014) el Secretario General llama la atención sobre el hecho de que en 
el programa de los diálogos de paz entre el Gobierno y las FARC no se incluyó la cuestión 
de los niños y los conflictos armados pero manifiesta su confianza en el que el tema sea 
tratado tanto en el tercer asunto denominado “fin del conflicto” como en el quinto relativo a 
las víctimas (párrafo 163). 
 
El Secretario reitera la afectación desproporcionada de la que son víctimas los niños 
afrocolombianos e indígenas especialmente por los desplazamientos masivos resultado de 
los combates presentados entre los grupos armados al margen de la ley o entre éstos y la 
fuerza pública (párrafo 164). Adicionalmente, señaló la persistencia del reclutamiento, la 
utilización, la mutilación, el asesinato, la violencia sexual contra las niñas especialmente 
en zonas de minería (párrafo 167) y los ataques contra escuelas y hospitales además de 
la afectación de profesores y personal sanitario. 
 
Se destaca en el Informe el grado de impunidad existente en el país en relación con las 
violaciones graves a las que hace seguimiento el Secretario General y el Consejo de 
Seguridad. Pese a que se hace alusión a 69 sentencias proferidas en el país por el delito 
de reclutamiento forzado, dichos números no se compadecen con los más de cinco mil 
niños y niñas que se habrían desmovilizado y habrían sido atendidos por el Estado a través 
del ICBF entre los años 1999 y 2013. 
 
El Secretario hace notar nuevamente la diferenciación de trato y atención a la que son 
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sometidos los niños víctimas de la bacrim31, quienes por esta razón presentan obstáculos 
para acceder a los beneficios que dispone la ley en favor de las víctimas de reclutamiento 
en el país tanto en términos de atención como de reparación e indemnización (párrafo 
170). 
 
En relación con las partes incluidas en los Anexos al Informe, se encuentran dos cambios 
principales, del Anexo I es excluido Chad, de manera que dicho anexo queda compuesto 
por once situaciones (Afganistán, la Región Centroafricana, la República Centroafricana, 
la República Democrática del Congo, Iraq, Malí, Myanmar, Somalia, Sudán del Sur, Sudán 
y la República Árabe de Siria) que han permanecido de manera sostenida en el aludido 
listado. 
 
En el caso del Anexo II es incluida la situación de Nigeria, debido a las acciones cometidas 
por el grupo extremista Boko Haram32 que intensificó sus ataques contra centros 
educativos cometiendo una serie de graves violaciones en contra de los niños y las niñas 
(párrafo 8). Así las cosas, el Anexo II queda conformado por Colombia, Nigeria y Filipinas, 
siendo la primera, la única situación que ha permanecido en dicho anexo desde que el 
mismo fue implementado por el Secretario en su Cuarto Informe periódico (Secretario 
General de Naciones Unidas, 2003). 
 
Como se observa luego de la revisión de cada uno de los informes que ha elaborado el 
Secretario General es claro que tanto antes de la puesta en marcha del MRM luego del 
quinto informe del Secretario General, como después del inicio de la implementación del 
mismo, Colombia ha estado permanentemente en las menciones del Secretario y junto con 
Filipinas ha subsistido en el Anexo II desde el inicio hasta el presente. Han cambiado 
algunas de las partes mencionadas por el Secretario General pero especialmente dos, 
FARC y ELN, continúan en el listado.  
 
Colombia es el único país de América que ha aparecido en estos anexos y al que se le ha 
aplicado el MRM, los países restantes son básicamente de África y Asia. Esta mención 
permanente a Colombia, la existencia de violaciones de los derechos de los niños, 
especialmente el reclutamiento y la utilización que han sido calificadas por el Secretario 
como prácticas sistemáticas y generalizadas, explican por qué es aplicable este 
mecanismo en Colombia, por qué hacemos parte de una situación que es de interés del 
Consejo de Seguridad y por qué resulta preciso hablar de la pertinencia o no de planes de 
acción para la prevención y terminación de estas práctica en el país.  
 
La implementación del MRM en Colombia sin embargo, no fue automática. Considerando 
de una parte, que el país no se encuentra en la agenda del Consejo de Seguridad y, de la 
otra, que las resoluciones que dieron origen y contenido al MRM fueron formuladas en 
virtud del Capítulo VI de la Carta de Naciones Unidas (Naciones Unidas, 1945) que como 
                                               
 
31 Hay una amplia discusión sobre la naturaleza de estos grupos que el Gobierno colombiano ha 
entendido como grupos de delincuencia organizada. Uno de los documentos oficiales en los que se trata 
de analizar este fenómeno es el Primer Informe de la entonces Comisión Nacional de Reparación 
(Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, 2007) en el que se reconoce que no existe un 
consenso al respecto, debido, entre otras cosas a la complejidad del fenómeno. 
32 Este grupo se ha hecho célebremente famoso por las noticias que han sido publicadas en diversos 
medios internacionales que dan cuenta de sus acciones, muchas de ellas dirigidas contra niñas y mujeres 
en Nigeria. 
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vimos en el acápite 1.2.1 sobre la naturaleza jurídica del Mecanismo, implica que se trata 
en principio de recomendaciones y no necesariamente de decisiones con carácter 
coercitivo, era preciso el sometimiento voluntario del Estado. 
3.2 Aceptación y Aplicación del MRM en Colombia 
De acuerdo con el párrafo resolutivo 3 de la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 
2005), el MRM sería puesto en marcha inicialmente respecto de los países del Anexo I y 
una vez terminara, en estrecha consulta con los Estados concernidos, a los países del 
Anexo II teniendo en cuenta además, los resultados de un estudio independiente que fue 
encargado sobre el Mecanismo. En efecto, el párrafo resolutivo señala lo siguiente: 
 
3. Pide al Secretario General que ponga en marcha sin demora el mecanismo 
de supervisión y presentación de informes que antecede y, en primer lugar, 
lo haga aplicable, dentro del marco de los recursos existentes y en estrecha 
consulta con los países a que concierna, a las partes en las situaciones de 
conflicto armado enumeradas en los anexos del informe del Secretario 
General (S/2005/72) y que se hallan sometidas a la consideración del 
Consejo de Seguridad y luego, en estrecha consulta con los países a que 
concierna, a las partes en otras situaciones de conflicto armado enumeradas 
en los anexos del informe del Secretario General (S/2005/72),teniendo 
presentes los debates del Consejo y las opiniones expresadas por los 
Estados Miembros, en particular en el debate anual sobre los niños y los 
conflictos armados, y teniendo también en cuenta las conclusiones y 
recomendaciones de un estudio independiente sobre la aplicación del 
mecanismo que se comunicarán al Consejo para el 31 de julio de 2006. El 
estudio independiente incluirá: 
a) Una evaluación de la eficacia general del mecanismo, así como de la 
oportunidad, precisión, objetividad y fiabilidad de la información reunida por 
su conducto; 
b) Información sobre la vinculación efectiva del mecanismo con la labor del 
Consejo de Seguridad y otros órganos de las Naciones Unidas; 
c) Información acerca de la pertinencia y claridad de la división de funciones; 
d) Información sobre las consecuencias para el presupuesto y otros recursos 
de las entidades de las Naciones Unidas y las organizaciones financiadas 
con contribuciones voluntarias que hagan aportaciones al mecanismo; 
e) Recomendaciones relativas a la puesta en práctica cabal del mecanismo; 
 
Al amparo de este párrafo, el Estado colombiano estaba pendiente de la aplicación el 
Mecanismo en las seis situaciones que para ese momento aparecían en el Anexo I al 
quinto informe del Secretario General (Secretario General de Naciones Unidas, 2005), esto 
es, Burundi, Costa de Marfil, República Democrática del Congo, Sudán, Somalia y 
Myanmar. Así lo hizo saber en el Debate sobre niños y conflicto citado por el Consejo de 
Seguridad para julio de 2006. Sin embargo, el interés del Grupo del Trabajo del Consejo 
de Seguridad y de su presidencia ocupada por ese entonces era la aplicación plena del 
MRM con miras a convertirlo en una herramienta que reportara resultados en un período 
corto de tiempo. 
 
Así, la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) fue aprobada en julio de 2005 y 
para octubre del año 2006 ya se habían presentado los primeros cuatro informes sobre 
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situaciones contempladas en el Anexo I: Congo (Secretario General de Naciones Unidas, 
2006), Sudán (Secretario General de Naciones Unidas, 2006), Costa de Marfil (Secretario 
General de Naciones Unidas, 2006)y Burundi (Secretario General de Naciones Unidas, 
2006). Además, Sri Lanka (Secretario General de Naciones Unidas, 2006) y Nepal 
(Secretario General de Naciones Unidas, 2006) que para ese momento estaban en el 
Anexo II se sometieron anticipadamente al Mecanismo, de manera que para diciembre de 
2006 ya se habían presentado a consideración del Consejo de Seguridad los informes de 
seis situaciones, incluidas dos de las que se mencionaban en el Anexo II. 
 
Al mismo tiempo, la Oficina de Servicios de Supervisión Interna de las Naciones Unidas 
(OIOS por su sigla en inglés) adelantó el estudio independiente (Oficina de Servicios de 
Supervisión Interna de Naciones Unidas, 2006) al que se hacía referencia en el párrafo 
tres de la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005), en el cual analizó los objetivos 
del MRM, y los progresos existentes tanto en la recolección de información, los informes 
producidos y las acciones adoptadas (párrafo 7), todo ello teniendo en cuenta por 
supuesto, que el MRM se encontraba en una etapa temprana de implementación. Esta 
última razón impidió que el estudio pudiera analizar los planes de acción como mecanismo 
para evitar el reclutamiento y la utilización, de hecho ninguna de las recomendaciones que 
profiere la OIOS (párrafos 44 a 51) se refiere al asunto.  
 
Durante el año 2007 se completó el inicio del MRM en todas las situaciones que habían 
aparecido en el quinto informe del Secretario General (Secretario General de Naciones 
Unidas, 2005) con la presentación de los reportes correspondientes a Myanmar (Secretario 
General de Naciones Unidas, 2007) y Somalia (Secretario General de Naciones Unidas, 
2007). Incluso se presentó un segundo reporte de los primeros cuatro países evaluados el 
año anterior. De manera que habiendo terminado la etapa inicial de implementación con 
los países del Anexo I y habiéndose presentado el informe independiente de la OISS no 
había otro paso que debiera surtirse para trabajar sobre los países contemplados en el 
Anexo II. 
 
Por lo demás, a Sri Lanka y Nepal, países del Anexo II cuyo examen había iniciado en 
2006, le siguieron Chad (Secretario General de Naciones Unidas, 2007) y Uganda 
(Secretario General de Naciones Unidas, 2007), restando sólo Colombia y Filipinas. 
 
Mientras tanto, se suscribieron los Compromisos de Paris (Compromisos de Paris, 2007), 
a los cuales Colombia se adhirió. En efecto, durante 2007 se llevó a cabo en Paris, una 
conferencia denominada “liberemos a los niños de la guerra” cuyo producto final fueron los 
Compromisos de París, una declaración destinada a dar testimonio del compromiso de los 
Estados en su lucha contra la vinculación de niños y niñas a las fuerzas y grupos armados, 
y en favor de su liberación y desvinculación.  Esta declaración busca además difundir 
ampliamente y dar aplicación a los Principios de París (Principios y Directrices sobre los 
niños asociados a fuerzas armadas o grupos armados, 2007), que definen una serie de 
estándares que sirven de marco de trabajo para las entidades gubernamentales y las 
organizaciones no gubernamentales que manejan la problemática de la participación ilegal 
de los niños en los conflictos armados.  
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3.2.1 Aceptación voluntaria del Mecanismo 
Ante este escenario, en diciembre de 2007 se aprobó el Decreto 4690 (Presidencia de la 
República, 2007) mediante el cual se creó una Comisión Intersectorial de Alto Nivel para 
prevenir el reclutamiento en Colombia y, posteriormente, en febrero de 2008, Colombia 
expresó a la Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas para la 
cuestión de los niños y los conflictos armados su voluntad de iniciar un trabajo conjunto con 
miras a dar aplicación al MRM. 
 
Este trabajo conjunto se desarrolló mediante un proceso de diálogo dirigido al 
establecimiento de unas reglas que permitieran un común entendimiento para la 
implementación del mencionado Mecanismo, de acuerdo con las especificidades de la 
situación colombiana, como señaló en ese momento por el Estado. Parte de ese diálogo, 
como lo reportó el Estado en su Primer informe sobre la implementación del Protocolo 
facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de niños 
en los conflictos armados (Comité de los Derechos del Niño, 2009) fue la invitación que se 
cursó a la Representante Especial para visitar el país, quien efectivamente estuvo en 
Colombia en mayo de 2008 y se reunió con miembros de la sociedad civil y de diversas 
entidades con competencia en el tema de niñez y adolescencia (párrafos 282-283). 
 
Estas reglas o términos de referencia tenían como referente el párrafo resolutivo 3 de la 
Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) en el sentido de implementar el MRM en 
estrecha consulta con los países concernidos, pero también acatar en cuanto fuera posible, 
una de las recomendaciones formuladas por la OIOS en el sentido de contar con 
documentos que permitieran tener claras las responsabilidades y alcances de los equipos 
en terreno. La OIOS recomendó a este respecto: 
 
 
RECOMENDATION 8: Building on our earlier recommendations that MRM 
expectations be clarified and more detailed resource requirements 
determined, OIOS recommends an exercise to establish a Memorandum of 
Understanding articulating more detailed responsibilities of HQ and individual 
country-level operational responsibilities, respectively. Beyond the MRM’s 
current designation of responsibilities for overall MRM coordination; we 
believe more specific responsibilities should be spelt out for e.g. development 
of documentation standards and guidelines; protocols for data storage and 
condition of information-sharing; compilation of MRM statistics and 
maintenance of databases; capacity development, training and facilitation of 
exchange of experience; agenda-setting for research; and resource 
mobilization. Lastly on roles and responsibilities, OIOS recommends that the 
Secretary-General articulate a schedule for MRM consultations with NGOs 
(Oficina de Servicios de Supervisión Interna de Naciones Unidas, 2006). 
 
 
Una vez discutidas estas reglas comunes, en diciembre de 2008, mediante un canje de 
notas entre el Gobierno y la Representante Especial del Secretario General, se materializó 
la aceptación de Colombia de la aplicación del Mecanismo. Esta aceptación atendió además 
varias recomendaciones formuladas en ese sentido y aceptadas por Colombia como resultado 
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del Examen Periódico Universal al que se sometió de manera voluntaria en el mes de 
diciembre de 200833. 
 
En este canje de notas, el Estado colombiano dejó expreso que cualquier contacto con 
grupos armados al margen de la ley, bien por parte de las Naciones Unidas o del Equipo 
en el país encargado del MRM sólo sería posible con el previo y explícito consentimiento 
del Gobierno de Colombia. 
3.2.2 ¿Cómo se ha implementado el MRM en Colombia? 
Tan pronto Colombia aceptó la aplicación del Mecanismo, el equipo de vigilancia en el país 
fue conformado e inició su trabajo de recolección de información con miras a la 
presentación del Primer Informe de aplicación del Mecanismo en Colombia.  
 
El equipo de vigilancia en el país, de acuerdo con los términos de referencia que fueron 
discutidos con la Oficina de la Representante Especial es co-presidido por el Coordinador 
Residente y Humanitario del Sistema de Naciones Unidas en el país, que es el 
Representante del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y el 
Representante de UNICEF. Al respecto, es preciso notar que el Coordinador Residente es 
la máxima representación del Sistema de Naciones Unidas en el país y por ello asume su 
liderazgo y que UNICEF es la agencia especializada en niñez y adolescencia, por esto se 
acordó una presidencia conjunta del equipo encargado de recolectar la información 
necesaria para poner en marcha el MRM en Colombia. 
 
Así mismo, este equipo está conformado por agencias del Sistema de Naciones Unidas, 
organizaciones de la sociedad civil que trabajan por la infancia y la Defensoría del Pueblo. 
Entre las Agencias que hacen parte del equipo se encuentran la Oficina en Colombia del 
Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), la 
Oficina del Alto Comisionado para los Refugiados (ACNUR), la Oficina para la 
Coordinación de los Asuntos Humanitarios (OCHA), la Oficina para la igualdad de género 
y el empoderamiento de las mujeres (ONU-Mujeres) además del PNUD y UNICEF.  
 
En cuanto respecta a la participación de la sociedad civil, el equipo cuenta con tres plazas, 
las cuales son cubiertas conforme un mecanismo de rotación que busca garantizar una 
participación plural. Sin embargo, una de estas plazas es conformada de manera 
permanente por una plataforma de organizaciones de la sociedad civil que es la Coalición 
contra la vinculación de niños, niñas y jóvenes al conflicto armado en Colombia (COALICO, 
2012). 
 
Conformado de esta manera, el equipo especial recolectó la información pertinente y 
finalmente el primer informe de la implementación del MRM en Colombia fue presentado 
por el Secretario General en el año 2009 (Secretario General de Naciones Unidas, 2009), 
siendo el último país del Anexo II al quinto informe del Secretario General al que se le 
                                               
 
33 Todas las recomendaciones formuladas en diversas áreas al Estado como resultado del Examen 
Periódico Universal así como el seguimiento y la respuesta que se les ha venido dando por la 
institucionalidad, pueden consultarse en el sitio web de la Consejería Presidencial para los Derechos 
Humanos http://www.derechoshumanos.gov.co/epu/Paginas/SesionGrupoTrabajo.aspx. 
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aplicó el MRM luego de que el informe sobre Filipinas (Secretario General de Naciones 
Unidas, 2008) fuera puesto a consideración del Grupo de Trabajo del Consejo de 
Seguridad en abril de 2008. 
 
Hasta el momento han sido presentados dos informes por parte del Secretario General al 
Consejo de Seguridad en aplicación del MRM para Colombia. Aunque como veremos más 
adelante respecto de otras situaciones se han presentado más informes, la cantidad de 
situaciones e informes que debe revisar el Grupo de Trabajo ha hecho que en los últimos 
años los mencionados informes no puedan presentarse con una periodicidad anual como 
inicialmente fue la práctica del Secretario General. 
3.2.3 Los planes de acción. Una recomendación permanente 
Tanto los dos informes del Secretario General como las conclusiones adoptadas por el 
Grupo de Trabajo del Consejo de Seguridad han considerado preciso recomendar la 
adopción de planes de acción como herramienta idónea y casi que única, para lograr que 
las partes listadas en el Anexo II, FARC y ELN así como otros grupos en el país, terminen 
la práctica del reclutamiento y la utilización. 
 
El primer informe que fue puesto a consideración del Grupo de Trabajo del Consejo de 
Seguridad (Secretario General de Naciones Unidas, 2009) cubrió el período comprendido 
entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2008. Sin embargo, siguiendo la estructura de 
todos los informes iniciales presentados por el Secretario para los países sometidos al 
MRM inició con una breve referencia al contexto colombiano, describiendo los grupos 
armados que operan en el país, la situación de conflicto y los sucesivos acuerdos de paz 
suscritos con diversos grupos armados que se han venido desmovilizando en Colombia. 
 
Posteriormente se refiere a cada una de las seis violaciones objeto de análisis del MRM 
encontrando que todas ellas ocurren en Colombia, en mayor medida por parte de los 
grupos listados en el Anexo II, FARC y ELN, otros endilgados a bandas criminales y 
finalmente en menor medida a miembros de la Fuerza Pública. 
 
Finalmente, el informe incluye varias recomendaciones dirigidas tanto al Gobierno como a 
los grupos armados tendientes a dar fin a todas las violaciones objeto de preocupación 
iniciando con el reclutamiento de niños soldados. Las recomendaciones son básicamente 
atender el Derecho Internacional Humanitario, continuar los esfuerzos del Estado por 
prevenir el reclutamiento y formular planes de acción. El Secretario General señala sobre 
este último punto, lo siguiente: 
 
 
Genera gran preocupación la continuación del reclutamiento y la utilización 
de niños por parte de los grupos armados ilegales, y se exhorta a estas 
partes a cumplir, sin más demora, las disposiciones de la legislación 
internacional y de las resoluciones del Consejo de Seguridad sobre los niños 
y los conflictos armados, y a preparar y ejecutar planes de acción para 
garantizar que no se reclute a ningún niño y que todos los niños vinculados 
de cualquier forma a las fuerzas o grupos armados sean identificados y 
liberados de inmediato. Además, todas las partes deben asumir y cumplir 
compromisos concretos al respecto y elaborar planes de acción, según 
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corresponda, para ocuparse de otras violaciones graves que se les imputan 
(párrafo 83) (subrayado fuera de texto). 
 
 
El segundo informe fue presentado varios años después (Secretario General de Naciones 
Unidas, 2012) y abarca un periodo mucho más largo que el primero. En efecto, este informe 
se refiere a la información recolectada por el equipo especial de país, respecto de la 
situación vivida en el país entre enero de 2009 y agosto de 2011. En dicho documento el 
Secretario General destaca como lo ha venido haciendo en sus informes periódicos, que 
los grupos armados son responsables de graves violaciones cometidas contra los niños y 
las niñas, así como la necesidad de adoptar medidas para poner fin a estas vulneraciones 
y luchar contra la impunidad existente en el país. Aunque el informe reconoce varios 
avances alcanzados por el Estado es muy crítico respecto del papel de la justicia respecto 
de las violaciones que se cometen contra los niños y las niñas y adicionalmente, en relación 
con la diferenciación de trato existente entre los niños víctimas de los grupos armados 
como FARC y ELN y aquellos que han sido utilizados por las bandas criminales.  
 
Al igual que su informe anterior, el Secretario llama la atención por lo sistemático del 
reclutamiento y denuncia que los grupos armados reclutan y utilizan niños incluso menores 
de 10 años, haciendo en ocasiones censos de población. El Secretario también manifiesta 
su repudio a prácticas como el uso de niños como “bombas humanas” (párrafo 17) y a la 
violencia sexual de la que son víctimas las niñas reclutadas (párrafo 35). 
 
Finalmente, el Secretario recomienda una vez más la suscripción de planes de acción 
como fórmula para que los grupos armados cesen el reclutamiento y la utilización de 
personas menores de 18 años de edad, señalando: 
 
 
Observo con profunda inquietud que en Colombia las FARC-EP, el ELN y 
otros grupos armados no estatales continúan cometiendo los seis tipos de 
violaciones graves de los derechos de los niños. Me preocupa que esos 
grupos sigan reclutando y utilizando niños, y que se haya avanzado poco en 
la separación efectiva y sistemática de los niños de los grupos armados no 
estatales. Las partes incluidas en el anexo de mi informe anual sobre los 
niños y los conflictos armados deben elaborar planes de acción para poner 
fin al reclutamiento y la utilización de niños, como lo dispone la resolución 
1612(2005) del Consejo de Seguridad (párrafo 72). 
 
 
Estos dos informes fueron considerados por el Grupo de Trabajo del Consejo de Seguridad 
que en sus conclusiones finales tanto de 2010 (Grupo de Trabajo sobre los niños y los 
conflictos armados, 2010), como de 2012 (Grupo de Trabajo sobre los niños y los conflictos 
armados, 2012) expresó su preocupación por el número de niños soldados utilizados por 
los grupos armados especialmente FARC y ELN a quienes condenó por cometer las seis 
violaciones graves a las que se refiere el MRM (Grupo de Trabajo sobre los niños y los 
conflictos armados, 2012, pág. 2) e instó a poner fin de inmediato a estas prácticas.  
 
El Grupo de Trabajo igualmente, ha hecho hincapié en que la preparación y ejecución de 
planes de acción es un paso fundamental para la exclusión de cualquier parte de los 
listados anexos al informe del Secretario General. Aunque el Grupo de Trabajo no incluyó 
a los planes de acción de manera expresa en las recomendaciones formuladas al Estado 
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sí lo exhortó a intentar una solución pacífica del conflicto e incluir disposiciones que 
protejan a los niños en cualquier acuerdo de paz que celebre.  
 
Así, la suscripción de planes de acción hace parte de una recomendación directa del 
Secretario General que el Grupo de Trabajo considera de particular importancia, sobre 
todo para excluir a las partes que se comprometan y cumplan, de los anexos al informe. 
Sin embargo, no es una recomendación que acoja como propia el Consejo de Seguridad, 
el cual, adicionalmente, teniendo en cuenta de un lado, que Colombia no está en su agenda 
y, del otro, las atribuciones que consagra el Capítulo VI de la Carta de Naciones Unidas 
(Naciones Unidas, 1945), en virtud de las cuales creó el MRM, adopta una única medida 
directa luego de revisar los informes de Colombia cual es dirigirse al banco mundial y a los 
donantes invitándolos a apoyar los programas nacionales para mejorar la protección de los 
niños y prevenir cualquier tipo de violencia en su contra. 
 
  
 
4. Los Planes de Acción en el Caso 
Colombiano 
Colombia es el único país de América que se encuentra sometido al MRM y, como tuvimos 
oportunidad de revisar en los capítulos anteriores, no carece de méritos para continuar 
siendo objeto de monitoreo por parte del Consejo de Seguridad, en la medida en que 
persisten las violaciones de los derechos de los niños y las niñas con ocasión y como 
resultado del conflicto armado. En un escenario en el que estas violaciones, especialmente 
el reclutamiento y la utilización, no cesan, pese al desarrollo de un diálogo de paz que 
cumple dos años, resulta preciso detenerse brevemente en la pertinencia del diseño de un 
plan de acción en los términos en los que lo ha entendido el Secretario General y su 
Representante Especial en el contexto colombiano para revisar si ésta es una alternativa 
o hay lugar a otra distinta. 
4.1 Contexto del reclutamiento y la utilización en 
Colombia 
Aunque, no es intención de este escrito referirse al fenómeno del reclutamiento y la 
utilización en el país, o a las medidas adoptadas por el Estado, sus aciertos y desafíos; sí 
resulta necesario detenerse brevemente sobre lo que ha significado el reclutamiento en 
Colombia y cómo ha sido la relación entre los derechos de los niños y niñas vinculados en 
el conflicto armado y las innumerables veces en que el país ha buscado la paz. 
 
En Colombia, el reclutamiento y la utilización34 de personas menores de 18 años de edad, 
se entienden por definición forzados en la medida en que aunque en algún momento los 
niños y las niñas, “otorguen” su consentimiento para ser vinculados a un grupo armado, 
dicha voluntad se entiende viciada. Al respecto, la Corte Constitucional en la sentencia C-
203 de 2005 (Corte Constitucional, 2005) destacó que una consecuencia lógica de dicho 
entendimiento, es el hecho de que el sujeto activo del delito de reclutamiento no puede 
excusar su responsabilidad alegando que la incorporación del niño o niña fue voluntaria. 
 
                                               
 
34 Para los efectos de este escrito, se entenderán al reclutamiento y a la utilización como dos caras de 
un mismo fenómeno. Sin embargo, es importante tener en cuenta la necesidad de analizar de manera 
independiente a la utilización, como una violación que no necesariamente implica el alistamiento de los 
niños y las niñas, de tintes un poco más urbanos y propio de grupos que no se encuentran listados en 
los Anexos al Informe del Secretario General. Durante el tiempo que me desempeñé como Coordinadora 
de la Secretaría Técnica de la Comisión Intersectorial (2013-2014), hice un especial énfasis en la 
diferenciación de estos dos fenómenos con miras a cualificar la respuesta estatal. 
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En ese sentido, en Colombia se penaliza hoy el reclutamiento y la vinculación al conflicto 
armado de niños, niñas y adolescentes. Sin embargo, esto no siempre fue así. En efecto, 
existen antecedentes que demuestran como los niños y las niñas, han venido participando 
en el conflicto armado colombiano incluso desde “la Guerra de los Mil Días”, ocupando 
diferentes escaños en las estructuras armadas (Jaramillo Castillo, 1987), sin que hasta los 
años noventa del siglo pasado, existieran medidas que prohibieran o condenaran dicha 
participación, ni siquiera para personas menores de 15 años, conforme el estándar del 
Derecho Internacional Humanitario. Mucho menos se contaba en el país con un marco 
jurídico que propendiera por la atención a las víctimas de esta grave violación de los 
derechos de los niños o medidas dirigidas a su prevención. 
 
Fue mediante las Leyes 418 (Congreso de la República, 1997) y 548 (Congreso de la 
República, 1999) que en Colombia se proscribió la incorporación de personas menores de 
18 años a las filas de las Fuerzas Militares aun existiendo consentimiento de sus padres y 
que adicionalmente, se introdujo por primera vez una respuesta penal ante el reclutamiento 
de niños, niñas y adolescentes por parte de cualquier grupo armado. Con ocasión de estas 
normas, se licenciaron más de 818 adolescentes menores de 18 años de edad que para 
ese momento se encontraban en las filas de las Fuerzas Armadas (Comité de los Derechos 
del Niño, 2009). No obstante, la incorporación y participación de los niños, niñas y 
adolescentes en el conflicto armado, vía los grupos armados al margen de la ley continuó 
como ha persistido hasta el presente. 
 
A finales de 1999 el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar dio inicio al Programa 
Especializado de Atención de aquellos niños víctimas de reclutamiento por parte de estos 
grupos y sólo hasta el año 2007, el Estado ideó una respuesta coordinada en términos de 
prevención, la cual, como vimos, tuvo entre otros detonantes la Resolución 1612 (Consejo 
de Seguridad, 2005) y la implementación del MRM en Colombia. Esta respuesta que parte 
de la multicausalidad del reclutamiento más allá de la existencia misma del conflicto y de 
los grupos armados, centrándose en los elementos que ponen a los niños y a las niñas en 
riesgo de ser vinculados al conflicto ha sido destacada por el Secretario General por su 
integralidad, aunque sus resultados aún son limitados35. 
 
En Colombia no existen cifras verificables sobre la cantidad de niños que integran los 
grupos armados bien tomando parte directamente en las hostilidades o en cualquier otro 
rol dentro de la estructura de estas organizaciones y estos datos no son posibles en la 
medida en que el país no cuenta con denuncias y registros fiables sobre este delito y aún 
más difícil es diseñar estrategias sobre la base de estimaciones en términos porcentuales 
de la reducción o aumento del número de reclutamientos en un período específico, pues 
no existe una línea de base que pueda resultar confiable.  
 
En relación con el número de niños que harían parte de los grupos armados, algunos datos 
afirman que pueden estar entre 8.000 y 13.000 (COALICO y otros, 2005), otros sostienen 
que al menos uno de cada cuatro integrantes de estos grupos tiene menos de 18 años 
(Human Rigths Watch, 2003) y otros, como el más reciente estudio elaborado por la 
Universidad Sergio Arboleda (Fajardo Arturo, 2014) aseveran que cerca de un 50% de las 
                                               
 
35 Para revisar algunos de los más recientes desarrollos de la Comisión Intersectorial para la prevención 
del reclutamiento y su Secretaría Técnica, se pueden consultar los Boletines 1 - 5 de su Observatorio, 
disponibles en http://www.derechoshumanos.gov.co/Observatorio/Publicaciones/Paginas/2014.aspx.  
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FARC, estaría compuesto por personas menores de 18 años de edad. Todos estos son 
estimativos que parten de diversas fuentes y hacen proyecciones sobre cuál sería el total 
de niños y niñas involucrados en estos grupos. Sin embargo, conocer a ciencia cierta el 
número total de víctimas quizá resulte imposible para el país.  
 
No obstante, el país sí cuenta con datos ciertos sobre el número de niños y niñas que 
habiéndose desvinculado o habiendo sido rescatados por las autoridades, han sido sujetos 
de atención por parte del Programa Especializado de Atención del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, que a abril de 2013 había atendido 5.181 niños y niñas, de los cuales 
casi un 60% habían pertenecido a las FARC y un 17% al ELN (Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, 2013). 
 
Estos datos muestran la magnitud del fenómeno que, conforme lo ha señalado el 
Secretario General en los distintos informes en los que ha hecho referencia a Colombia 
(ver Capítulo 3), no parece estar disminuyendo y por el contrario, evidencia una práctica 
generalizada de estos grupos, especialmente las FARC, que han acudido al reclutamiento 
y a la utilización como medio para mantener y fortalecer numéricamente sus tropas y 
responder militarmente en medio del conflicto armado que enfrenta Colombia. 
 
Pese a lo extendida que ha sido la práctica del reclutamiento forzado en el conflicto 
colombiano, los derechos de los niños afectados por el mismo, su separación de las filas 
de los grupos armados y el cese del uso del reclutamiento como un recurso por parte de 
estos grupos no han tenido, hasta el momento, un papel predominante en los sucesivos 
procesos de desmovilización adelantados por el Gobierno colombiano con los diversos 
grupos armados. En los diálogos adelantados durante los gobiernos de los Presidentes 
Virgilio Barco (1986-1990) y César Gaviria Trujillo (1990-1994) con grupos como el M-19, 
el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT), el Movimiento Armado Quintín Lame 
(MAQL), el Ejército Popular de Liberación (EPL) y la Corriente de Renovación Socialista 
(CRS), éste fue un tema claramente ausente y se explica entre otras cosas, por la ausencia 
en dicho momento de un marco normativo y de un interés particular en los derechos de los 
niños y las niñas como sujetos prevalentes de protección. 
 
Otro marco sin embargo, es el existente luego de la aprobación de las Leyes 418 
(Congreso de la República, 1997) y 548 (Congreso de la República, 1999) y de la 
ratificación de instrumentos como la Convención sobre los Derechos del Niño (Asamblea 
General de Naciones Unidas, 1989), su Protocolo Facultativo (Asamblea General de 
Naciones Unidas, 2000) y el Estatuto de Roma, lo cual necesariamente ha marcado los 
procesos de diálogo que se han iniciado con posterioridad, sin que ello, infortunadamente, 
implique la asunción de la problemática como un tema predominante en la agenda de paz. 
 
 Proceso de desmovilización de las AUC 
 
Este proceso ha sido ampliamente criticado por diversas razones, una de ellas 
precisamente, el bajo número de niños y niñas que fueron entregados a las autoridades 
versus las estimaciones existentes para el momento sobre el componente de personas 
menores de edad que integraban esos grupos (Pachón, 2009), lo que hizo que el Estado 
tuviera que diseñar una herramienta, con limitados resultados, para buscar a aquellos 
niños que fueron “licenciados” sin el concurso de las autoridades y que en algunos casos, 
pasaron a engrosar las filas de las denominadas bacrim. Con todo, fue la primera vez en 
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la que el Estado se planteó la necesidad de incluir la liberación de los niños pertenecientes 
a estructuras armadas en el marco de un proceso de diálogo y por ello, representa un 
antecedente de particular importancia sobre todo para aprender de los desafíos que 
enfrentó y de los vacíos que se presentaron en su momento. 
 
Las negociaciones comenzaron en el año 2002 a través de una comisión exploratoria que 
inició los acercamientos que terminaron en marzo de 2003, con un comunicado conjunto y 
la firma del “acuerdo de Santa Fe de Ralito” de julio de 2003, en el que las AUC y el 
Gobierno Nacional se comprometieron a dar inicio a una etapa de negociación que debía 
llevar la entrega de todas las estructuras de las AUC (Oficina del Alto Comisionado para la 
Paz, 2006).  
 
La desmovilización colectiva se llevó a cabo durante el transcurso de varios años iniciando 
con la entrega del Bloque Cacique Nutibara el 25 de noviembre de 2003, y finalizando con 
la entrega de armas del Bloque Elmer Cárdenas a partir del 12 de abril de 2006 (Oficina 
del Alto Comisionado para la Paz, págs. 5-8).  
 
En este contexto, se expidieron diversas normas en las que se plasmaba la necesidad de 
contar con un marco que posibilitara la entrega de las niñas y los niños reclutados. El 
Decreto 128 de 2003 (Presidencia de la República, 2003) contemplaba un capítulo 
específico sobre “Protección y atención de los menores de edad desvinculados” e incluía 
disposiciones sobre su entrega al ICBF (artículos 22 a 25). Así mismo, la Ley 975 en su 
artículo 10º numeral 3º estableció como un requisito de elegibilidad para la desmovilización 
colectiva “Que el grupo p[usiera] a disposición del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar la totalidad de menores de edad reclutados”.  
 
Pese a este marco, la totalidad de los niños y las niñas que integraban las AUC no fueron 
sujetos de atención, pues su entrega no fue completa. En el año 2007, la Defensoría del 
Pueblo alertó sobre el hecho de que “en los procesos de desmovilización colectiva […], no 
se ha[bía] producido la entrega de menores de edad reportados como integrantes de los 
grupos desmovilizados” (Defensoría del Pueblo, 2007 ). Asimismo en el año 2007, 
organizaciones de la sociedad civil como COALICO, denunciaron que algunos niños, niñas 
y adolescentes fueron desvinculados con anterioridad a las desmovilizaciones colectivas 
de las AUC, o habrían sido regresados a sus casas sin participar en programas de 
reintegración. Este fenómeno fue denominado como desmovilizaciones “por la puerta 
trasera” (COALICO, 2007).  
 
Estas evidentes falencias en la entrega de los niños y las niñas son patentes en el caso de 
Freddy Rendón Herrera, alias “el alemán”, quien fue declarado responsable por 
reclutamiento ilícito de 309 niños, niñas y adolescentes en la región de Urabá (Sentencia 
contra Fredy Rendón Herrera, 2011), mientras que en el momento de la desmovilización 
del Bloque al cual él comandaba, se reportó que dicho grupo no contaba niños y niñas en 
sus filas que requirieran algún tipo de protección (Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, 2007).  
 
Esta falta de entrega de la totalidad de los niños, niñas y adolescentes que se estimaba, 
hacían parte de las AUC, llevó al Gobierno al diseño de una alternativa ad hoc, dirigida a 
buscar, identificar y reestablecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes no 
entregados por las AUC bajo el título de “Buscando a Nemo” formalizado por medio del 
Convenio CM 144 de 2009 (Universidad Nacional de Colombia. Observatorio de procesos 
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de Desarme, Desmovilización y Reintegración, 2011). Como era de esperarse, esta 
respuesta no tuvo resultados significativos que pudieran enmendar la falta de entrega 
oportuna de los niños y niñas víctimas de reclutamiento. 
 
 Diálogos de Paz con las FARC y el ELN 
 
Además del proceso de diálogo con las AUC, Colombia no tiene ningún antecedente de 
inclusión de la cuestión de los niños soldados en un proceso de paz que aborde 
directamente la desvinculación de las personas menores de edad que compongan un 
grupo armado al margen de la ley. Tampoco tiene antecedentes de compromisos suscritos 
con el Gobierno que se dirijan a la renuncia de continuar cometiendo esta violación por 
parte de algún grupo armado al margen de la ley que haya sido objeto de un proceso de 
cumplimiento debidamente verificado. 
 
Cuenta sí, como sabemos, con una larga historia de violación de los derechos de los niños 
y las niñas a través del reclutamiento y la utilización, pero no con un recorrido en torno a 
cómo hacer que estas prácticas cesen obteniendo el compromiso de los responsables para 
el efecto. 
 
En la actualidad se adelanta un proceso de paz que ha sido conducido por el Gobierno 
Nacional por algo más de dos años con las FARC, al tiempo que se han iniciado diálogos 
exploratorios con el ELN, existiendo la posibilidad de que dichos procesos sean unificados 
en algún momento, como lo manifestó el Presidente de la República a inicios de noviembre 
de 2014 en el marco de su visita al Parlamento Europeo (Caracol Radio, 2014). 
 
En este proceso de paz, de manera similar a los anteriores, la situación de los niños 
reclutados y utilizados no es uno de los asuntos principales de la agenda ni ha sido 
considerado como un punto autónomo. En efecto, de acuerdo con el Acuerdo General 
suscrito entre las partes, los temas a discutir con miras a la suscripción de un Acuerdo 
Final para la terminación del conflicto son: (i) Política de desarrollo agrario integral, (ii) 
Participación Política, (iii) Fin del conflicto, (iv) Solución al problema de las drogas ilícitas, 
(v) Víctimas e (vi) Implementación, verificación y refrendación de los puntos acordado 
(Acuerdo general para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y 
duradera, 2012).  
 
En esa perspectiva, la discusión sobre los niños víctimas de reclutamiento y utilización ha 
sido incluida en el acápite referido a las víctimas, cuya discusión inició en julio de 2014 y 
en virtud de la cual, diversas víctimas del conflicto en Colombia han viajado a La Habana, 
Cuba para hablar con las delegaciones de los negociadores del Gobierno y de las FARC 
sobre sus expectativas en el marco de un proceso de paz. Precisamente, coincidiendo con 
la Cuarta Audiencia de Víctimas del conflicto llevada a cabo a inicios del mes de noviembre 
de 2014, la delegación de las FARC formuló dos pronunciamientos que parecen enmarcar 
el tratamiento que dicho grupo espera darle al tema en la mesa de negociación. De un 
lado, al inicio de la séptima jornada del Ciclo 30 de conversaciones, alias “Pablo 
Catatumbo”, miembro de la delegación de las FARC, leyó un comunicado en el que negó 
cualquier responsabilidad de dicho grupo en la comisión de crímenes de guerra o crímenes 
de lesa humanidad (Delegación de Paz de las FARC-EP, 2014) y, del otro, precisamente 
al cierre de la Audiencia de Víctimas, las FARC manifestaron su intención de continuar sus 
esfuerzos por disminuir los efectos del conflicto, para lo que propusieron un Acuerdo 
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Especial Humanitario sobre diversos asuntos entre los que incluyeron el que denominaron 
de manera eufemística “soluciones al problema de la presencia de menores en el conflicto” 
(Delegación de Paz de las FARC-EP, 2014). 
 
Estos pronunciamientos revelan como mínimo, que uno de los principales retos a superar 
con miras a alcanzar compromisos serios que impliquen la cesación del reclutamiento 
forzado, es el lograr un entendimiento común sobre lo que ha significado el reclutamiento 
de niños, niñas y adolescentes en Colombia, su impacto y su caracterización, lo que por 
supuesto, tendrá efectos en la respuesta del Estado en un escenario pos acuerdo.   
 
Un paso fundamental es que exista un reconocimiento por parte de los grupos –que por 
los comunicados recientes de las FARC parece ausente en la actualidad–, de la calidad 
de sujetos prevalentes de derechos y no de objetos, de los niños y niñas, quienes en todo 
caso, han sido víctimas del reclutamiento. Sobre este punto, el Informe Graça Machel 
(Asamblea General de las Naciones Unidas, 1996) destaca que [e]l reconocimiento oficial 
del papel que desempeñan los niños en la guerra es una medida fundamental” y agrega 
que […] sin ese reconocimiento, no puede haber ni planificación ni programación eficaces 
en un plano nacional” (párrafo 49). 
 
Y un paso fundamental para lograr dicho reconocimiento es el lograr que la respuesta penal 
frente a esta conducta, no pueda argüirse, como en el caso de la desmovilización con las 
AUC como una excusa para esconder a los niños y las niñas. Como lo veíamos al revisar 
algunos instrumentos internacionales que perfilaron el interés del Consejo de Seguridad 
en la afectación sufrida por los niños en virtud de los conflictos armados, el Estatuto de la 
Corte Penal Internacional (Naciones Unidas, 1998) solo considera sujetos pasivos del 
crimen de guerra de reclutamiento a las personas menores de 15 años cuando esta 
conducta ha sido cometida a gran escala y con conocimiento de todos los elementos del 
tipo penal. Comprobar que el reclutamiento en Colombia se ha dirigido expresamente a 
personas menores de 15 años y la existencia de dicha política resultaría ciertamente 
complejo y en todo caso, considerando que el delito en Colombia extiende la protección 
hasta los 18 años de edad, resultaría mucho más viable apoyar la acción penal desde la 
jurisdicción doméstica y no construir un fantasma que pueda generar reticencias 
insalvables que promuevan la repetición de los errores del pasado.  
 
Este es, sin duda, un proceso no exento de complejidades que, valga mencionarlo, se da 
luego de una fase exploratoria que siguió a dos períodos de Gobierno (2002-2008) en los 
que se intentó vencer militarmente a estos grupos sin lograrlo, pese a que se reportaron 
varios resultados en términos de capturas, desmovilizaciones y bajas. Períodos que a su 
vez fueron resultado de un proceso fallido de paz que consumió parte de las esperanzas 
de la opinión pública, del Estado y de los mismos grupos en una salida negociada al 
conflicto. Esto ha implicado un esfuerzo del Gobierno no solo para la construcción de 
confianza entre las partes, sino para el fortalecimiento de la legitimidad del Estado y de la 
institucionalidad colombiana como interlocutor válido. 
 
A lo anterior se suma el hecho de que la búsqueda de un compromiso de parte de estos 
grupos armados para que cese el reclutamiento y liberen a los niños que componen sus 
filas ha sido adelantada sin éxito. La Representante Especial del Secretario General lo 
intentó a finales del siglo pasado como se reporta en el Octavo Informe del Secretario 
General (Secretario General de Naciones Unidas, 2009), en el que se asevera que en 
1999, las FARC habrían asumido directamente con la Representante Especial el 
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compromiso de cesar el reclutamiento de niños menores de 15 años, pese a lo cual han 
continuado cometiendo esta violación. 
 
En el caso del ELN, este grupo en julio de 1998 firmó con representantes de la sociedad 
civil y miembros del Consejo Nacional de Paz en Maguncia (Alemania) un acuerdo en el 
que se comprometía a no reclutar a niños menores de 16 años, no obstante, ha seguido 
reclutándolos (Secretario General de Naciones Unidas, 2009).  
 
Adicionalmente, deben mencionarse los acercamientos entre el Gobierno y el ELN 
iniciados en diciembre de 2005 (que poco a poco fueron congelándose), en virtud de los 
cuales el Gobierno insistió, sin éxito, en la inclusión de la desvinculación de las personas 
menores de edad como un asunto a incluir en un “Acuerdo Base” para negociar la paz. 
Dicha inclusión fue rechazada por el ELN (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2008). 
 
En todo caso y ese es un aspecto que debe ser claro, la liberación de las personas que 
actualmente son parte de estos grupos y cuentan con menos de 18 años de edad, será 
necesariamente una respuesta parcial y solo presentará una fotografía de su actual 
composición y del hoy del fenómeno, pero no mostrará necesariamente cuántos niños y 
niñas ingresaron en todos estos años de conflicto a dichos grupos y no por ello debe 
abandonarse la idea de alcanzarla si la perspectiva, más allá de establecer verdades y 
responsabilidades, es la garantía de los derechos de esos seres humanos que hoy 
padecen los efectos del conflicto armado. Este es necesariamente un enfoque 
problemático si se observa el escenario de polarización que vive el país, pero es a mi juicio, 
el que permitirá que los niños y las niñas no sean desvinculados por la “puerta de atrás” –
para usar el término empleado por la sociedad civil al referirse al proceso con las AUC– o, 
en el peor de los casos, ejecutados para desaparecer su rastro.  
4.2 El Mecanismo y los Planes de Acción 
El MRM se ha aplicado en nueve años de vigencia a veinte situaciones en tres distintos 
continentes. Como lo veíamos en un apartado anterior, cinco de estas situaciones han sido 
excluidas de los anexos del Secretario General al considerar que han existido avances 
positivos en las medidas adoptadas para prevenir, poner fin y castigar la ocurrencia de las 
seis violaciones graves a las que se refiere la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 
2005). Aunque no se puede desconocer los resultados que ha tenido el MRM y el interés 
creciente del Consejo de Seguridad, llama la atención que los países a los que se les haya 
aplicado del Mecanismo sean mayoritariamente de África y países como Rusia o Irlanda 
hayan sido eliminados (Secretario General de Naciones Unidas, 2005) antes de que el 
mismo fuera puesto en marcha, con el argumento de que no se contaba con información. 
En otros casos, la falta de información o de acceso de los equipos para obtenerla, lejos de 
ser una causal de exclusión de las partes o de las situaciones, ha generado el llamado de 
atención del Secretario General y por supuesto de la comunidad internacional. 
 
A continuación, con el propósito de ver la cobertura de los Planes de Acción que ha suscrito 
la Oficina de la Representante Especial y los equipos de tareas en el terreno así como los 
resultados de esta herramienta, revisaremos brevemente las situaciones a las que se 
aplica el MRM, las partes listadas en dichas situaciones y los planes de acción que se han 
suscrito. 
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4.2.1 Planes de Acción 
Los planes de acción entendidos como compromisos escritos suscritos entre agencias de 
las Naciones Unidas y grupos armados y//o fuerzas armadas, dirigidos a la liberación de 
niños y niñas reclutados y a la suspensión de la práctica del reclutamiento y utilización ha 
sido un recurso al cual ha acudido la Oficina de la Representante Especial del Secretario 
General para la cuestión de los niños y los conflictos armados, incluso antes de la 
aprobación y puesta en marcha del MRM. 
 
En los informes cuarto (Secretario General de Naciones Unidas, 2003) y quinto (Secretario 
General de Naciones Unidas, 2005) del Secretario General, por ejemplo, se menciona la 
suscripción de algunos planes de acción con resultados parciales en la República 
Democrática del Congo y en Burundi. 
 
Estos planes de acción buscan establecer obligaciones con plazos definidos que 
contribuyan a la cesación de cualquiera de las violaciones graves a las que se refiere el 
MRM, principalmente se ha empleado para lograr la desvinculación de los niños y las niñas 
que permanecen en las filas de los grupos o fuerzas, para lo cual en muchos casos el 
primer paso es poder tener acceso a los campamentos para determinar el universo de 
niños y niñas que serían sujeto de liberación.  
 
De la manera como se ha concebido la labor de las Naciones Unidas en este campo, la 
suscripción de planes de acción pero más allá de eso, su efectivo cumplimiento, es un 
requisito necesario para que una parte sea eliminada de la “lista de la vergüenza” contenida 
en los Anexos al Informe del Secretario General. Así, estos planes son suscritos 
directamente con las Naciones Unidas, en ocasiones, con participación del Estado en cuyo 
territorio opera el grupo que esté cometiendo la grave violación. 
 
A la fecha no se cuenta con un estudio independiente que analice cuáles han sido los 
resultados y el impacto de estos planes de acción en relación con los derechos de los niños 
y las niñas en los lugares y con respecto a los grupos o fuerzas que los han suscrito36 
versus aquellas situaciones en las que dichas herramientas no han sido utilizadas. Sin 
perjuicio de ello, el Secretario General, el propio Consejo de Seguridad y algunos 
miembros de la sociedad civil y de la comunidad internacional, ven en los mismos una 
herramienta a la cual debería acudirse con el propósito de frenar esta práctica. 
 
Para el Comité Coordinador de Consolidación de Paz de Canadá (CPCC por su siglas en 
inglés), por ejemplo, la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) básicamente 
cuenta con dos herramientas. De un lado estaría el mecanismo de monitoreo y del otro los 
planes de acción. En un informe de esta red de organizaciones, cuyo propósito es dar a 
conocer la Resolución, se puede leer: 
                                               
 
36 Watch List publicó en abril de 2013 un análisis dirigido a revisar los planes de acción suscritos por la 
Oficina de la Representante Especial y cuáles de ellos habían sido objeto de cumplimiento con el objeto 
de encontrar los desafíos para que estos compromisos sean honrados, los medios de seguimiento y la 
manera en la que estos pueden mejorar su transparencia y “accountability” (Watchlist on Children and 
Armed Conflict, 2013). El documento sin embargo, no hace un análisis sobre el impacto de los planes de 
acción que se consideran cumplidos y del por qué serían estos y no otra herramienta, la llamada a lograr 
el cese del reclutamiento y la utilización de niños y niñas en las situaciones a las que se refiere el MRM.  
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A second tool [además del sistema de monitoreo] is the use of action plans 
to end the recruitment and use of child soldiers; plans are to be developed by 
listed parties to conflict in specific countries. Action plans include a 
combination of incentives for compliance and targeted sanctions if no 
progress is made (Vandergrift, pág. 2).  
 
De acuerdo con la Oficina de la Representante Especial, se han firmado planes de acción 
con 22 de las partes que han sido enumeradas en alguno de los Anexos al Informe del 
Secretario General, de las cuales 9 han cumplido satisfactoriamente por lo cual han sido 
retiradas de los Anexos (Oficina de la Representante Especial del Secretario General). 
 
Teniendo claros entonces los antecedentes, la naturaleza jurídica, el mandato que le dio 
origen y la manera en la que opera el MRM, además de las razones por las cuales ha sido 
considerado un hito al involucrar al Consejo de Seguridad, al contar con una prolífica 
práctica y un marco normativo enriquecido por las resoluciones y declaraciones 
presidenciales adoptadas37, es preciso revisar a continuación a qué otros países se aplica 
y a cuáles se les ha recomendado y se han firmado planes de acción de la manera como 
los ha concebido el Sistema de Naciones Unidas. 
4.2.2 Situaciones y Partes enlistadas en los Anexos al Informe del 
Secretario General 
Con anterioridad a que el Secretario General presentara su plan de acción del MRM en su 
quinto informe periódico (Secretario General de Naciones Unidas, 2005) y las situaciones 
a las que se aplicaría incluidas en los Anexos a dicho informe, habían aparecido en los 
informes tercero (Secretario General de Naciones Unidas, 2002) y cuarto (Secretario 
General de Naciones Unidas, 2003) las situaciones y partes que se incluyen en las tablas 
4-1 y 4-2: 
 
Tabla 4-1: Situaciones y partes listadas en el Anexo I. 
 
Situaciones de 
conflicto armado que 
figuran en el programa 
de trabajo del Consejo 
de Seguridad 
Partes que reclutan o utilizan niños 
Afganistán 
1. Fuerzas restantes de los talibanes 
2. Facciones vinculadas con la antigua Alianza del Norte 
3. Facciones en el sur de Afganistán 
Burundi 1. Fuerzas Armadas de Burundi (FAB) 
                                               
 
37 La Presidencia del Consejo de Seguridad ha proferido al menos siete Declaraciones Presidenciales 
entre julio de 2006 y junio de 2013 con el propósito de respaldar el MRM, invitar a los Estados a que se 
adhieran de forma voluntaria y establecer un marco integral que le sirva de base al Mecanismo y 
contribuya a la protección integral de los niños afectados por conflictos armados. Al respecto se pueden 
mencionar la Declaraciones S/PRST/2006/33 de julio de 2006, S/PRST/2006/48 de noviembre del mismo 
año, S/PRST/2008/6 de febrero de 2008, S/PRST/2008/28 de julio de 2008, S/PRST/2009/9 de abril de 
2009, S/PRST/2010/10 de junio de 2010 y la S/PRST/2013/8 de junio de 2013. 
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2. PALIPEHUTU/FNL (Partido para la liberación del pueblo 
hutu/Fuerzas nacionales de liberación) 
a) Facción de AgatonRwasaa 
b) Facción de Alain Mugabarabonaa 
3. CNDD/FDD (Consejo Nacional para la defensa de la 
democracia/Fuerzas para la defensa de la democracia) 
a) Facción de Pierre Nkurunzizaa 
b) Facción de Jean Bosco Ndayikengurukiyea 
Costa de Marfil 
1. Fuerzas Armadas Nacionales de Côted’Ivoire (FANCI) 
2. Movimiento por la Justicia y la Paz (MPJ)a 
3. Movimiento Popular de Côted’Ivoire del Gran Occidente 
(MPIGO) 
4. Movimiento Patriótico de Côted’Ivoire (MPCI) 
República Democrática 
del Congo 
1. Fuerzas Armadas Congoleñas (FAC) 
2. Movimiento Nacional de Liberación del Congo (MLC) 
3. Coalición Congoleña para la Democracia-Goma(RCD/G) 
4. Coalición Congoleña para la Democracia (RCD)-Nacional 
5. Coalición Congoleña para la Democracia (RCD)-
Kisangani/ML 
6. Milicia Hema 
a) Unión de Patriotas Congoleños (UPC) 
b) Partido para la Unidad y la Salvaguardia del Congo 
(PUSIC) 
7. Fuerzas de Masunzu 
8. Milicias Lendu/Ngiti 
a) Frente de Nacionalistas e Integracionistas (FNI) (Lendu) 
b) Frente Popular para la Reconciliación de Ituri (FPRI) 
(Ngiti) 
9. Antiguas Fuerzas Armadas Rwandesas (ex-FAR) y milicias 
interahamwe 
10. Mai-Mai 
11. Movimiento Nacional de Liberación del Congo (MLC) 
12. Fuerzas Armadas Populares Congoleñas (FAPC) 
13. Mazundu-40 
Liberia 
1. Fuerzas Armadas de Liberia (FAL) 
2. Liberianos Unidos por la Reconciliación y la Democracia 
(LURD) 
3. Movimiento para la Democracia en Liberia (MODEL) 
Somalia 
1. Gobierno Nacional de Transición 
2. Alianza del Valle de Juba 
3. Consejo de Reconciliación y Restauración de Somalia 
4. Consejo de Reconciliación y Restauración de Somalia-
Mogadishu 
5. Ejército de Resistencia Rahanwein (RRA) 
Fuente: Tercer y Cuarto Informes periódicos del Secretario General 
 
 
Tabla 4-2: Situaciones y partes listadas en el Anexo II. 
 
Situaciones que no figuran 
en el programa de trabajo 
del Consejo de Seguridad 
Partes que reclutan o utilizan niños 
República de Chechenia de 
la Federación de Rusia 
Grupos insurgentes chechenos 
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Colombia 
1. Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) 
a) Autodefensas Unidas del Sur del Casanare 
(AUSC) 
b) Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá 
(ACU) 
c) Autodefensas de Magdalena Medio (ACMM)a 
d) Autodefensas del Metaa 
2. Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC) 
3. Ejército de Liberación Nacional (ELN) 
Myanmar 
1. TatmadawKyi (fuerzas armadas gubernamentales) 
2. Unión Nacional Karena 
3. Ejército de Liberación Nacional Karenni 
Nepal Partido Comunista de Nepal (PCN-Maoísta) 
Irlanda del Norte Grupos paramilitares 
Filipinas 
1. Nuevo Ejército del Pueblo (NPA) 
2. Frente Islámico Moro de Liberación (MILF) 
3. Frente Moro de Liberación Nacional (MNLF) 
4. Abu Sayyaf 
Sri Lanka Tigres de Liberación de Eelam Tamil 
Sudán 
1. Milicias aliadas con el Gobierno, Movimiento de 
Unidad del Sudán Sur (SSUM) 
2. Movimiento/Ejército de Liberación del Pueblo Sudanés 
(SPLM/A) 
Uganda 
 
1. Fuerzas de Defensa del Pueblo de Uganda (UPDF) 
2. Unidades de Defensa Local, aliadas a las Fuerzas de 
Defensa del Pueblo de Uganda (UPDF) 
3. Ejército de Resistencia del Señor (LRA) 
Fuente: Tercer y Cuarto Informes periódicos del Secretario General 
 
Se trataba en total de quince situaciones y casi cincuenta partes. Sin embargo, en el quinto 
informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2005), las situaciones se redujeron a 
once y en informes posteriores fueron agregadas otras, así como varias que inicialmente 
se encontraban fuera de la agenda del Consejo luego fueron incluidas en el programa de 
este órgano, como se detalló en el acápite referido a los informes del Secretario General. 
Todas estas vicisitudes de los Anexos al Informe del Secretario General han resultado en 
que durante estos años se haya aplicado el MRM a 20 situaciones (tabla 4-3): 
 
 
Tabla 4-3: Situaciones a las que se ha implementado el MRM. 
 
Situaciones Anexo al que 
pertenecen 
Informes Presentados por el SG* en 
aplicación del MRM 
Afganistán Anexo I Dos informes presentados en noviembre de 
2008 y febrero de 2011. 
Burundi Anexo I Tres informes presentados en octubre de 
2006, noviembre de 2007 y septiembre de 
2009. 
Región de África Central 
(República Centroafricana, 
República Democrática del 
Anexo I Un informe presentado en mayo de 2012 
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Congo, Sudán del Sur y 
Uganda) 
República Centroafricana Anexo I Dos informes presentados en febrero de 
2009 y abril de 2011. 
Chad Anexo I Tres informes presentados en julio de 2007, 
agosto de 2008 y febrero de 2011. 
República Democrática del 
Congo 
Anexo I Cinco informes en junio de 2006, junio de 
2007, noviembre de 2008, julio de 2010 y 
junio de 2014. 
Costa de Marfil Anexo I Dos informes en octubre de 2006 y agosto de 
2007. 
Iraq Anexo I Un informe en junio de 2011. 
Mali Anexo I Un informe en abril de 2014. 
Myanmar Anexo I Tres informes en noviembre de 2007, junio 
de 2009 y mayo de 2013. 
Somalia Anexo I Tres informes presentados en mayo de 
2007, mayo de 2008 y noviembre de 2011. 
Sudán del Sur Anexo I Cuatro informes de agosto de 2006, agosto 
de 2007, febrero de 2009 y julio de 2011. Sudán 
República Árabe Siria Anexo I Un informe en diciembre de 2013 
Uganda Anexo I Tres informes presentados en mayo de 
2007, junio de 2008 y septiembre de 2009. 
Colombia Anexo II Dos informes en agosto de 2009 y marzo de 
2012- 
Filipinas Anexo II Tres informes en abril de 2008, enero de 
2010 y julio de 2013. 
Nepal Anexo II Tres informes presentados en diciembre de 
2006, abril de 2008 y noviembre de 2010. 
Sri Lanka Anexo II Cuatro Informes en diciembre de 2006, 
diciembre de 2007, junio de 2009 y diciembre 
de 2011. 
Yemen Anexo II Un informe en junio de 2013. 
* Secretario General 
 
Salvo Rusia, Irlanda del Norte y Liberia, a todas las situaciones restantes que fueron 
incluidas en los dos informes anteriores al quinto informe del Secretario General 
(Secretario General de Naciones Unidas, 2005), se ha aplicado el MRM y a estas doce se 
han unido ocho situaciones más, siete de ellas correspondientes al Anexo I (Región de 
África Central, República Centroafricana, Chad, Mali, República Árabe Siria, Iraq y Sudán 
del Sur) y una más incluida en el Anexo II (Yemen). 
 
Teniendo en cuenta este universo de situaciones en cada una de la cuales operan a su 
vez uno o varios grupos o fuerzas armadas a las que se les responsabiliza de cometer 
violaciones graves contra los derechos de los niños y las niñas y considerando que seis 
de ellas (Burundi, Chad, Costa de Marfil, Nepal, Uganda y Sri Lanka) fueron eliminadas de 
los Anexos al Informe del Secretario General, corresponde revisar en cuáles de las veinte 
situaciones listadas se han firmado planes de acción y cuáles han sido considerado 
exitosos por el Secretario General y su Representante Especial, de manera que han 
generado la salida de una parte o incluso de una situación de los Anexos. 
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4.2.3 Planes de Acción implementados 
De acuerdo con el Secretario General y su Representante Especial: 
 
178. Se suprimirá de la lista una parte a condición de que haya información 
verificada por las Naciones Unidas de que ha dejado de cometer, por lo 
menos en el período de un ciclo de presentación de informes, todas las 
violaciones graves contra niños que motivaron su inclusión en la lista incluida 
en el informe del Secretario General sobre los niños y los conflictos armados. 
179. Como elemento del proceso de supresión de la lista, una parte en 
conflicto, ya sea un agente estatal o no estatal, debe participar en un diálogo 
con las Naciones Unidas para preparar y aplicar uno o más planes de acción 
concretos con plazos fijos para poner fin a la comisión e impedir la comisión 
de las violaciones graves contra los niños que han motivado la inclusión de 
la parte en la lista anexa al informe del Secretario General sobre los niños y 
los conflictos armados de conformidad con las resoluciones del Consejo de 
Seguridad 1539 (2004), 1612 (2005) y 1882 (2009). Esos planes de acción 
deben tener plazos fijos e incluir, entre otras cosas: 
a) La cesación de las violaciones y/o el cuadro persistente de violaciones de 
que se trate; 
b) Órdenes de mando oficiales dictadas por la cadena de mando de una 
fuerza o grupo armado en que se especifique el compromiso de poner fin a 
las violaciones y adoptar medidas disciplinarias contra los que las cometan; 
c) Un medio de cooperación convenido entre la parte y las Naciones Unidas 
para acabar con las violaciones graves cometidas contra niños; 
d) Acceso al territorio bajo control de la parte y a las bases, campamentos, 
centros de adiestramiento, centros de reclutamiento y otras instalaciones 
pertinentes para la vigilancia y verificación permanentes del cumplimiento; 
las Naciones Unidas y la parte determinarán de común acuerdo el marco de 
acceso; 
e) Información verificable sobre las medidas emprendidas para que los 
responsables respondan de sus actos; 
f) Aplicación por la parte de una estrategia de prevención convenida para 
acabar con las violaciones; 
g) Nombramiento de un encargado de alto nivel en la jerarquía militar del 
grupo que deberá aplicar los criterios del plan de acción. (Secretario General 
de Naciones Unidas, 2010) 
 
En ese sentido, se entendería en principio que la suscripción de planes de acción con la 
Oficina de la Representante Especial y/o los equipos país encargados de la 
implementación del MRM es un requisito sine qua non para que una parte o incluso una 
situación completa sea eliminada de los Anexos. Sin embargo, más allá del instrumento, 
el resultado, esto es, la cesación de la violación es el fin último del MRM por lo que, aún 
sin que se firme un plan de acción, habiendo cesado la violación es posible que una parte 
o una situación salgan del listado del Secretario General. 
 
Como lo vimos, al revisar detenidamente cada uno de los informes que ha elaborado el 
Secretario General desde el quinto hasta el décimo tercero, se observa que se han 
eliminado seis situaciones (Burundi, Costa de Marfil, Nepal, Sri Lanka, Uganda y Chad) y 
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algunas partes también38. De las situaciones que se han excluido de la lista, se encuentra 
que de acuerdo con la Oficina de la Representante Especial, se han suscrito planes de 
acción en cinco de ellas (Oficina de la Representante Especial del Secretario General), 
solo Burundi no parece haber suscrito un documento similar. 
 
Costa de Marfil fue una de las primeras situaciones en ser eliminada del Anexo al firmarse 
planes de acción con las cinco partes que habían sido incluidas por el Secretario General, 
una de ellas luchaba contra el Gobierno y las cuatro restantes tenían influencia estatal. 
Estos grupos eran las Fuerzas Armadas de las Forces Nouvelles (FAFN), con la que se 
firmó un plan de acción en noviembre de 2005 y; en septiembre de 2006 con el Frente para 
la Liberación del Gran Oeste (FLGO); el Movimiento Ivoriano de Liberación del Oeste de 
Côte d’Ivoire (MILOCI); la Alianza Patriótica de la Etnia Wè (APWE) y la Unión Patriótica 
de Resistencia del Gran Oeste (UPRGO).  
 
El cumplimiento de estos planes de acción ha sido, sin embargo, ampliamente criticado, 
puesto que no existió un proceso formal de desvinculación de todos los niños y niñas que 
pertenecían a estos grupos y, por el contrario, se les acusa de que resultado de los mismos, 
algunos niños que formalmente portaban armas habrían sido separados mientras que otros 
que realizaban otro tipo de tareas que están contempladas en la definición de reclutamiento 
y utilización, no habrían corrido la misma suerte (Happold, 2012, pág. 376). 
 
Posteriormente, en el noveno informe del Secretario General (Secretario General de 
Naciones Unidas, 2010) sale Burundi, que inicialmente en el quinto informe aparecía con 
tres partes reportadas (Consejo Nacional para la Defensa de la Democracia (CNDD) de 
Leonard Nyangoma; Consejo Nacional para la Defensa de la Democracia/Fuerzas de 
Defensa de la Democracia (CNDD/FDD) de Pierre Nkurunziza y las Fuerzas Nacionales 
de Liberación (FNL)) y luego del sexto con una de ellas, el FNL. De acuerdo con el 
Secretario General, en Burundi pese a que no se firmó un plan de acción sí se consiguieron 
avances significativos resultado de la firma de un Acuerdo Amplio de Cesación del Fuego 
entre el Gobierno de Burundi y el FNL que permitió la liberación de todos los niños que 
presumiblemente hacían parte del FNL, la creación de un tipo penal que condena el 
reclutamiento de personas menores de 18 años y la ausencia de denuncias por 
reclutamiento forzado atribuido a ese grupo.  
 
Nepal y Sri Lanka fueron eliminadas de los Anexos en el décimo primer informe (Secretario 
General de Naciones Unidas, 2013), luego de haberse comprobado el cumplimiento de los 
planes de acción suscritos con el Partido Comunista Unificado de Nepal [Maoísta](PCUN-
M) (16 de diciembre de 2009) y el Tamil MakkalViduthalaiPulikal (TMVP) (1 de diciembre 
de 2008) en Sri Lanka. 
 
Uganda aunque fue eliminado de manera separada, fue incluido en el área de influencia 
del Ejército de Resistencia del Señor, denominada Región centroafricana39. Hasta el 
                                               
 
38 En el Anexo, se puede revisar un cuadro completo del Sexto informe en adelante, en el que se incluyen 
las partes analizadas por el Secretario General en cada situación. 
39Sobre el particular debe observarse que la situación de Uganda fue enviada por dicho Estado a la Corte 
Penal Internacional en diciembre de 2003, decisión fuertemente criticada por la comunidad Acholi, bajo 
el liderazgo de la ex Ministra Betty Bigombe, pues podía afectar las posibilidades de iniciar un diálogo de 
paz con el Ejército de Resistencia del Señor. Entre marzo y mayo de 2005, el entonces Fiscal de la Corte 
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séptimo informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2007) aparecía reportada una 
parte de las fuerzas armadas estatales denominada Fuerzas de Defensa del Pueblo de 
Uganda (UPDF), con quienes se firmó en agosto de 2007 un plan de acción, razón por la 
cual, fue eliminada en el octavo informe (Secretario General de Naciones Unidas, 2009). 
 
Chad corresponde a la última de las situaciones excluidas de los Anexos, al no aparecer 
en el informe de 2014 (Secretario General de Naciones Unidas, 2014), luego de comprobar 
que el Ejército Nacional del Chad cumplió el plan de acción que había firmado el 15 de 
junio de 2011. 
 
Así pues, de estas seis situaciones, cinco fueron eliminadas totalmente de los Anexos, al 
conseguir en cuatro de ellas el cumplimiento de acuerdo con el Secretario General y la 
Oficina de la Representante Especial, de los planes de acción impulsados por las Naciones 
Unidas. Con todo, hay otros planes de acción que ha impulsado la Oficina de la 
Representante Especial con diversas partes que no han generado aún que la situación o 
que el grupo o fuerza responsable haya sido excluido de los listados de “la vergüenza”. 
 
Conforme lo reporta la Oficina de la Representantes Especial (Oficina de la Representante 
Especial del Secretario General), desde la puesta en marcha del MRM, se han impulsado 
planes de acción con 22 de las partes que figuran en los anexos, entre las que se 
encuentran 11 fuerzas gubernamentales y 11 grupos armados no estatales. De estos 
planes, 9 han sido cumplidos por lo que las partes responsables han sido eliminadas de 
los Anexos. Estos 9 planes corresponden a los suscritos con seis fuerzas estatales y tres 
grupos no estatales que operaban en las situaciones a las que nos referimos en los 
párrafos precedentes, esto es Chad, Uganda, Nepal, Sri Lanka y Costa de Marfil. Los 13 
planes de acción restantes, suscritos y cuyo cumplimiento no ha sido considerado 
satisfactorio, han sido firmados con los siguientes grupos (8) y fuerzas (5) (tabla 4-4). 
 
Tabla 4-4: Planes de Acción firmados y en vías de ejecución 
 
Situaciones Parte incluida en los Anexos Fecha de suscripción  
Afganistán Fuerzas Nacionales de Seguridad Afganas 30 de enero de 2011 
Filipinas Frente Moro de Liberación Islámica (FMLI) Julio de 2009 
Myanmar TatmadawKyi 27 de junio de 2012 
República 
Centroafricana 
Ejército Popular para la Restauración de la 
Democracia (EPRD) 
19 de octubre de 2011 
Convención de Patriotas por la Justicia y la 
Paz (CPJP) 
20 de noviembre de 
2011 
República Democrática 
del Congo 
Fuerzas Armadas de la República 
Democrática del Congo (FARDC) 
4 de octubre de 2012 
Somalia Gobierno Federal de Transición (GFT) 3 de julio de 2012 
6 de agosto de 2012 
                                               
 
Penal Internacional, Luis Moreno, luego de haber iniciado investigaciones que solo comprometían a dicho 
grupo, dejó saber que las acusaciones podrían ser postergadas para darle al proceso de paz una 
oportunidad en “interés de la justicia”. Sin embargo, desde que la CPI expidió órdenes de detención 
contra Joseph Kony y otros líderes del grupo armado en 2005 por su presunta responsabilidad en varios 
crímenes, incluidos inducción a la violación y reclutamiento de niños, aquél se ha negado a firmar un 
acuerdo de paz (Rashid, 2013) 
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Sudán Ejército de Liberación del Pueblo Sudanés 
(SPLA) 
2 de noviembre de 
2009 
Ejército de Liberación del Sudán – facción 
Minnawi (ELS/Minnawi) 
11 de junio de 2007 
Ejército de Liberación del Sudán – facción 
Libre Albedrío (ELS/Libre Albedrío) 
junio de 2010 
Ejército de Liberación del Sudán – facción 
Abu Gasim (ELS/Abu Gasim) 
15 de agosto de 2008 
Sudán del Sur Ejército de Liberación del Pueblo del Sudán 
(SPLA) - (Firmó en calidad de fuerzas 
armadas del país después de la 
independencia en 2011) 
12 de marzo de 2012, 
prorrogado en marzo 
de 2013 
 
Yemen Fuerzas del Gobierno del Yemen (FGY) 14 de mayo de 2014 
 
De esta manera, de las sesenta y dos partes que aparecen en el décimo tercer informe del 
Secretario General (Secretario General de Naciones Unidas, 2014), actualmente las 
Naciones Unidas han alcanzado acuerdos suscritos con sus Oficinas en terreno o con la 
Oficina de la Representante Especial con trece de ellas, esto es con un poco más del veinte 
por ciento del total de los grupos listados. Adicionalmente, de los planes de acción que la 
Oficina considera exitosos una gran parte, poco más del 60%, han sido firmados y 
cumplidos por fuerzas estatales, no siendo el mismo impacto en grupos armados al margen 
de los Gobiernos o Estados, lo que respalda el hecho de que alcanzar el cumplimiento de 
compromisos asumidos por una fuerza estatal representada por un Gobierno es 
sustancialmente más probable que si se pretende el mismo objetivo de grupos no 
estatales. 
 
A lo anterior, podría agregarse que hay un número importante de partes que han sido 
excluidas de los listados, por cuenta de los compromisos suscritos, en algunos casos en 
medio de acuerdos de paz o de cese de hostilidades firmados autónomamente por los 
Estados y los grupos armados. En este caso se encuentra la situación de Burundi, o incluso 
de Colombia, que en el quinto informe del Secretario General aparecía con doce partes 
que reclutaban o utilizaban niños y niñas, de la cuales fueron eliminadas diez de al verificar 
que las mismas se habían desarticulado como resultado de un proceso de diálogo con el 
Gobierno. 
 
Lo cierto es que si se hiciera un análisis meramente cuantitativo, teniendo en cuenta el 
número de partes que han sido incluidas en los Anexos al Informe del Secretario General 
contra aquellas que han sido excluidas como resultado de un Plan de Acción en los 
términos en los que lo describe el Secretario General y lo exige como herramienta 
fundamental versus aquellas que han sido retiradas luego de procesos autónomos 
gestados por los Gobiernos, muchos de ellos, claro, acompañados por la comunidad 
internacional, puede llegarse fácilmente a la conclusión de que pese a que los planes 
pueden resultar ser una herramienta útil no son la única respuesta ni son la respuesta más 
efectiva, como en algunas ocasiones parecieran ser presentados por la Oficina de la 
Representante Especial y las agencias de Naciones Unidas en el terreno.      
  
 
5. Conclusiones 
Luego de haber hecho un recorrido por los antecedentes, el objeto y alcance de la 
Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) y del Mecanismo de Presentación y 
Supervisión de Informes y luego de intentar explicar desde las concepciones de jerarquías 
enmarañadas y rizos extraños el papel del Consejo de Seguridad en la protección de los 
niños y las niñas en situaciones de conflicto armado y su relación con el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, además de haber explicado las razones del por 
qué este Mecanismo es relevante para Colombia y, en ese marco, como los Planes de 
Acción que contempla, no sólo no son herramientas vinculantes para los Estados, sino 
respecto de los cuales puede predicarse un impacto muy limitado, es posible formular las 
siguientes conclusiones: 
 
1. El lugar que ocupa el MRM y la Resolución 1612 (Consejo de Seguridad, 2005) en 
el sistema de fuentes del derecho internacional, sólo es posible a partir del 
reconocimiento de la existencia de una fragmentación del derecho que hace del 
derecho Internacional un sistema complejo en forma de red que parte de la base 
de jerarquías enmarañadas en el que se establecen relaciones paradójicas en 
forma de rizos extraños tanto intra como intersistémicamente. 
 
2. En esa perspectiva, se inscriben las normas de soft law que, como la Resolución 
1612, no pueden ser catalogadas dentro de las fuentes clásicas descritas en el 
artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia. Condición que se 
profundiza al revisar la competencia en virtud de la cual fue creado el Mecanismo 
por parte del Consejo de Seguridad, estos es, en virtud de lo que se ha denominado 
su soft power. 
 
3. La Oficina de la Representante Especial, el Secretario General, el Grupo de Trabajo 
del Consejo de Seguridad y muchas organizaciones de la sociedad civil son 
partidarios de los planes de acción bajo la idea de que se trata de una herramienta 
efectiva exigible en todos los casos dejando atrás cualquier análisis desde la teoría 
jurídica, del lugar que ocupa el MRM y su fundamento normativo, así como un 
examen serio sobre los resultados de su suscripción e implementación.  
 
4. Considerando tanto el poder de donde emana el Mecanismo, esto es el soft power 
como el lugar en el sistema de fuentes del derecho internacional del mismo como 
un instrumento de soft law, resulta claro que las recomendaciones que adopta el 
Secretario General de Naciones Unidas y el Grupo de Trabajo del Consejo de 
Seguridad, incluida la suscripción de Planes de Acción no son decisiones 
jurídicamente vinculantes. 
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5. En esa perspectiva, cualquier otra salida respetuosa de los estándares 
internacionales que los Estados y las partes involucradas encuentren para hacer 
frente al reclutamiento y la utilización, que atienda, el “efecto útil” de este 
mecanismo, tendría que ser considerada como una respuesta apropiada. 
 
6. Los Planes de Acción no sólo han sido firmados por un porcentaje mínimo de las 
partes listadas en los Anexos al Informe del Secretario General, sino que además, 
aquellos que han sido cumplidos a su vez no representan un peso importante en 
relación con las situaciones monitoreadas por el Mecanismo y, por lo demás, han 
sido mayoritariamente calificados como exitosos o acatados por fuerzas estatales, 
no así por grupos armados al margen de la ley. 
 
7. Tal como lo ha reconocido el Secretario General, cada una de las partes listadas 
en los Anexos a sus informes, tiene características muy diversas y opera en 
contextos igualmente disimiles, lo que significa que cada situación demanda 
distintas estrategias de diálogo (Secretario General de Naciones Unidas, 2014) con 
miras a conseguir compromisos concretos que redunden en medidas concretas 
dirigidas a garantizar los derechos de los niños y las niñas que han sido vulnerados 
por los conflictos armados. La situación que hoy en día vive el país y el 
adelantamiento por parte del Gobierno de los diálogos de paz con las FARC y el 
ELN, grupos listados en los Informes del Secretario General, marca un contexto 
que no puede obviarse si se busca el cese del reclutamiento en Colombia. 
 
8. Un Plan de Acción con las FARC y el ELN implicaría un diálogo paralelo al que ha 
logrado el Gobierno con las FARC y al que ha iniciado con el ELN. El tiempo que 
han tomado los diálogos con las FARC, incluyendo la fase de acercamientos y la 
legitimidad que ha adquirido el proceso no solo en el ámbito internacional, sino en 
el mismo escenario nacional al existir la posibilidad de que el ELN se sume al 
mismo, es causa y efecto a la vez, de la construcción de un delicado equilibrio entre 
el Gobierno y los grupos armados al margen de la ley como interlocutores válidos 
capaces de llegar a consensos y disensos. El ingreso de un tercer actor podría 
desbalancear este delicado equilibrio en detrimento de la legitimidad del Gobierno, 
producir ruidos en la confianza alcanzada y conspirar contra el adelanto mismo del 
proceso desde un punto de vista comprehensivo y de los avances alcanzados hasta 
el momento en los primeros puntos de la agenda. 
 
9. Una alternativa para el país es la inclusión de compromisos concretos en la mesa 
de negociación en la que los interlocutores continúen siendo el Gobierno y los 
voceros de los grupos armados, sin perjuicio del acompañamiento que desde el 
principio ha prestado la comunidad internacional; en el que se parta de la base del 
reconocimiento de los niños y las niñas como sujetos de especial protección 
constitucional y en el que el MRM y las “listas de la vergüenza” sean empleadas 
como estímulo para ilustrar a los grupos armados sobre los réditos que les traerá, 
en una perspectiva pos acuerdo o pos desmovilización, el asumir y cumplir 
compromisos que contribuyan a realizar los derechos de la niñez y la adolescencia 
en Colombia. 
 
 
 
  
 
A. Anexo: Partes incluidas en los Anexos al Informe del 
Secretario General desde la aplicación del MRM 
 Situa c ione s/ informe  SG QUINTO INFORME SEXTO INFORME SÉPTIMO INFORME OCTAVO INFORME NOVENO INFORME DÉCIMO INFORME
DÉCIMO PRIMER 
INFORME
DÉCIMO SEGUNDO 
INFORME
DÉCIMO TERCER 
INFORME
Taliban forces
1. Policía Nacional del
Afganistán
2. Red Haqqani
3. Hezb- i- Islami
4. JamatSunat al-
DawaSalafia
5. Fuerzas de los talibanes
6. Frente Tora Bora
1. Policía Nacional del
Afganistán
2. Red Haqqania, 
3. Hezb- i- Islami de
GulbuddinHekmatyara, 
4. JamatSunat al-
DawaSalafia
5. Red LatifMansur
6. Fuerzas de los talibanesa, 
7. Frente Tora Bora
1. Policía Nacional del
Afganistán, incluida la
policía local afgana.
2. Red Haqqania
3. Hezb- e- Islami de
GulbuddinHekmatyar
4. Fuerzas de los talibanes,
incluidos el Frente Tora
Bora, JamatSunat al- Dawa
Salafia y la red de
LatifMansur
1. Policía Nacional del
Afganistán, incluida la policía 
local afgana
2. Red Haqqani
3. Hezb- e- Islami de
GulbuddinHekmatyar
4. Fuerzas de los talibanes,
incluidos el Frente Tora Bora,
JamatSunat al- Dawa Salafia
y la red de LatifMansur
1. Policía Nacional Afgana,
incluida la Policía Local
Afgana
2. Red Haqqani
3. Hezb- e- Islami de
Gulbuddin Hekmatyara
4. Fuerzas de los talibanes,
incluidos el Frente Tora
Bora, JamatSunat al-
DawaSalafia y la red
LatifMansur
Palipehutu- Forces 
nationales pour la libération
(FNL) — AgathonRwasa
1. Milic ias armadas 
afiliadas al bando 
presidencial
a) Front de libération du 
Grand Ouest (FLGO)
b) Mouvement ivoirien de 
libération ouest de Côte 
d’Ivoire (MILOCI)
c) Alliance patriotique de 
l’ethinieWé (APWé)
d) Union patriotique de 
résistance du Grand 
Ouest (UPRGO)
2. Fuerzas Armadas de las 
ForcesNouvelles (FAFN)
1. Fuerzas Armadas de las 
ForcesNouvelles 
(FAFN)/milic ias aliadas 
a) Movimiento por la Paz y la 
Justic ia (MPJ)
b) Movimiento Popular de 
Côted’Ivoire del Gran 
Occidente (MPIGO)
c) Movimiento Patriótico de 
Côted’Ivoire (MPCI)
2. ForcesupplétiveLIMA
Partido para la Liberación 
del Pueblo Hutu 
(Palipehutu)/Fuerzas 
Nacionales de Liberación 
(FNL)- AgathonRwasa
Fuerzas de los talibanesPa rte s e n e l Afga nistá n
Parti de libération du 
peuple hutu 
(Palipehutu)/Forces 
nationales pour la 
libération (FNL)-
AgathonRwasa
Pa rte s e n Burundi
1. Consejo Nacional para la 
Defensa de la Democracia 
(CNDD) de Leonard 
Nyangoma
2. Consejo Nacional para la 
Defensa de la 
Democracia/Fuerzas de 
Defensa de la Democracia 
(CNDD/FDD) de Pierre 
Nkurunziza
3. Partido para la Liberación 
del Pueblo Hutu/Fuerzas 
Nacionales de Liberación 
(PALIPEHUTU/FNL)-
AgathonRwasa
Pa rte s e n Côte  d’ Ivoire
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1.Alianza de Fuerzas
Democráticas (AFD)
2.Fuerzas Armadas de la
República Democrática del
Congo (FARDC)•
3.Fuerzas Democráticas de
Liberación de Rwanda
(FDLR)
4.Frente de Resistencia
Patriótica de Ituri(FRPI)
5. Alianza Mayi- Mayi de
Patriotas por un Congo Libre
y Soberano
(APCLS)“ Coronel Janvier”
6.Grupo Mayi- Mayi
“ Lafontaine” y antiguos
elementos de la Coalic ión de
Resistencia Patriota
Congoleña(PARECO)
7.Mayi- Mayi Simba
“ Morgan”
8.Movimiento 23 de Marzo
(M23)
9.Mayi- Mayi Kata Katangaa
10.Defensa de Nduma para
el Congo/Cheka
11.Mayi- Mayi Nyatura
1. Al- Shabaab.
2. Remnants of the former
Islamic Courts Union (ICU).
3. Transitional Federal
Government (TFG).
1. Al- Shabaab
2. Hizbul Islam
3. Gobierno Federal de
Transic ión
1. Al- Shabaab, incluido el
grupo Hizbul Islam,
recientemente fusionado
con él
2. Gobierno Federal de
Transic ión (DFG)
1. Al- Shabaab
2. Gobierno Federal de
Transic ión
1. Al- Shabaab
2. Fuerzas Armadas
Nacionales de Somalia. 
1.Al- Shabaab
2.Ahlu Sunna WalJama’a
(ASWJ)
3.Fuerzas Armadas
Nacionales de Somalia
1. Congrès national pour la
defense du peuple (CNDP),
formerly led by Laurent
Nkunda and currently by
Bosco Ntaganda.
2. Forces armées de la
République démocratique
du Congo (FARDC).
3. Forces démocratiques de 
libération du Rwanda
(FDLR).
4. Front nationaliste et
integrationaliste (FNI).
5. Lord’s Resistance Army
(LRA).
6. Mai- Mai groups in North
and South Kivu, including
PARECO
1. Fuerzas Armadas de la
República Democrática del
Congo (FARDC), incluidas
las unidades integradas
mediante el proceso
acelerado del Congreso
Nacional para la Defensa
del Pueblo (CNDP), dirigido
antes por Laurent Nkunda
y actualmente por Bosco
Ntaganda
2. Fuerzas Democráticas
de Liberación de Rwanda
(FDLR)
3. Fuerzas de Resistencia
Patriótica de Ituri (FPRI)
4. Frente Nacionalista e
Integracionista (FNI)
5. Ejército de Resistencia
del Señor (LRA
6. Grupos Mai- Mai en Kivu
del Norte y Kivu del Sur,
incluida, entre otros, la
Coalic ión de Resistencia
Patriótica Congoleña
(PARECO)
1. Fuerzas Armadas de la
República Democrática del
Congo (FARDC), incluidas
las unidades integradas en
ellas procedentes de
diversos grupos armados,
incluido el Congreso
Nacional para la Defensa
del Pueblo (CNDP), dirigido
anteriormente por Laurent
Nkunda, así como
elementos dirigidos
actualmente por
BostoNtaganda
2. Fuerzas Democráticas de
Liberación de Rwanda
(FDLR)
3. Fuerzas de Resistencia
Patrióticas de Ituri/Frente
Popular para la Justic ia en el 
Congo (FRPI/FPJC)
4. Frente Nacionalista e
Integracionista (FNI)
5. Ejército de Resistencia
del Señor (LRA)
6. Grupos Mai- Mai en Kivu
del Norte y Kivu del Sur,
incluida la Coalic ión de
Resistencia Patriótica
Congolesa (PARECO)
1. Fuerzas Armadas de la
República Democrática del
Congo (FARDC), incluidas
las unidades integradas en
ellas procedentes de
diversos grupos armados,
incluido el Congreso
Nacional para la Defensa
del Pueblo (CNDP), dirigido
anteriormente por Laurent
Nkunda, así como
elementos dirigidos
actualmente por
BostoNtaganda
2. Fuerzas Democráticas
de Liberación de Rwanda
(FDLR)
3. Frente de Resistencia
Patriótica de Ituri/Frente
Popular para la Justic ia en
el Congo (FRPI/FPJC)
4. Ejército de Resistencia
del Señor (LRA)
5. Grupos Mai- Mai en Kivu
del Norte y Kivu del Sur,
incluida la Coalic ión de
Patriotas Resistentes
Congoleños (PARECO)
1. Fuerzas Armadas de la
República Democrática del
Congo (FARDC).
2. Fuerzas Democráticas de
Liberación de Rwanda
(FDLR)
3. Frente de Resistencia
Patriótica de Ituri/Frente
Popular para la Justic ia en el
Congo (FRPI/FPJC)
4. Alianza MaiMai de
Patriotas por un Congo Libre
y Soberano (APCLS)
“ Coronel Janvier”
5. Grupo maimai
“ Lafontaine” y ex elementos
de la coalic ión Patriotas
Resistentes Congoleños
(PARECO)
6. Grupo mai maisimba
“ Morgan”  
7. Grupo maimai “ Tawimbi”  
8. Movimiento 23 de Marzo
(M23)c
1. Brigadas no integradas 
en las FARDC leales al 
líder rebelde Laurent 
Nkunda
2. Forces armées de la 
République 
démocratique du Congo 
(FARDC)
3. Forces démocratiques 
de libération du Rwanda 
(FDLR)
4. Front de nationalistes 
et inegrationalistes (FNI)
5. Front de résistance 
patriotique en Ituri (FRPI)
6. Grupos Mai- Mai en 
Kivu del Norte y Kivu del 
Sur, Maniema y Katanga 
que no se han integrado 
en las FARDC
7. Mouvement 
révolutionaire congolais 
(MRC)
1. Gobierno Federal de 
Transic ión
2. Restos de la antigua 
Unión de Tribunales 
Islámicos
1. Alianza para la 
Restauración de la Paz y 
contra el Terrorismo 
(ARPCT)
2. Unión de Tribunales 
Islámicos (ICU)
Pa rte s e n la  Re públic a  
De moc rá tic a  de l Congo
1. Fuerzas Armadas de la 
República Democrática del 
Congo (FARDC)
2. Laurent Nkunda y Jules 
Mutebutsi, elementos 
disidentes de las FARDC
3. Fuerza Democrática de 
Liberación de Rwanda 
(FDLR)
4. Fuerzas Armadas 
Populares del Congo (FAPC)
5. Frente Nacionalista e 
Integracionista (FNI)
6. Mai- Mai en Kivus, 
Maniema y Katanga
7. Mudundu- 40
8. Partido para la Unidad y la 
Salvaguarda del Congo 
(PUSIC)
9. Unión de Patriotas 
Congoleños (UPC) -  
Facciones de Thomas 
Lubanga y FloribertKisembo
1. Fuerzas Armadas de la 
República Democrática 
del Congo (FARDC)
2. Fuerzas Democráticas 
de Liberación de Rwanda 
(FDLR)
3. Frente de Nacionalistas 
e Integracionistas (FNI)
4. Grupos Mayi- Mayi en 
Kivu del Norte y del Sur, 
Maniema y Katanga que 
no se han integrado a las 
FARDC
5. Elementos no 
integrados a las FARDC, 
leales al líder rebelde 
Laurent Nkunda
6. Grupos Mai- Mai en Kivu 
del Norte y Kivu del Sur, 
Maniema y Katanga que 
no se han integrado en las 
FARDC
7. Mouvement 
révolutionaire congolais 
(MRC)
Pa rte s e n Soma lia
1. Administración del Bajo 
Shabelle
2. Alianza del Valle del Juba
3. Ejército de Resistencia 
Rahanwein (RRA/SNSC) de 
Mohamed Ibrahim Habsade
4. Congreso de la Unidad 
Somalí/Alianza para la 
Salvación de Somalia 
(USC/SSA)- facción de 
Muse SudiYalahow
5. Administración del 
ShabelleMedio6. 
Administración de Puntland
7. Ejército de Resistencia 
Rahanwein (RRA/SRRC) de 
Mohamed NirShartigadud
8. Movimiento Patriótico 
Somalí/Consejo de 
Reconciliación y 
Restauración de Somalia 
(SPM/SRRC)
9. Congreso de Unidad 
Somalí (USC) Somalí de 
Mohamed KanyareAfrah
10. Congreso de Unidad 
Somalí/Alianza para la 
Salvación de Somalia 
(USC/SSA) de Omar 
Mohamedc
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1.Fuerzas del Gobierno,
incluidas las Fuerzas
Armadas Sudanesas (FAS),
las Fuerzas de Defensa
Popular y las fuerzas de
policía del Sudán (Fuerzas
de Inteligencia Fronterizas y
Policía de Reserva Central)
2.Movimiento por la Justic ia y 
la Igualdad
3.Milic ias partidarias del
Gobierno
4.Ejército de Liberación del
Sudán –Facción Abdul
Wahid
5.Ejército de Liberación del
Sudán –Facción
MinniMinawi
6.Movimiento de Liberación
del Pueblo del Sudán- Norte
(SPLM- N)
Parties in Darfur
1. Parties backed by the
Government of the Sudan:
(a) Chadian opposition
groups.
(b) Government- supported
militias.
(c) Police forces, including
the Central Reserve Police.
(d) Sudanese Armed Forces 
(SAF).
2. Former rebel parties that
have accepted the Darfur
Peace Agreement:
(a) Justice and Equality
Movement (Peace Wing);
(b) Movement of Popular
Force for Rights and
Democracy;
(c) Sudan Liberation Army
(SLA)/Abu Gasim/Mother
Wing;
(d) Sudan Liberation Army
(SLA)/Free Will;
(e) Sudan Liberation Army
(SLA)/MinniMinnawi.
(f) Sudan Liberation Army
(SLA)/Peace Wing.
3. Rebel parties that have
rejected the Darfur Peace
Agreement:
(a) Justice and Equality
Movement (JEM).
(b) Sudan Liberation Army
(SLA)/Abdul Wahid;
(c) Sudan Liberation Army
(SLA)/Unity.
1. Grupos de oposic ión
chadianos
2. Fuerzas polic iales,
incluida la Policía de
Reserva Central y las
fuerzas de inteligencia
fronterizas
3. Milic ias partidarias del
Gobierno
4. Fuerzas Armadas
Sudanesas (FAS)
5. Partes que han firmado
el Acuerdo de Paz de
Darfur:
a) Movimiento por la
Justic ia y la Igualdad
(Facción de la Paz)
b) Movimiento de Fuerzas
Populares por los
Derechos y la Democracia
c) Ejército de Liberación
del Sudán (SLA) (Facción
de Abu Gasim) (rama
principal)
d) Ejército de Liberación
del Sudán (SLA) (Facción
Libre Albedrío)
e) Ejército de Liberación
del Sudán (SLA) (Facción
MinniMinnawi)
f) Ejército de Liberación del
Sudán (SLA) (Facción de
la Paz)
6. Partes que no han
firmado el Acuerdo de Paz
de Darfur:
a) Movimiento por la
Justic ia y la Igualdad (JEM)
b) Ejército de Liberación
del Sudán (SLA) (Facción
de Abdul Wahid)
c) Ejército de Liberación
del Sudán (SLA) (Facción
de la Unidad)
1. Grupos de oposic ión
chadianos
2. Fuerzas polic iales,
incluida la Policía de
Reserva Central y las
fuerzas de inteligencia
fronterizas
3. Fuerzas Populares de
Defensa
4. Milic ias partidarias del
Gobierno
5. Fuerzas Armadas
Sudanesas
6. Partes que han firmado el
Acuerdo de Paz de Darfur:
a) Movimiento por la Justic ia
y la Igualdad (Facción de la
Paz)
b) Movimiento de Fuerzas
Populares por los Derechos
y la Democracia
c) Ejército de Liberación del
Sudán (SLA)/Facción de
Abu Gasim (rama principal)
d) Ejército de Liberación del
Sudán (SLA)/Facción Libre
Albedrío
e) Ejército de Liberación del
Sudán (SLA)/Facción
MinniMinawi
f) Ejército de Liberación del
Sudán (SLA)/Facción de la
Paz
7. Partes que no han
firmado el Acuerdo de Paz
de Darfur:
a) Movimiento por la Justic ia
y la Igualdad (JEM)
b) Ejército de Liberación del
Sudán (SLA)/Facción de
Abdul Wahid
c) Ejército de Liberación del
Sudán (SLA)/Facción
Liderazgo Histórico
d) Ejército de Liberación del
Sudán (SLA)/Facción de la
Unidad
1. Movimiento por la Justic ia
y la Igualdad
2. Movimiento por la Justic ia 
y la Igualdad/Facción de la
Paz
3. Fuerzas de Defensa
Popular
4. Milic ias partidarias del
Gobierno
5. Fuerzas Armadas
Sudanesas (FAS)
6. Ejército de Liberación del
Sudán (SLA)/Facción de
Abdul Wahid
7. Ejército de Liberación del
Sudán (SLA)/Facción Libre
Albedrío
8. Ejército de Liberación del
Sudán (SLA)/Facción
Liderazgo Histórico
9. Ejército de Liberación del
Sudán (SLA)/Facción
MinniMinawi
10. Ejército de Liberación
del Sudán (SLA)/Facción
de Abu Gasim (rama
principal)
11. Ejército de Liberación
del Sudán (SLA)/Facción
de la Paz
12. Ejército de Liberación
del Sudán (SLA)/Facción
de la Unidad
13. Movimiento de
Liberación del Pueblo
Sudanés- Norte (SPLM- N)
14. Fuerzas de policía del
Sudán, incluidas las
Fuerzas de Inteligencia
Fronterizas y la Policía de
Reserva Central
1. Fuerzas del Gobierno,
incluidas las Fuerzas
Armadas Sudanesas, las
Fuerzas de Defensa Popular
y las fuerzas de policía del
Sudán (Fuerzas de
Inteligencia Fronterizas y la
Policía de Reserva Central)
2. Movimiento por la Justic ia y 
la Igualdad
3. Milic ias partidarias del
Gobierno
4. Ejército de Liberación del
Sudán/Facción de Abdul
Wahid
5. Ejército de Liberación del
Sudán/Facción Liderazgo
Histórico
6. Ejército de Liberación del
Sudán/Facción MinniMinawi
7. Ejército de Liberación del
Sudán/Ala principal (Abu
Gasim)
8. Ejército de Liberación del
Sudán/Facción Unidad
9. Movimiento de Liberación
del Pueblo Sudanés- Norte
(SPLM- N)
1. Partes controladas por 
el Gobierno del Sudán
a) Fuerzas Armadas del 
Sudán (SAF)
b) Fuerzas de Defensa 
Popular
c) Fuerzas polic iales, 
incluida la Policía de 
Reserva Central
d) Grupos de oposic ión 
chadianos
e) Milic ias de Darfur que 
apoyan al Gobierno, 
conocidas con el nombre 
de Janjaweed
2. Partes integradas por 
excombatientes rebeldes 
que han aceptado el 
Acuerdo de Paz de 
Darfur
a) Ejército de Liberación 
del Sudán (SLA) (Abu 
Gasim)
b) Ejército de Liberación 
del Sudán (SLA) (Libre 
Albedrío)
c) Ejército de Liberación 
del Sudán (SLA) 
(MinniMinnawi)
d) Movimiento Justic ia e 
Igualdad (Sección para 
la paz)
3. Partes integradas por 
excombatientes rebeldes 
que han rechazado el 
Acuerdo de Paz de 
Darfur
a) Ejército de Liberación 
del Sudán (SLA) (Abdul 
Shafi)
b) Ejército de Liberación 
del Sudán (SLA) (Abdul 
Wahid)
Pa rte s e n e l Sudá n
1. Janjaweed
2. Movimiento pro Justic ia e 
Igualdad (JEM)
3. Movimiento de Unidad del 
Sudán Sur (SSUM)
4. Movimiento/Ejército de 
Liberación del Sudán 
(SLM/A)
5. Movimiento/Ejército de 
Liberación del Pueblo 
Sudanés (SPLM/A)
1. Partes controladas por 
el Gobierno del Sudán
a) Milic ias de Darfur que 
apoyan el Gobierno, 
también conocidas como 
Janjaweed
b) Fuerzas polic iales 
(policía a camello)
c) Fuerzas Armadas del 
Sudán
2. Partes integradas por 
excombatientes rebeldes 
que han aceptado el 
Acuerdo de Paz de Darfur
3. Partes controladas por 
el Gobierno del Sudán 
meridional Movimiento y 
Ejército de Liberación del 
Pueblo Sudanés (SLA/M) 
(Minawi) Ejército de 
Liberación del Pueblo 
Sudanés (SPLA)
4. Partes controladas 
tanto por el Gobierno del 
Sudán como por el 
Gobierno del Sudán 
meridional Unidades 
integradas conjuntamente 
por las Fuerzas Armadas 
del Sudán y el SPLA
5. Grupos de civiles 
armados con vinculación 
tribal que partic ipan en 
luchas entre comunidades 
o confrontaciones con 
partes El Ejército Blanco 
(Lou Nuer)
6. Otros grupos activos en 
el territorio del Sudán
a) Fuerzas de oposic ión 
del Chad
b) Ejército de Resistencia 
del Señor (LRA)
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1. Ejército de Liberación
Nacional (ELN).
2. Fuerzas Armadas
Revolucionarias de
Colombia- Ejército del
Pueblo (FARCEP).
1. Ejército de Liberación
Nacional (ELN)
2. Fuerzas Armadas
Revolucionarias de
Colombia- Ejército del
Pueblo (FARC- EP)
1. Ejército de Liberación
Nacional (ELN)
2. Fuerzas Armadas
Revolucionarias de
Colombia- Ejército del
Pueblo (FARC- EP)
1. Ejército de Liberación
Nacional (ELN)
2. Fuerzas Armadas
Revolucionarias de
Colombia- Ejército del
Pueblo (FARC- EP)
1. Ejército de Liberación
Nacional (ELN)
2. Fuerzas Armadas
Revolucionarias de Colombia-
Ejército del Pueblo (FARC-
EP)
1. Ejército de Liberación
Nacional (ELN)
2. Fuerzas Armadas
Revolucionarias de
Colombia- Ejército del
Pueblo (FARC- EP)
1.Grupo Abu Sayyaf
2.Combatientes de
Liberación Islámica de
Bangsamoro
3.Frente Moro de Liberación
Islámica (FMLI)
4.Nuevo Ejército del Pueblo
(NPA)
1. Democratic Karen
Buddhist Army (DKBA).
2. Karen National Union-
Karen National Liberation
Army Peace Council.
3. Kachin Independence
Army (KIA).
4. Karen National Liberation
Army (KNLA).
5. Karenni Army (KA).
6. Karenni National
People’s Liberation Front
(KNPLF).
7. Myanmar National
Democratic Alliance Army.
8. Shan State Army- South
(SSA- S).
9. Tatmadaw Kyi.
10. United Wa State Army
(UWSA).
1. Ejército Democrático
Budista de Karen (DKBA)
2. Consejo de Paz de la
Unión Nacional Karen-
Ejército de Liberación
Nacional Karen
3. Ejército para la
Independencia de Kachin
(KIA)
4. Ejército de Liberación
Nacional Karen (KNLA)
5. Ejército Karenni (KA).
6. Frente Nacional de
Liberación Popular de
Karen (KNPLF)
7. Ejército de la Alianza
Democrática Nacional de
Myanmar
8. Ejército del Estado de
Shan Meridional (SSA- S)
9. TatmadawKyi
10. Ejército Unido del
Estado de Wa (USWA)
1. Ejército Democrático
Budista de Karen (DK BA)
2. Ejército para la
Independencia de Kachin
(KIA)
3. Ejército de Liberación
Nacional Karen (KNLA)
4. Consejo de Paz de la
Unión Nacional Karen-
Ejército de Liberación
Nacional Karen
5. Ejército Karenni (KA)
6. Ejército del Estado de
Shan Meridional (SSA- S)
7. TatmadawKyi, incluidas
las fuerzas integradas de
guardias fronterizos
8. Ejército Unido del Estado
Wa (UWSA)
1. Ejército Democrático
Budista de Karen
2. Ejército para la
Independencia de Kachin
3. Unión Nacional
Karen/Ejército de
Liberación Nacional Karen
(KNU/KNLA)
4. Partido Progresista
Nacional Karenni/Ejército
Karenni
5. Ejército del Estado de
ShanMeridional
6. TatmadawKyi, incluidas
las fuerzas integradas de
guardias fronterizos
7. Ejército Unificado del
Estado Wa
1. Ejército Democrático
Voluntario de Karen
2. Ejército para la
Independencia de Kachin
3. Ejército de Liberación
Nacional Karen (KNLA)
4. Consejo de Paz del
Ejército de Liberación
Nacional Karen
5. Ejército Karenni
6. Ejército del Estado de
ShanMeridional
7. TatmadawKyi, incluidas las 
fuerzas integradas de
guardias fronterizos
8. Ejército Unificado del
Estado Wa
1.Democratic Karen
BenevolentArmy
2.Ejército para la
Independencia de Kachin
3.Ejército de Liberación
Nacional Karen
4.Consejo de Paz del
Ejército de Liberación
Nacional Karen
5.Ejército Karenni
6.Ejército del Estado de
Shan- Sur
7.Tatmadaw Kyi, incluidas
las fuerzas integradas de
guardias fronterizos
8.Ejército Unificado del
Estado de Wa (EUEW)
1. Abu Sayyaf Group (ASG).
2. Moro Islamic Liberation
Front (MILF).
3. New People’s Army
(NPA).
1. Grupo Abu Sayyaf (ASG)
2. Frente Islámico Moro de
Liberación (MILF)
3. Nuevo Ejército del
Pueblo (NPA)
1. Grupo Abu Sayyaf (ASG)
2. Frente Islámico Moro de
Liberación (MILF)
3. Nuevo Ejército del Pueblo
(NPA)
1. Grupo Abu Sayyaf
2. Frente Moro de
Liberación Islámica (FMLI)
3. Nuevo Ejército del
Pueblo (NPA)
1. Grupo Abu Sayyaf
2. Frente Moro de Liberación
Islámica (FMLI)
3. Nuevo Ejército del Pueblo
(NPA)
1. Consejo de Paz de la 
Unión Nacional Karen -  
Ejército de Liberación 
Nacional Karen (KNU-
KNLA)
2. Ejército de la Alianza 
Democrática Nacional de 
Myanmar
3. Ejército Democrático 
Budista de Karen (DKBA)
4. Ejército del Estado de 
Shan Meridional (SSA- S)
5. Ejército para la 
Independencia de 
Kachin (KIA)
6. Ejército Karenni (KA)
7. Ejército de Liberación 
Nacional Karen (KNLA)
8. Ejército Unido del 
Estado de Wa (UWSA)
9. Frente Nacional de 
Liberación Popular de 
Karen (KNPLF)
10. TatmadawKyi
Pa rte s e n Filipina s
1. Frente Moro Islámico 
de Liberación Nacional 
(MILF)
2. Grupo Abu Sayyaf 
(ASG)
3. Nuevo Ejército del 
Pueblo (NPA)
1. Frente de Liberación 
Islámico Moro (MILF)
2. Nuevo Ejército del Pueblo 
(NPA)
1. Grupo Abu Sayyaf
2. Frente Moro de 
Liberación Nacional (MILF)
3. Nuevo Ejército del 
Pueblo (NPA)
1. Ejército de Liberación 
Nacional (ELN)
2. Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de 
Colombia- Ejército del 
Pueblo (FARC- EP)
3. Grupos armados 
ilíc itos que no partic ipan 
en el proceso de 
desmovilización
a) Autodefensas 
Campesinas del 
Casanare
b) Frente Cacique Pipintá
Pa rte s e n Colombia
Pa rte s e n Mya nma r
1. Ejército de Liberación 
Nacional Karen (KNLA)
2. Ejército Karenni (KA)
3. TatmadawKyi
4. Ejército Unido del 
Estado de Wa
1. Ejército de Liberación 
Nacional Karen (KNLA)
2. Ejército Karenni (KA)
3. TatmadawKyi (ejército 
gubernamental)
1. Autodefensas Unidas de 
Colombia (AUC)
a) Autodefensas Unidas del 
Sur del Casanare (AUSC)
b) Autodefensas 
Campesinas de Córdoba y 
Urabá (ACCU)
c) Autodefensas de 
Magdalena Medio (ACMM)
d) Autodefensas del Meta 
(AM)
e) Autodefensas 
Campesinas del Sur del 
Cesar (ACSC)
f) Autodefensas de Puerto 
Boyacá (APB)
g) Autodefensas de 
Cundinamarca (AC)
h) Autodefensas Unidas de 
Colombia – Bloque 
Centauros
i) Autodefensas Unidas de 
Colombia – Bloque Norte
j) Autodefensas Unidas de 
Colombia – Bloque Mineros
k) Autodefensas Unidas de 
Colombia – Bloque Pacífico
2. Ejército de Liberación 
Nacional (ELN)
3. Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de 
Colombia (FARC)
1. Ejército de Liberación 
Nacional (ELN)
2. Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de 
Colombia- Ejército del 
Pueblo (FARC- EP)
3. Grupos armados ilíc itos 
que no partic ipan en el 
proceso de 
desmovilización
a) Autodefensas 
Campesinas del Casanare
b) Frente Cacique Pipinta
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1. Liberation Tigers of Tamil
Eelam (LTTE).
2. Tamil
MakkalViduthalaiPulikal 
(TMVP) (former Karuna
faction).
Tamil 
MakkalViduthalaiPulikal 
(TMVP) (anteriormente
elemento de la facción
Karuna, IniyaBarrathi)
Tamil 
MakkalViduthalaiPulikal 
(TMVP) (Facción de
IniyaBarrathi)
Unified Communist Party of
Nepal- Maoist (UCPN- M).
Partido Comunista
Unificado de Nepal
(Maoísta) (PCUN- M)
Partido Comunista Unificado 
de Nepal (Maoísta) (UCPN-
M)
1. Chadian National Army.
2. Concorde nationale
tchadienne (CNT).
3. Convention
révolutionnaire 
démocratique du Tchad
(CRDT).
4. Direction Générale de
Sécurisation des Services
et Institutions de l’Etat
(DGSSIE).
5. Front uni pour le
changement (FUC).
6. Sudanese armed groups
backed by the Government
of Chad:
(a) Justice and Equality
Movement;
(b) SudaneseToroboros.
7. Union des forces pour la
démocratie et le
développement (UFDD).
1. Ejército Nacional del
Chad
2. Movimiento por la
Justic ia y la Igualdad
(grupos armados
sudaneses respaldados
por el Gobierno del Chad)
1. Ejército Nacional del
Chad, incluidos elementos
integrados recientemente
en él
2. Movimiento por la Justic ia
y la Igualdad
1. Ejército Nacional del
Chad, incluidos elementos
integrados recientemente
en él.
2. Movimiento por la Justic ia 
y la Igualdad
Ejército Nacional del Chad.
Lord’s Resistance Army
(LRA).
Ejército de Resistencia del
Señor (LRA)
Ejército de Resistencia del
Señor (LRA)
Partido Comunista de 
Nepal (Maoísta) (CPN- M)
Partido Comunista de 
Nepal- Maoísta (PCN-
Maoísta)
Partido Comunista de Nepal-
Maoísta (CPN- Maoísta)
Ejército de Liberación del 
Pueblo Sudanés (SLA)
Pa rte s e n Ne pa l
Pa rte s e n e l Cha d
1. Ejército Nacional del 
Chad
2. Grupos armados 
sudaneses respaldados 
por el Gobierno del Chad
a) Ejército de Liberación 
del Sudán (Grupo de los 
19)
b) Movimiento Justic ia e 
Igualdad
3. Grupos chadianos de 
autodefensa que operan 
en Ade, Dogdore y 
Mogororo
4. Milic ias respaldadas 
por el Gobierno del 
Sudán, conocidas con el 
nombre deJanjaweed
5. Union de forces pour la 
démocratie et le 
développement (UFDD)
1. Unidades de Defensa 
Local (LDU)
2. Ejército de Resistencia del 
Señor (LRA)
3. Fuerzas de Defensa del 
Pueblo de Uganda (UPDF)
Pa rte s e n Sri La nka
1. Tigres de Liberación de 
Eelam Tamil (LTTE)
1. Facción Karuna
2. Tigres de Liberación 
del Ealam Tamil
1.     Facción Karuna
2. Tigres de Liberación del
Eelam Tamil (LTTE)
Pa rte s e n Uga nda
1. Ejército de Resistencia 
del Señor (LRA)
2. Fuerzas armadas y 
unidades de defensa del 
Gobierno
a) Fuerzas de Defensa 
del Pueblo de Uganda 
(UPDF)
b) Unidades de defensa 
locales
1. Ejército de Resistencia 
del Señor (LRA)
2. Fuerzas armadas y 
unidades de defensa del 
Gobierno
a) Unidades de defensa 
locales
b) Fuerzas de Defensa del 
Pueblo de Uganda (UPDF)
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Ira q Al- Qaida in Iraq Al- Qaida en el Iraq
1. Al- Qaida en el Iraq, 
incluida su rama juvenil 
armada “ Aves del Paraiso”
2. Estado Islámico del Iraq
1. Al- Qaida en el Iraq
2. Estado Islámico del Iraq 
(ISI) Estado Islámico del Iraq 
(ISI)/Al- Qaida en el Iraq
Estado Islámico del Iraq 
(ISI)/Al- Qaida en el Iraq (AQ-
I)
Pa rte s e n la  re gión 
c e ntroa fric a na  (Re públic a  
Ce ntroa fric a na ,  Re públic a  
De moc rá tic a  de l Congo,  
Sudá n de l Sur y Uga nda )
Ejército de Resistencia del 
Señor (LRA) Ejército de Resistencia del 
Señor (LRA)
Ejército de Resistencia del 
Señor (LRA)
1.Coalic ión ex- Seleka y
grupos armados asociados
a.Convención de Patriotas
por la Justic ia y la Paz
(CPJP)
b.Convención de Patriotas
por la Justic ia y la Paz
Fundamental 
(CPJP_fondamentale)
c.Frente Democrático del
PuebloCentroafricano 
(FDPC)
d.Unión de Fuerzas
Democráticas para la Unidad 
(UFDU)
2.Milic ias de defensa locales
conocidas como
“ antibalaka”
Ejército de Liberación del
Pueblo Sudanés (SPLA). 
1.Ejército de Liberación del
Pueblo del Sudán (SPLA)
2.Grupos armados de la
oposic ión, incluidos
antiguos miembros del SPLA
en la oposic ión
3.Ejército Blanco
1. Parties under the control
of the Government of the
Sudan:
Sudanese Armed Forces
(SAF).
2. Parties under the control
of the Government of
southern Sudan:
Sudan People’s Liberation
Army (SPLA).
3. Lord’s Resistance Army
(LRA).
1. Ejército de Liberación del
Pueblo Sudanés (SPLA)
2. Ejército de Resistencia
del Señor (LRA)
1. Ejército de Resistencia del
Señor (LRA)
2. Ejército de Liberación del
Pueblo Sudanés (SPLA)
1. Ejército de Resistencia
del Señor (LRA)
2. Ejército de Liberación del
Pueblo Sudanés (SPLA).
1. Armée populaire pour la
restauration de la
République et de la
démocratie
(APRD).
2. Forces démocratiques
pour la rassemblement
(UFDR). 
3. Forces démocratiques
populaire de Centrafrique
(FDPC).
4. Lord’s Resistance Army
(LRA).
5. Mouvement des
libérateurs centrafricains
pour la justice (MLCJ).
6. Self- defence militias
supported by the
Government of Central
African
Republic.
1. Ejército Popular para el
Restablecimiento de la
República y la Democracia
(APRD)
2. Convención de Patriotas
por la Justic ia y la Paz
(CPJP)
3. Unión de Fuerzas
Democráticas para la
Integración (UFDR)
4. Fuerzas Democráticas
Populares Centroafricanas
(FDPC)*
5. Ejército de Resistencia
del Señor (LRA)
6. Movimiento de
Libertadores 
Centroafricanos para la
Justic ia (MLCJ)
7. Milic ias de autodefensa
apoyadas por el Gobierno
de la República
Centroafricana
1. Ejército Popular para el
Restablecimiento de la
República y la Democracia
(APRD)
2. Convención de Patriotas
por la Justic ia y la Paz
(CPJP)
3. Fuerzas Democráticas
Populares Centroafricanas
(FDPC)
4. Ejército de Resistencia
del Señor (LRA)
5. Movimiento de
Libertadores 
Centroafricanos para la
Justic ia (MLCJ)
6. Milic ias de autodefensa
apoyadas por el Gobierno
de la República
Centroafricana
7. Unión de Fuerzas
Democráticas para la
Integración (UFDR)
1. Ejército Popular para la
restauración de la
República y la Democracia
(EPRD).
2. Convención de Patriotas
por la Justic ia y la Paz
(CPJP)
3. Frente Democrático del
Pueblo Centroafricano
(FDPC)
4. Ejército de Resistencia
del Señor (LRA)
5. Movimiento de
Libertadores 
Centroafricanos para la
Justic ia (MLCJ)
6. Milic ias de autodefensa
apoyadas por el Gobierno
de la República
Centroafricana
7. Unión de Fuerzas
Democráticas para la
Unidad (UFDU)
1. Convención de Patriotas
por la Justic ia y la Paz (CPJP)
2. Convención de Patriotas
para la Justic ia y la Paz
Fundamental (CPJP
Fundamental), como parte
de la coalic ión Séléka
3. Convención Patriótica
para la Salvación del Kodro,
como parte de la coalic ión
Séléka
4. Frente Democrático del
Pueblo Centroafricano
(FDPC)
5. Movimiento de
Libertadores Centroafricanos 
para la Justic ia (MLCJ)
6. Unión de las Fuerzas
Democráticas para la Unidad
(UFDU), como parte de la
coalic ión Séléka. 
7. Unión de Fuerzas
Republicanas (UFR), como
parte de la coalic ión Séléka
1. Partes controladas por 
el Gobierno del Sudán
a) Fuerzas Armadas del 
Sudán (SAF)
b) Fuerzas de Defensa 
del Sudán Meridional, 
incluidas las fuerzas del 
General de División 
Gabriel TangGinyi
2. Partes controladas por 
el Gobierno del Sudán 
Meridional
a) Ejército de Liberación 
del Pueblo Sudanés
b) Fuerzas de Defensa 
de Pibor
1. Armée populaire pour 
la restauration de la 
Republique et de la 
démocratie (APRD)
3. Forces démocratiques 
populaires de 
Centrafrique (FDPC)
2. Forces démocratiques 
pour la rassemblement 
(UFDR)
Pa rte s e n e l Sudá n me ridiona l
Pa rte s e n la  Re públic a  
Ce ntroa fric a na
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Fuente: Informes Periódicos del Secretario General de Naciones Unidas sobre la cuestión de los niños y los conflictos armados 
 
 
 
 
 
Pa rte s e n la  Re públic a  Ára be  
S iria
Fuerzas del Gobierno sirio, 
incluidas las Fuerzas 
Armadas sirias, las fuerzas 
de inteligencia y la milic ia 
Shabbiha
1. Ejército Libre de Siria
2. Fuerzas del Gobierno, 
incluidas las Fuerzas 
Armadas Sirias, las fuerzas 
de inteligencia y la milic ia 
shabbiha
1.Ahrar al- Sham al- Islami
2.Ejército Libre de Siria 
–grupos afiliados
3.Fuerzas del Gobierno, 
incluidas las Fuerzas de 
Defensa Nacional y la milic ia 
Shabbiha
4.Estado Islámico del Iraq y 
Sham (ISIS)
5.Jhabat Al- Nusraa,
6.People ProtectionUnits 
(YPG)
Pa rte s e n e l Ye me n 1. Rebeldes Al- Houthi
2. Primera División Blindada 
escindida
3. Milic ias tribales 
partidarias del Gobierno
4. Fuerzas armadas 
yemeníes
1. Al- Houthi
2. Ansar Al- Sharia
3. Fuerzas del Gobierno, 
incluidas las Fuerzas 
Armadas del Yemen, la 
Primera División Blindada, la 
policía militar, las Fuerzas 
Especiales de Seguridad, la 
Guardia Republicana y las 
milic ias partidarias del 
Gobierno
1.Movimiento 
Houthi/AnsarAllah
2.Al- Qaida en la Península 
Arábiga/Ansar al- Sharia
3.Fuerzas del Gobierno, 
incluidas las Fuerzas 
Armadas del Yemen, la 
Primera División Blindada, la 
PolicíaMilitar, las Fuerzas 
Especiales de Seguridad y la 
Guardia Republicana
4.Milic ias partidarias del 
Gobierno, incluidos los 
salafistas y los Comités 
Populares
Pa rte s e n Ma lí
1. AnsarDine
2. Movimiento Nacional de 
Liberación de Azawad 
(MNLA)
3. Movimiento para la Unidad 
y la Yihad en África 
Occidental (MUJAO)
1.Movimiento Nacional de 
Liberación de 
Azawad(MNLA)
2.Movimiento para la Unidad 
y la Yihad en África 
Occidental (MUYAO)
3.Ansar Dine
Nige ria Boko Haram
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